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Resumen  

Resumen: Uno de los mayores retos a los que nos enfrentamos en la actualidad es la 

huida masiva de personas procedentes de países en guerra. Normalmente, estas personas 

solicitan asilo en los países más avanzados de la UE como Alemania. En este trabajo se 

lleva a cabo un análisis de las leyes de asilo española y alemana y se traduce del alemán 

al español el fragmento de la Ley de Asilo Alemana en el que se recogen las disposiciones 

relativas al derecho a residencia en Alemania mientras se tramita la solicitud de asilo. 

Este trabajo tiene un doble objetivo: por una parte, justificar qué país es idóneo para 

acoger a un solicitante de asilo; por otra, establecer estrategias de traducción a través de 

los resultados del análisis conceptual y presentar una propuesta de traducción. 

Palabras clave: traducción, estrategias de traducción, traducción jurídica, derecho 

comparado, derecho de asilo 

 

Abstract: Eine der größten Herausforderungen, vor der wir heute stehen, ist die massive 

Flucht von Menschen aus Kriegsgebieten. Normalerweise stellen die Asylbewerber ihren 

Asylantrag, um in den am meisten entwickelten Ländern der EU bleiben zu dürfen. In 

dieser Arbeit wird eine Analyse der spanischen und deutschen Asylgesetze durchgeführt 

und wird der Abschnitt bezüglich des Aufenthaltsrechts während des Asylverfahrens aus 

dem Deutschen ins Spanische übersetzt. Die Ziele dieser Arbeit sind zu rechtfertigen, 

welches Land besser dafür geeignet ist, um einen Asylbewerber aufzunehmen und 

Übersetzungsstrategien durch die Ergebnisse der konzeptuellen Analyse zu entwickeln 

sowie einen Übersetzungsvorschlag anzufertigen. 

Schlüsselwörter: Übersetzung, Übersetzungsstrategien, juristische Übersetzung, 

Rechtsvergleichung, Asylrecht 
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1. Introducción 

«Man behauptet manchmal, dass das Übersetzen wissenschaftlicher Texte weniger 

kompliziert sei als das Übersetzen literarischer Texte. Meiner Ansicht nach ist dies sicherlich 

nicht in allen Fällen so. Das Übersetzen wissenschaftlicher Texte ist möglicherweise etwas 

weniger kompliziert als das Übersetzen anderer Text, falls für eine bestimmte Wissenschaft 

eine internationale Fachsprache (Terminologie) existiert. Eine solche internationale 

Terminologie ist aber im Prinzip nur dann entwicklungsfähig, wenn die betreffende 

Wissenschaft in jedem Land über die gleichen Systeme und Modelle verfügt, anhand derer 

sie ihre Materie darstellt und bearbeitet. Innerhalb der Rechtswissenschaft existiert im 

Prinzip keine internationale Fachsprache. Die Hauptschwierigkeit beim Übersetzen 

juristischer Texte liegt darin, dass die Rechtssprache systemgebunden ist.». (Gérard-René 

de Groot).1 

La traducción jurídica es un campo interdisciplinario de gran interés tanto para lingüistas 

como para juristas. «El derecho vive a través de la lengua» (Arntz 2001) y, al contrario 

de lo que ocurre en otras disciplinas como la técnica y la médica, cuando comparamos la 

terminología jurídica de dos idiomas, no solo debemos buscar los equivalentes uno a uno, 

sino que tenemos que recordar que cada término se enmarca en un orden jurídico 

diferente. De ahí que autores como Madsen (1997) afirmen que la traducción jurídica 

requiere un trato especial, incompatible con su consideración a partir de la teoría de la 

traducción funcional de Reiß y Vermeer, entre otros. De hecho, Šarčević afirma que la 

elección de la estrategia de traducción la determina únicamente el orden jurídico en el 

que se enmarca. Según esto, al traductor poco le servirían las correspondencias léxicas si 

a estas las acompaña la carencia de un conocimiento holístico de los correspondientes 

órdenes jurídicos.  

Si bien es cierto que la jurisprudencia a partir de la que se ha redactado el texto tiene una 

relevancia considerable, no debemos olvidar que el texto meta (TM) debe ser reconocido 

                                                 
1 Salvo que se indique lo contrario, las traducciones de citas son nuestras.  

Trad.: A veces se afirma que la traducción de textos especializados es menos complicada que la de textos 

literarios.  En mi opinión, esto no se cumple en todos los casos. La traducción de textos especializados 

puede ser menos compleja que la de otro tipo de textos si se existe un lenguaje especializado internacional 

(Terminología). Sin embargo, este tipo de terminología solo se puede desarrollar si la ciencia 

correspondiente dispone de los mismos sistemas y modelos en todos los países. Dentro de la jurisprudencia, 

no existe ningún lenguaje especializado internacional. La dificultad principal de la traducción de textos 

jurídicos radica en que el lenguaje jurídico se enmarca en un sistema.  
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por los destinatarios como un texto natural y coherente con las estructuras sintácticas y 

los recursos lingüísticos de la lengua de llegada, sin que esto implique que el TM 

contradiga o difiera de lo enunciado en el texto origen (TO). Como ejemplo podemos 

citar la legislación europea, que, evidentemente, es también legislación aplicable en los 

países miembros. Los ciudadanos de los diferentes Estados miembros deben percibir los 

textos jurídicos promulgados por la Unión Europea como auténticos y, al mismo tiempo, 

estos no deben diferir entre ellos con el fin de garantizar una interpretación uniforme de 

la ley en todo el territorio comunitario.  

En la primera parte del presente trabajo se comparará la Ley de Asilo de la República 

Federal de Alemania aprobada el 16 de junio de 1982 (teniendo en cuenta como última 

modificación la del 11 de marzo de 2016) y la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora 

del derecho de asilo y de la protección subsidiaria española (teniendo en cuenta como 

última modificación la del 26 de marzo de 2014). La comparación se efectuará a partir de 

la ley española, es decir, se compararán únicamente las disposiciones contenidas en la ley 

española con su correspondencia en la ley alemana. En adelante nos referiremos a ambas 

leyes como “Ley de Asilo Alemana” y “Ley de Asilo Española”, respectivamente.  El 

objetivo primordial de este ejercicio de comparación será dilucidar las disposiciones que 

hacen de España o Alemania el mejor país para solicitar asilo. En la segunda parte del 

trabajo se propondrá una traducción de un fragmento de la Ley de Asilo Alemana al 

español. El fragmento escogido es el Abschnitt 6: Recht des Aufenthalts während des 

Asylverfahrens (Derecho a residencia durante el proceso de solicitud de asilo), ya que 

consideramos que las disposiciones que aparecen en este fragmento tienen, sin duda, gran 

importancia para un potencial solicitante de asilo en Alemania. Se tratará, por lo tanto, de 

una traducción informativa. 

De aquí se puede deducir que el trabajo constará de dos partes claramente diferenciadas: 

en la primera, se abordará el contenido de ambas leyes teniendo en cuenta que las dos 

constituyen la aplicación de la política europea de asilo, que arranca con el Tratado de 

Ámsterdam en 1997 y que ha producido un extenso elenco de normas comunitarias; en la 

segunda, se llevará a cabo la traducción de un fragmento de la Ley de Asilo Alemana al 

castellano. 

El objetivo principal de este trabajo es extraer las diferencias conceptuales más 

sobresalientes de ambas leyes con el fin de facilitar la comprensión de dos marcos legales 
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que difieren en la resolución de un problema común: la gestión del derecho de asilo y, de 

este modo, facilitar a un potencial solicitante de asilo la decisión de escoger entre España 

y Alemania. Como objetivos específicos establecemos extraer estrategias de traducción a 

través de las conclusiones obtenidas del modelo de análisis multidimensional y aplicarlas 

a la traducción. 

Partimos de las siguientes hipótesis: 

1. Dado que ambas leyes resultan de la aplicación de directivas de la Unión Europea, 

el contenido de las dos será muy parecido y no se contradirá.  

2. La traducción al castellano del fragmento de la Ley de Asilo Alemana no 

presentará dificultades conceptuales extraordinarias, ya que, como señalamos en 

el punto anterior, el contenido de ambas leyes será parecido y no se contradirá.  

En cuanto a la metodología, para el análisis conceptual usaremos las dos leyes y las 

referencias legislativas oportunas, que se desarrollarán más detalladamente en la 

bibliografía. Para la segunda parte, usaremos todos los recursos disponibles en papel y en 

la red y haremos un análisis multinivel del texto para llevar a cabo una traducción de 

calidad. 
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2. Análisis conceptual contrastivo 

2.1 ¿Solicitar asilo en España o Alemania? Lo que conocemos 

a través de los medios 

Desde que comenzó la crisis de los refugiados, los medios de comunicación han 

informado en numerosas ocasiones de la ínfima cifra de refugiados que estaba acogiendo 

España. A 16 de diciembre de 2016, numerosos periódicos de tirada nacional denunciaban 

que el Gobierno se había comprometido a acoger a 17.337 refugiados en dos años «de los 

que hasta el momento solo 687 han llegado a España, lo que supone prácticamente un 

4%, según un informe de Oxfam Intermón2». Asimismo, también se informaba de la 

odisea que representa solicitar asilo en España si se compara con los procedimientos 

burocráticos imperantes en otros países como Alemania. En el diario El Mundo se 

afirmaba en 2015 que «No es lo mismo ser refugiado en España que en Alemania» y 

definía a España como uno de los países europeos donde «es más difícil solicitar asilo 

político» y «la mayoría de refugiados acaban en la calle3» pasado el periodo de tiempo 

en el que el Gobierno proporciona ciertas ayudas para su integración en la sociedad 

española.  

Por el contrario, todos los medios alababan —y aún siguen haciéndolo— el compromiso 

de Alemania con la crisis de refugiados. En el mismo artículo de El Mundo arriba 

mencionado, se afirma que «Además de proporcionarles techo, manutención, servicios 

sanitarios y ropa, los refugiados que llegan a Alemania reciben 143 euros mensuales en 

metálico para sus gastos [frente a los 50 euros que reciben en España]. Esta situación, que 

garantiza la Ley de Asilo, se prolonga durante tres meses, tras los cuales se les 

proporciona aprendizaje de la lengua alemana y formación profesional que les permita 

integrarse en el mercado laboral.». 

                                                 
2  “España sólo ha acogido un 4% de los refugiados que prometió recibir” en Público. < 

http://www.publico.es/espana/espana-acogido-refugiados-prometio-recibir.html> [Consulta: 4 de mayo de 

2017] 

3  “No es lo mismo ser refugiado en España que en Alemania” en El Mundo. 

<http://www.elmundo.es/internacional/2015/09/08/55ed57a522601ddb6a8b4575.html> [Consulta: 4 de 

mayo de 2017]. 

http://www.publico.es/espana/espana-acogido-refugiados-prometio-recibir.html
http://www.elmundo.es/internacional/2015/09/08/55ed57a522601ddb6a8b4575.html
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Este tipo de artículos, como hemos dicho, son multitud y, por lo tanto, podría concluirse 

que lo lógico sería que cualquier ciudadano que se basase en esta información para 

solicitar asilo, lo hiciese en Alemania. 

2.2 Historia del derecho de asilo  

«La historia es un profeta con la mirada vuelta hacia atrás: por lo que fue, y contra lo que 

fue, anuncia lo que será.4» 

Teniendo muy en mente esta cita de Eduardo Galeano en su libro Las venas abiertas de 

América Latina, parece imprescindible que, antes de adentrarnos en el propio análisis del 

derecho de asilo y su aplicación en España y Alemania, hagamos un breve repaso de su 

historia, que comienza como una figura con un fundamento eminentemente religioso y 

avanza hasta un derecho de asilo territorial regulado, en parte, por los grandes tratados 

firmados en el s. XX.  

La generosidad y el amparo al desprotegido son valores reconocidos en el judaísmo, el 

cristianismo y el islam, todas ellas religiones fundadoras de los valores europeos. Algunos 

afirman que el cristianismo “universaliza”5 la práctica del asilo, ya que la función de la 

Iglesia era proteger al desamparado de castigos desmedidos, sin con ello pretender 

desautorizar a los impartidores de justicia y que, sin duda, tendrá su efecto en la posterior 

lucha por la integridad humana y el respeto por los derechos humanos. Sin embargo, el 

asilo como cuestión meramente religiosa encontró su aplicación real a través del estado 

de Derecho que gobierna las sociedades democráticas de nuestro tiempo.  

No obstante, el traspaso de estas “competencias” no fue en absoluto radical, sino que, 

entre medias, la Iglesia Católica en España, por ejemplo, siguió cumpliendo de alguna 

forma ese papel de asistencia al desamparado y de impartición de justicia. Parece sin duda 

oportuno destacar en este trabajo el papel de los fueros, dado que en la Universidad de 

Salamanca nos encontramos uno de los más, si no el más, consolidado de todo el territorio 

español. Durante los primeros años del fuero salmantino, eran las autoridades 

universitarias (naturalmente compuestas por autoridades eclesiásticas) las que se 

encargaban de juzgar las faltas cometidas por los estudiantes, siempre y cuando no se 

                                                 
4 GALEANO, E. (1971) Las venas abiertas de América Latina. México: S XXI.  
5GORTÁZAR ROTAECHE, C. (1997) Derecho de asilo y «no rechazo» del refugiado. Madrid: DYKINSON.  
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tratase de actos mayores6. Los fueros llegaron hasta otras universidades españolas e 

incluso hasta América Latina. Sin embargo, al igual que ocurrió con el asilo religioso, el 

fortalecimiento de los Estados acabó eclipsando las labores de asilo eclesiásticas. 

 Con la asunción de la función de garante de asilo por parte de los Estados, no solo tuvo 

lugar una “transferencia de competencias”, sino también un cambio radical de criterio: 

mientras la Iglesia Católica amparaba a los delincuentes comunes, los Estados tenían en 

cuenta otros requisitos. Por ejemplo, en la Constitución Francesa de 1793, el abandono 

de la patria por «causa de libertad» 7  era el criterio determinante para acoger a un 

refugiado.  

No podemos revisar la historia del asilo sin pasar por el s. XX, siglo golpeado por dos 

contiendas mundiales que masificaron el número de personas que tuvieron que huir de 

sus países en busca de refugio. El surgimiento de la Sociedad de Naciones (SN) en 1919 

es sin duda un punto de inflexión en la gestión del derecho de asilo, con una agenda en la 

que se incluían diversos puntos dedicados a este problema. Puede decirse que el fenómeno 

de los refugiados y de los desplazados del s. XX comenzó a principios de 1912 con las 

guerras balcánicas y avanzó hasta la Revolución rusa y la contrarrevolución en 1917. En 

esa época, la asistencia a los refugiados y desplazados estaba en manos de organismos 

humanitarios. Sin embargo, en 1921, la Sociedad de Naciones nombró el Alto 

Comisionado para los Refugiados, donde se ideó el conocido “Pasaporte Nensen”, 

reconocido en 52 países. El Alto Comisionado se ocupó de personas de origen griego, 

turco, armenio y búlgaro, entre otros.  

A la vista del surgimiento del Nacionalsocialismo en Alemania, miembro de la Sociedad 

de Naciones muy reacio a dejar que esta organización se “entrometiese” en sus asuntos 

internos, la SN creó una administración independiente ad-hoc con sede en Londres bajo 

la denominación de Alto Comisionado para los Refugiados de Alemania, que no fue capaz 

de atajar el problema y cuya competencia acabó transfiriéndose a un nuevo Alto 

Comisionado de la Sociedad de Naciones. Asimismo, en 1938 se crea el Comité 

Intergubernamental para los Refugiados con el fin de gestionar la concesión de asilo a 

cuantos quisieran abandonar los países invadidos por Alemania.  

                                                 
6 PRIETO GODOY, J.A. Ejercicio del derecho de asilo en la normativa comunitaria y nacional. Tesis. Madrid: 

Universidad Complutense de Madrid. 
7 Véase el art. 120 de la Constitución Francesa de 1971: Il donne asile aux étrangers bannis de leur patrie 

pour la cause de la liberté. Il le réfuse aux tyrans. 
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En 1940 se instituyó la Organización Internacional para los Refugiados (OIR) y en 1950, 

la Agencia de las Naciones Unidas de Reconstrucción de Corea y la Agencia de las 

Naciones Unidas de Socorro y Trabajo para los Refugiados de Palestina en el Cercano 

Oriente. Finalmente, el 14 de diciembre de 1950, la Asamblea General de las Naciones 

Unidas aprueba el Estatuto de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Refugiados. El nuevo organismo (ACNUR) entra en funciones el 1 de enero de 

19518.  

A pesar de la multiplicidad de asociaciones que precedieron a la actual ACNUR, cabe 

destacar que, en sus estatutos, si bien se reconoce el derecho a solicitar asilo, no se 

reconoce la obligación de los Estados a concederlo, sino solo a cooperar y trasladar la 

información que se considere oportuna. Véanse el preámbulo y los artículos 35.1 y 35.2 

de dicha convención9: 

 

                                                 
8 ACNUR. El Alto Comisionado para los Refugiados de la Sociedad de Naciones. < http://www.acnur.org/el-

acnur/historia-del-acnur/la-comunidad-internacional-se-hace-cargo-del-problema/> [Consulta: 25 de 

marzo de 2017] 
9 ACNUR. CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADOS Adoptada en Ginebra, 

Suiza, el 28 de julio de 1951 por la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los Refugiados 

y de los Apátridas (Naciones Unidas), convocada por la Asamblea General en su resolución 429 (V), del 

14 de diciembre de 1950. < 
http://www.acnur.org/fileadmin/scripts/doc.php?file=fileadmin/Documentos/BDL/2001/0005> [Consulta: 

25 de marzo de 2017] 

 

http://www.acnur.org/el-acnur/historia-del-acnur/la-comunidad-internacional-se-hace-cargo-del-problema/
http://www.acnur.org/el-acnur/historia-del-acnur/la-comunidad-internacional-se-hace-cargo-del-problema/
http://www.acnur.org/fileadmin/scripts/doc.php?file=fileadmin/Documentos/BDL/2001/0005


 

 

11  

 

2.2.1 El asilo en la Unión Europea  

La política de la Unión Europea en materia de asilo tiene por objeto armonizar los 

procedimientos de asilo de los Estados miembros mediante la instauración de un sistema 

común de asilo, con miras a ofrecer un estatuto apropiado a todo nacional de un tercer 

país que necesite protección internacional y a garantizar el respeto del principio de no 

devolución 10 . No obstante, los objetivos deberán alcanzarse sin que ello entre en 

contradicción con la Convención de Ginebra de 1951 y su Protocolo de 1967.  

Con el Tratado de Ámsterdam (1999) la Unión Europea adquirió nuevas competencias 

para legislar en materia de asilo y con el Tratado de Niza (2001) se concretaron criterios 

y mecanismos para determinar qué Estado miembro revisaría cada solicitud de asilo, entre 

otros. Finalmente, en el Tratado de Lisboa las medidas en materia de asilo pasan a 

considerarse política común de la Unión Europea.  

 

                                                 
10  SY, S (2017) Fichas técnicas sobre la Unión Europea: Política de Asilo. 

<http://www.europarl.europa.eu/ftu/pdf/es/FTU_5.12.2.pdf> [Consulta: 25 de marzo de 2017] 

http://www.europarl.europa.eu/ftu/pdf/es/FTU_5.12.2.pdf
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2.3 La Asylgesetz y la Ley de Asilo: diferencias en su contenido  

2.3.1 Cuestiones generales sobre ambas leyes 

Antes de adentrarnos en el análisis conceptual contrastivo de ambas leyes resumiremos 

su contenido y la distribución de sus disposiciones a lo largo de sendos documentos.  

En la Ley de Asilo Alemana, la información aparece dividida en once Abschnitte 

(secciones), divididas a su vez en Unterabschnitte (subsecciones), y en 90 párrafos que 

se representan con el símbolo § y cuyos subpárrafos se representan con una letra. Véase 

el siguiente ejemplo obtenido del índice de la propia ley: 

 

La Ley de Asilo Española consta de seis Títulos (divididos en capítulos y estos, en 

artículos), ocho Disposiciones Adicionales, dos Transitorias, una Derogatoria y cuatro 

Finales.  

Además de lo relativo a la clasificación de sus partes, otra diferencia evidente entre ambas 

leyes es su longitud: mientras la Ley de Asilo Alemana tiene 46 páginas, la Ley de Asilo 

Española tiene únicamente 24. Como ya se anunció en la introducción, compararemos las 

disposiciones de la Ley de Asilo Española con sus equivalentes en la Ley de Asilo 

Alemana. La comparación versará sobre todos los títulos de la Ley de Asilo Española a 

excepción del título dos, ya que su comparación no tiene cabida en un trabajo de esta 

longitud. A continuación presentamos una tabla en la que se puede observar el orden de 

aparición de las diferentes disposiciones desarrolladas en ambas leyes: 

SECCIÓN 

SUBSECCIÓN 

PÁRRAFO 

SUBPÁRRAFO 
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Contenido 

Parte que lo 

contempla en la 

Ley de Asilo 

Española 

Parte que lo 

contempla en la 

Ley de Asilo 

Alemana 

 

 

Requisitos para la 

concesión de asilo 

Persecución Título I, capítulo I, 

artículo 6. 

Abschnitt 2, 

Unterabschnitt 2, § 

3a. 

Motivos de 

persecución 

Título I, capítulo I, 

artículo 7. 

Abschnitt 2, 

Unterabschnitt 2, § 

3b. 

Agentes de 

persecución y de 

protección 

Título I, capítulo III, 

artículos 13 y 14, 

respectivamente. 

Abschnitt 2, 

Unterabschnitt 2, §§ 

3c y 3d, 

respectivamente. 

Causas de exclusión o denegación de la 

condición de refugiados. 

Título I, capítulo I, 

artículos 8 y 9, 

respectivamente. 

Abschnitt 2, 

Unterabschnitt 2, § 

3. 

 

 

 

La protección 

subsidiaria 

Condiciones 

para la 

concesión de la 

protección 

subsidiaria 

Título I, capítulo II, 

artículo 10. 

 

 

 

Abschnitt 2, 

Unterabschnitt 2, § 

4. Causas de 

exclusión y 

denegación de la 

protección 

subsidiaria 

Título I, capítulo II, 

artículos 11 y 12, 

respectivamente. 

Unidad familiar de 

las personas 

beneficiarias de 

protección 

internacional. 

 

 

Título III 

Abschnitt 4, 

Unterabschnitt 3, § 

26. 

 

Cese y revocación 

de la protección 

internacional 

 

Título IV 

 

Abschnitt 8 

 

Menores y otras personas vulnerables. Título V, artículos 

46-48. 

No hay un apartado 

concreto. 

Intervención de ACNUR Título II, capítulo 

IV, artículos 34 y 

35. 

Abschnitt 3, § 9. 
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2.3.2 Introducción a la ley.  

La primera cuestión en la que difieren la Ley de Asilo Alemana y la española es en el 

papel que cumplen sus respectivos jefes de Estado en su redacción. Si bien entre las 

funciones de ambos se encuentran la promulgación de leyes 11  («Ausferigung und 

Verkündung von Gesetzen12»), solo en el caso de la ley española se da cuenta de esta 

intervención explícitamente: 

 

Difieren, asimismo, en la forma: mientras la introducción de la ley alemana se caracteriza 

por un estilo esquemático y elíptico, la introducción de la ley española está redactada 

como texto corrido.  

Además, en la introducción de la Ley de Asilo Española, se dedican numerosas líneas a 

justificar la redacción de la ley 12/2009 frente a la de 1984 y a mencionar la pertinencia 

de las modificaciones a las que fue sometida, cuestiones todas estas que no se dan en la 

ley alemana. 

Sin embargo, el contenido de la introducción de ambas leyes es muy similar: 

1. En las dos se incluye la fecha de sanción de la ley (26 de junio de 1992 en el caso 

de la ley alemana y 31 de octubre de 2009 en el caso de la española) y su última 

modificación (11 de marzo de 2016 en el caso de la ley alemana y 26 de marzo de 

2014 en el caso de la española). 

2. En ambas se incluyen las directivas europeas que han propiciado los cambios 

legislativos que estas leyes de asilo reflejan. Ambas han tenido en cuenta las 

directivas 2004/83 y 2005/85 de la Comunidad Europea. Sin embargo, la Ley de 

                                                 
11  CASA DE SU MAJESTAD EL REY. Las funciones del jefe del Estado. 

<http://www.casareal.es/ES/corona/Paginas/la-corona-hoy_papel-jefe.aspx> [Consulta: 23 de abril de 

2017] 
12  Der Bundespräsident. Verfassungsrechtliche Grundlage. <http://www.bundespraesident.de/DE/Amt-

und-Aufgaben/Verfassungsrechtliche-Grundlagen/verfassungsrechtliche-grundlagen-

node.html;jsessionid=AD869832D2629210A2FE14D4FE518A5A.2_cid378> [Consulta: 23 de abril de 

2017] 

http://www.casareal.es/ES/corona/Paginas/la-corona-hoy_papel-jefe.aspx
http://www.bundespraesident.de/DE/Amt-und-Aufgaben/Verfassungsrechtliche-Grundlagen/verfassungsrechtliche-grundlagen-node.html;jsessionid=AD869832D2629210A2FE14D4FE518A5A.2_cid378
http://www.bundespraesident.de/DE/Amt-und-Aufgaben/Verfassungsrechtliche-Grundlagen/verfassungsrechtliche-grundlagen-node.html;jsessionid=AD869832D2629210A2FE14D4FE518A5A.2_cid378
http://www.bundespraesident.de/DE/Amt-und-Aufgaben/Verfassungsrechtliche-Grundlagen/verfassungsrechtliche-grundlagen-node.html;jsessionid=AD869832D2629210A2FE14D4FE518A5A.2_cid378
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Asilo Alemana también contempla la directiva 2003/9 y la Ley de Asilo, la 

2003/86. 

3. En ambos documentos se aporta un resumen del contenido de la ley; en el caso de 

la Ley de Asilo Alemana mediante un índice y en el caso de la Ley de Asilo, 

mediante una descripción del contenido de cada título.  

2.3.3 Título Preliminar y Abschnitt 1: Geltungsbereich 

En el Título Preliminar (artículos 1-5) se incluyen las disposiciones generales, en las que 

además de describirse el objeto de la ley y definirse los conceptos «derecho de asilo», 

«condición de refugiado», «protección subsidiaria», también se detallan los derechos que 

garantiza la concesión de asilo o protección subsidiaria.  

En el Abschnitt 1 (párrafo 1), por el contrario, no se encuentran ni la descripción del objeto 

de la ley ni la definición de dichos conceptos, sino que se especifica a quién se aplica esta 

ley («Dieses Gesetz gilt für Ausländer, die Folgendes beantragen»13).  

Aquí se encuentra la primera gran diferencia entre las dos leyes: mientras en la ley 

española la condición de refugiado y la protección subsidiaria se pueden conceder a 

apátridas14, la ley alemana no se aplica a los apátridas («Dieses Gesetz gilt nicht für 

heimatlose Ausländer»15). Asimismo, en la Ley de Asilo Española se especifica que la 

ley se aplica a «nacionales no comunitarios16» mientras que en la alemana solo se habla 

de Ausländer y no de Drittstaatsangehöriger17. 

De la comparación del Título Preliminar de la Ley de Asilo Española y de la sección 

primera de la Ley de Asilo Alemana podemos concluir que la primera es menos ambigua, 

ya que en ella se definen los conceptos sobre los que versan las disposiciones siguientes 

de la ley y se especifica que el asilo se concederá a nacionales no comunitarios, 

                                                 
13 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 4. 

Trad.: Esta ley se aplicará a los extranjeros que soliciten lo siguiente.  
14 El término apátrida designará a toda persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún 

Estado, conforme a su legislación (Ministerio del Interior. Apátridas. 

<http://www.interior.gob.es/web/servicios-al-ciudadano/extranjeria/apatridas> [Consulta: 23 de abril de 

2017]) 
15 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 5. 
16 España. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

BOE, p. 5, art. 2.  
17 «Ausländer» significa «extranjero» y «Drittstaatsangehöriger», «nacional comunitario».  

http://www.interior.gob.es/web/servicios-al-ciudadano/extranjeria/apatridas
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explicación de tamaña relevancia para un potencial solicitante de asilo que desconozca la 

idea de la libre circulación de personas en la Unión Europea.  

2.3.4 Requisitos para la concesión de asilo 

Como se puede observar en la tabla de contenido, los requisitos para la concesión de asilo 

(actos de persecución, motivos de persecución y agentes de persecución y de protección) 

se reflejan en diferentes artículos del título I, mientras que en el caso de la ley alemana se 

reflejan en el Abschnitt 2, Unterabschnitt 2. Los actos de persecución 

(Verfolgungshandlungen) y los motivos de persecución (Verfolgungsgründe) son 

idénticos en ambas leyes.  

Sobre los actos de persecución se afirma que deben ser lo suficientemente graves o 

reiterados en el tiempo como para constituir una «violación grave de los derechos 

fundamentales» y se detallan las formas que podrán revestir estos actos (violencia física 

o psíquica, penas o procesamientos desproporcionados o discriminatorios, penas por 

negativa a prestar servicio militar, etc.). Otra de las formas de persecución la constituyen 

los actos sexuales. Las leyes difieren en la forma de abordar este tipo de persecución: 

mientras en la ley española se habla de «actos de naturaleza sexual que afecten a adultos 

o a niños», en la ley alemana se refieren a «Handlungen, die […] gegen Kinder gerichtet 

sind18». Como podemos observar, en la ley española se incluyen las vulneraciones de los 

derechos de adultos y niños, mientras que en la alemana solo se contemplan los casos que 

afecten a niños.  

Como motivos de persecución se tiene en cuenta la raza, la religión, la nacionalidad, las 

opiniones políticas o la pertenencia a un grupo social determinado. Ambas leyes 

coinciden al apuntar que es indiferente que la persona posea o no la característica que 

suscita la persecución mientras el agente de persecución se la atribuya19.  

Respecto a los agentes de persecución (Akteure, von denen Verfolgung ausgehen kann) y 

los agentes de protección (Akteure, die Schutz bieten können) también se puede afirmar 

                                                 
18 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 6, § 3a. 

Trad.: Actos […] que afecten a niños. 
19 España. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

BOE, p. 7, art. 7 y Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 

de junio de 1992, p. 6, § 3b (2). 
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que las disposiciones son idénticas, exceptuando una explicación adicional que se añade 

en la Ley de Asilo Alemana: tras explicar que solo el Estado y los partidos u 

organizaciones que controlen el Estado o una parte considerable del territorio pueden 

ofrecer protección, se afirma que esto se llevará a cabo siempre y cuando tengan la 

voluntad y la capacidad para ofrecer protección según el párrafo 2 de esa ley («Schutz 

vor Verfolgung kann nur geboten werden [...], sofern sie willens und in der Lage sind, 

Schutz gemäß Absatz 2 zu bieten20.». Asimismo, en la ley alemana no se contempla lo 

dispuesto en el art. 15 acerca de las necesidades de protección internacional surgidas «in 

situ», donde se abordan las causas de la persecución como consecuencias derivadas de 

actos cometidos una vez abandonado el país de origen o el de residencia habitual en caso 

de los apátridas.  

En este fragmento puede concluirse que la Ley de Asilo Española considera un número 

mayor de opciones, ya que también tienen en cuenta los actos sexuales cometidos contra 

adultos. Asimismo, consideramos de gran ambigüedad la disposición acerca de la 

voluntad y la capacidad de los agentes de protección para garantizar protección, ya que 

no se incluye ningún tipo de criterio para medir estas características.  

2.3.5 Causas de exclusión o denegación de la condición de refugiados 

Como se indica en la tabla de contenidos, las causas de exclusión o denegación de la 

condición de refugiados en la Ley de Asilo Española se contemplan en el título I, capítulo 

I, artículos 8 y 9; mientras que en la Ley de Asilo Alemana se contemplan en el Abschnitt 

2, Unterabschnitt 2, § 3. 

Las disposiciones desarrolladas en estos artículos son idénticas en ambas leyes salvo por 

lo especificado en relación con la exclusión de la condición de refugiado en el art. 8 de la 

Ley de Asilo y en el §3 (2) de la Asylgesetz: 

                                                 
20 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 7, § 3d. 
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Como se puede observar en los ejemplos, cada ley entiende de manera distinta los delitos 

que se tendrán en cuenta en el momento de excluir a alguien de la condición de refugiado: 

en la ley española se habla de «delito grave» y se remite al Código Penal y de 

«delincuencia organizada», según lo que se entiende por ella en el apartado cuarto del 

artículo 282 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; sin embargo, la ley alemana solo habla 

de schwere nichtpolitische Straftat (delito grave de naturaleza no política) y, 

especialmente, de grausame Handlung (acto cruel), independientemente de que este 

sirviese para alcanzar un objetivo político concreto.  

Podemos concluir que, en este caso, la Ley de Asilo Española es mucho más detallada 

que la alemana, ya que mientras que en la segunda se habla de actos crueles o delitos 

graves de naturaleza no política, en la primera se remite a la jurisdicción española donde 

se define qué engloban los dos términos usados.  

2.3.6 La protección subsidiaria 

Como ya avanzamos en el apartado 2.3.3, en la Ley de Asilo Española se dedican varias 

líneas a explicar qué es el derecho a asilo y el derecho a protección subsidiaria. Como se 

afirma en el art. 4 del Título Preliminar «El derecho a la protección subsidiaria es el 
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dispensado a las personas de otros países y a los apátridas que, sin reunir los requisitos 

para obtener el asilo o ser reconocidas como refugiadas, pero respecto de las cuales se 

den motivos fundados para creer que si regresasen a su país de origen en el caso de los 

nacionales o, al de su anterior residencia habitual en el caso de los apátridas, se 

enfrentarían a un riesgo real de sufrir alguno de los daños graves previstos en el artículo 

10 de esta Ley, y que no pueden o, a causa de dicho riesgo, no quieren, acogerse a la 

protección del país de que se trate, siempre que no concurra alguno de los supuestos 

mencionados en los artículos 11 y 12 de esta Ley». 

En el Capítulo II del Título I se incluyen las condiciones para la concesión del derecho 

de protección subsidiaria, cuestión que se aborda en el §4 (Subsidiärer Schutz) de la Ley 

de Asilo Alemana. Las disposiciones son idénticas a excepción del apartado en el que se 

habla de las causas de exclusión del derecho de protección subsidiaria, donde la ley 

española vuelve a remitirse al Código Penal español y a la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal y la Ley de Asilo Alemana usa de nuevo el término schwere Straftat, esta vez 

sin hacer referencia a la necesidad de que no tenga naturaleza política ni a que se trate de 

un acto cruel. 

2.3.7 Cese y revocación de la protección internacional 

Como se puede observar en la tabla de contenido, el cese y la revocación de la protección 

internacional se contemplan en el título IV en el caso de la Ley de Asilo Española y en el 

Abschnitt 8 en el caso de la alemana.  

Los motivos para el cese o la revocación de la condición de refugiado son idénticos en 

España y Alemania. En ambas leyes se contemplan como motivos que el interesado así 

lo solicite, que se vuelva a acoger a la protección de su país de nacionalidad y que 

disfruten de protección en un país donde hayan adquirido una nueva nacionalidad, entre 

otros. Sin embargo, se observa una diferencia principal entre la consecuencia derivada 

del cese de estatuto de refugiado: mientras en la ley española se afirma que «El cese en 

la condición de refugiado no impedirá la continuación de la residencia en España 

conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración.21», en el caso 

de la Ley de Asilo Alemana se afirma que «Der Ausländer hat einen 

                                                 
21 España. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

BOE, p. 20, art. 42 (2). 
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Anerkennungsbescheid und einen Reiseausweis unverzüglich bei der Ausländerbehörde 

abzugeben.22».  

 

Respecto al cese de la protección subsidiaria, en la Ley de Asilo Alemana se contempla 

únicamente que el interesado perderá el derecho a protección subsidiaria cuando los 

peligros que contribuyeron a la concesión hayan cesado o cambiado lo suficiente como 

para que ya no exista peligro23, mientras que en la Ley de Asilo Española también se 

contempla la revocación cuando se pruebe que «la persona beneficiaria haya tergiversado 

u omitido hechos, haya usado documentos falsos o constituya un peligro para la seguridad 

de España.24». 

Podemos concluir que respecto al cese y a la revocación de la protección internacional la 

Ley de Asilo Española es más permisiva en cuanto a las consecuencias de dicho cese o 

revocación, pero, al mismo tiempo, contempla un caso más para cesar o revocar la 

protección internacional, lo que la hace más exigente. 

2.3.8 Unidad familiar para personas beneficiarias de protección 

internacional 

Mientras que en la Ley de Asilo Española se dedica el título III entero a esta cuestión, en 

la Ley de Asilo Alemana solo se dedica el § 26.  

La diferencia más destacable en relación con esta cuestión radica en que en España se 

puede solicitar la protección internacional por extensión familiar, es decir, hay personas 

que pueden solicitar protección internacional aunque no se den actos de persecución hacia 

ellos. Asimismo, también se contempla el derecho de reagrupación familiar, que garantiza 

el derecho a que los solicitantes de protección internacional mantengan unida a su familia. 

En la ley alemana no se contemplan ninguno de estos dos conceptos.  

                                                 
22 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 37, § 72 (2). 

Trad.: «El extranjero entregará inmediatamente una notificación de aceptación y un documento de viaje a 

las autoridades competentes en extranjería». 

Trad.: El extranjero deberá entregar inmediatamente a las autoridades en materia de inmigración la 

notificación de aceptación y su documento de viaje.  
23 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 38, § 73b. 
24 España. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

BOE, p. 20, art. 44. 
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Mientras en la Ley de Asilo Española se contempla la concesión de asilo y protección 

subsidiaria por extensión familiar a ascendientes y descendientes de primer grado que 

acrediten dependencia, al cónyuge o persona análoga por relación de afectividad y 

convivencia, a otro adulto responsable de un beneficiario menor y a otros miembros de la 

familia siempre y cuando exista dependencia y convivencia previa en el país de origen; 

en la ley alemana solo se reconoce a la pareja o cónyuge, a los hijos menores del 

beneficiario o a los padres o responsables de un menor solicitante de asilo.  

Asimismo, «las personas refugiadas o beneficiarias de protección internacional podrán 

optar por reagrupar [a las personas antes mencionadas], aun cuando ya se encontrasen en 

España, sin solicitar la extensión del estatuto de que disfruten25». Este supuesto tendrá 

lugar cuando las personas sean de nacionalidad distinta e implicará la concesión de la 

autorización de residencia y de trabajo.  

Como podemos observar, la Ley de Asilo Española contempla casos más variados y 

amplía el número de personas que pueden acogerse por extensión familiar teniendo en 

cuenta las diversas configuraciones familiares que existen en la actualidad.  

2.3.9 Menores y otras personas vulnerables 

El título V de la Ley de Asilo Española se dedica a contemplar las disposiciones relativas 

a la protección de personas vulnerables y, especialmente, de menores. Sin embargo, la 

Ley de Asilo Alemana no dispone ningún artículo concreto al trato de menores ni a sus 

derechos.  

En la Ley de Asilo Española se especifica que «los menores solicitantes de protección 

internacional que hayan sido víctimas de cualquier forma de abuso, negligencia, 

explotación, tortura, trato cruel, inhumano o degradante, o que hayan sido víctimas de 

conflictos armados recibirán la asistencia sanitaria y psicológica adecuada y la asistencia 

cualificada que precisen.26». Asimismo, de los menores no acompañados se harán cargo 

los servicios competentes en esta materia.  

                                                 
25 España. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

BOE, p. 19, art. 41 (1). 
26 España. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

BOE, p. 21, art. 47. 
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En la Ley de Asilo Alemana se contempla que en el proceso de solicitud de asilo, cuando 

uno de los padres no tenga su domicilio en territorio federal o este se desconozca, el otro 

progenitor está autorizado a actuar como representante del menor si se va a adoptar una 

nueva decisión27. Se contempla así mismo que la solicitud de asilo se presentará en la 

oficina federal, entre otros casos, cuando el solicitante sea un menor cuyo representante 

legal no esté obligado a vivir en un centro de acogida28. En otra de las disposiciones sobre 

menores, se afirma que con la solicitud de asilo de según lo dispuesto en § 14 quedan 

también solicitado el asilo para cualquier hijo menor de edad soltero del solicitante que 

en ese momento se encuentre en territorio federal29 y que si el hijo menor soltero del 

extranjero entra en territorio nacional o nace aquí, se deberá demostrar a la oficina federal 

que uno de los progenitores posee una autorización o un permiso de residencia y, una vez 

se enseñe, se considerará la solicitud de asilo del menor como presentada30. Otra de las 

disposiciones más importantes en la Ley de Asilo Alemana respecto a los menores es la 

que afirma que cualquier hijo menor y soltero de una persona a la que se le ha concedido 

asilo y cuya concesión es definitiva e irrevocable tendrá reconocido también su derecho 

a asilo31. Asimismo, a los hermanos menores y solteros de otro menor con derecho asilo 

se les reconocerá este derecho cuando la concesión de asilo del primer menor sea 

definitiva e irrevocable o cuando los hermanos hayan llegado antes de que a su hermano 

le concediesen el derecho a asilo y hayan presentado una solicitud de asilo 

inmediatamente nada más llegar32. Del mismo modo, los hijos menores solteros de una 

persona a la que hayan concedido asilo y esté obligada a vivir en un centro de acogida 

podrán vivir en ese centro sin necesariamente haber solicitado asilo33. 

                                                 
27 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 11, § 12 (3). 
28 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 12, § 14 (2). 
29 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 13, § 14a (1). 
30 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 12, § 14 (2). 

 
31 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 19, § 26 (2). 

 
32 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 18, § 26 (3). 

 
33 Deutschland. Asylgesetz. Bundesministerium der Justiz und für Verbraucherschutz. 26 de junio de 1992, 

p. 28, § 47 (2). 
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En este caso se observa que la Ley de Asilo Alemana es considerablemente más concisa 

que la española, ya que contempla cómo se debe actuar en casos muy diversos.  

2.3.10 La intervención de ACNUR 

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados desempeña un papel 

relevantísimo en ambos países. Como se observa en la tabla de contenido, la Ley de Asilo 

Española describe en sus artículos 34 y 35 (título II, capítulo IV) sus competencias y la 

Ley de Asilo Alemana, en el § 9 (Abschnitt 3). 

Al comparar las dos leyes, se percibe claramente que las funciones del ACNUR en 

España son mucho más amplias.  
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Como se puede observar en las imágenes, no solo las disposiciones, sino también los 

matices son totalmente opuestos en las dos leyes, ya que en la Ley de Asilo Española no 

se pone ningún límite a ACNUR, mientras que en la Ley de Asilo Alemana se usan 

expresiones como «in Einzelfällen», «auf dessen Ersuchen» «dürfen nur übermittelt 

werden, wenn» o «Die Daten dürfen nur zu dem Zweck verwendet werden, zu dem sie 

übermittelt werden»34.  

 

 

 

 

 

  

                                                 
34 Trad.: «en casos concretos», «bajo petición [del ACNUR]», «solo se transmitirán cuando» o «Los datos 

se usarán únicamente para cumplir con la finalidad por la que se transmitieron».  
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3. Propuesta de traducción 

 3.1 Introducción 

Como ya se indicó en la introducción, hemos decidido traducir este apartado teniendo en 

cuenta el interés que sin duda suscitan sus disposiciones para un potencial solicitante de 

asilo.  

Antes de afrontar la traducción de un texto jurídico, debe tenerse en cuenta el escenario 

en el que se enmarca esta traducción. Cabe destacar dos opciones: la traducción jurídica 

interlingüística e intrasistémica y la traducción interlingüística e intersistémica (Holl y 

Elena 2015). La primera se refiere a la traducción de una a otra o varias lenguas en un 

mismo marco legal, mientras que la segunda se refiere a la traducción de una a otra o 

varias lenguas que designan conceptos enmarcados dentro de sistemas jurídicos 

diferentes.  

La tarea traslativa que se aborda en este trabajo constituye un híbrido de ambas 

situaciones, ya que se trata de la traducción de un documento vinculado al sistema legal 

alemán para que lo comprenda un potencial solicitante de asilo hispanohablante, sin que, 

por lo tanto, sea conditio sine que non que la terminología y los conceptos se 

correspondan con los de otro sistema legal, ya que estos conceptos no suelen 

corresponderse al completamente y, de esta forma, pueden generar ambigüedad. La 

terminología es systemgebunden35 (De Groot:1991; Weisflog 1996:47) y, por lo tanto, 

cada término está marcado culturalmente por un sistema legal y las disposiciones o figuras 

que se recogen en la legislación alemana pueden no tener equivalente en otro sistema 

jurídico o esta equivalencia puede ser solo parcial. 

Concluimos, por ende, que la tarea a la que nos enfrentamos es exigente y requiere, como 

avanzamos en la introducción, un conocimiento de los diferentes sistemas legales que 

entran en juego.  

Para enfrentarnos a la traducción aplicamos diferentes estrategias traductoras. No 

podríamos pasar por esta cuestión sin mencionar que «en la comunicación diaria logramos 

clasificar intuitivamente gran cantidad de textos adscribiéndolos a una determinada clase 

                                                 
35 Trad.: vinculado a un sistema 
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textual» (Elena 2008). Sin embargo, aunque esta clasificación puede ser espontánea, 

también es un medio a través del cual se pretende ordenar o estructurar el conocimiento 

acerca del texto. En este contexto es donde se enmarcan los conceptos de clase y tipo 

textual (Elena 2006b). Antes de traducir el texto, usamos el modelo de análisis 

multidimensional desarrollada por autores como Ciapuscio (2002, 2003) y Elena (2006b, 

2008) para un primer acercamiento. En este modelo se incluyen cuatro niveles de acceso 

al texto: 

1. Nivel funcional: ¿para qué se produce el texto? 

Ambos textos se redactan para regular el derecho de asilo en sendos países. Su producción 

escrita y su publicación accesible para el ciudadano responde a la necesidad de cumplir 

con el principio de publicidad de las normas, recogido en el art. 9 de la Constitución de 

1978, por ejemplo. 

2. Nivel situacional: ¿quién lo produce, para quién, dónde, cuándo? 

Ambas leyes se dirigen tanto a los poderes públicos como a los ciudadanos españoles y 

alemanes y se producen y aprueban en los parlamentos de cada país.  

La Ley de Asilo Alemana se aprueba el 16 de junio de 1982 y se modifica por última vez 

11 de marzo de 2016 en Alemania. La Ley de Asilo Española se aprueba el 30 de octubre 

de 2009 y se modifica por última vez el 26 de marzo de 2014 en España.  

3. Nivel temático: ¿qué contiene el texto y cómo lo refleja macrotextualmente? 

Ambas leyes contienen las diferentes disposiciones por las que se regulará la concesión y 

cese del derecho de asilo y a protección subsidiaria y todos los trámites que de ellos 

derivan.  

En la Ley de Asilo Alemana, la información aparece dividida en once Abschnitte 

(secciones), divididas a su vez en Unterabschnitte (subsecciones), y en 90 párrafos que 

se representan con el símbolo § y cuyos subpárrafos se representan con una letra. La Ley 

de Asilo Española consta de seis Títulos (divididos en capítulos y estos, en artículos), 

ocho Disposiciones Adicionales, dos Transitorias, una Derogatoria y cuatro Finales. 

4. Nivel formal-gramatical: ¿qué medios lingüísticos y formales se emplean? 
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Para abordar este nivel debemos adelantar que en esta clasificación también se incluyen 

«secuencias», unidades modélicas de prototipos abstractos construidos a partir de 

propiedades características de cada categoría. Diferenciamos cuatro tipos de secuencias 

(Holl 2010): secuencia narrativa, descriptiva, expositiva y funcional.  

Si bien es cierto que en la mayor parte de ambos textos está formada por secuencias 

instruccionales (cuya idea subyacente es la de transmitir normas mediante el uso de 

verbos en imperativo y modales), también encontramos secuencias narrativas 

(especialmente en el Preámbulo de la Ley de Asilo Española, donde se narra su historia). 

Hemos usado tres estrategias principalmente para abordar la traducción: mantener la 

misma estructura formal en el texto; dado su carácter informativo (según el encargo de 

traducción ficticio que hemos considerado para este trabajo), optamos por la 

domesticación frente a la extranjerización y el uso de notas al pie de página de carácter 

informativo; y, como norma general, hemos reflejado el carácter instructivo del texto 

origen usando el futuro simple de indicativo. Por ejemplo: «Einem Ausländer, der um 

Asyl nachsucht, ist zur Durchführung des Asylverfahrens der Aufenthalt im Bundesgebiet 

ab Ausstellung des Aunkunftsnachweises gemäß § 63a Absatz 1 gestattet 

(Aufenthaltsgestattung)» lo hemos traducido como «Una vez expedido la acreditación de 

llegada según el § 63a apartado 1 todo extranjero que solicite asilo tendrá consentimiento 

para residir en territorio federal (consentimiento de residencia) para llevar a cabo el 

procedimiento de solicitud de asilo». 

En cuanto a la forma, para diferenciar la traducción del texto del trabajo, usaremos un 

formato de letra diferente (Calibri). Los comentarios sobre nuestra propuesta de 

traducción irán en nota a pie de página para facilitar la fluidez en la lectura. Los 

comentarios de carácter informativo para el solicitante de asilo irán al final del texto.  
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3.2 Traducción del Abschnitt 6: Recht des Aufenthalts während 

des Asylverfahrens 

Apartado 6 

Derecho de residencia durante el procedimiento de asilo 

§ 55 Consentimiento de residencia36 i 

(1) Una vez expedida la acreditación de llegada según el § 63a apartado 1, todo 

extranjero que solicite asilo tendrá consentimiento para residir en territorio 

federal (consentimiento de residencia) con el fin de llevar a cabo el 

procedimiento de solicitud de asilo. No tendrá derecho a residir en un estado o 

lugar concreto. De no expedirse la acreditación de llegada, el consentimiento de 

residencia derivará de la presentación de la solicitud de asilo.  

(2) La exención de requisitos del permiso de residencia, el permiso de residencia de 

duración global de hasta seis meses, así como los efectos recogidos en el § 81, 

apartados 3 y 4 de la Ley de Residencia Alemana37 derivados de la solicitud para 

la concesión del permiso de residencia pierden su validez una vez presentada la 

solicitud de asilo. El § 81 apartado 4 de la Ley de Residencia Alemana seguirá 

siendo de aplicación cuando el extranjero posea un permiso de residencia de 

una duración global de más de seis meses y haya solicitado su prolongación. 

(3) Mientras la adquisición o ejercicio de un derecho o privilegio dependa de la 

duración de la residencia en territorio federal, solo se tendrá en cuenta el 

tiempo de residencia según el aparatado 1 cuando al beneficiario de asilo se le 

                                                 
36 Se ha optado por «consentimiento de residencia», dado que el Aufenthaltsgestattung es un consentimiento 

específico que se da a los solicitantes de asilo para residir en Alemania mientras dure el proceso de solicitud 

para garantizar su cobertura sanitaria y alojamiento (véase el siguiente enlace consultado el 6 de mayo de 

2017: 

http://www.bamf.de/DE/Infothek/FragenAntworten/AnkunftsnachweisAsylsuchende/ankunftsnachweis-

asylsuchende-node.html). De haber optado por «permiso de residencia» se habría generado una 

ambigüedad, ya que en el sistema jurídico español el permiso de residencia no solo se concede a solicitantes 

de asilo y, por lo tanto, no son permisos equivalentes (véase el siguiente enlace consultado el 6 de mayo de 

2017: http://www.informajoven.org/info/derechos/h_3_9_2.asp).  
37 «Los nombres de las leyes, tratados, decretos, etc., se escriben con inicial mayúscula en todos los 

sustantivos, verbos y adjetivos». FUNDEU. <http://www.fundeu.es/consulta/leyes-tratados-y-decretos-

138/> [Consulta: 13 de mayo de 2017] 

http://www.informajoven.org/info/derechos/h_3_9_2.asp
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reconozca esta condición o la de protección internacional según el § 1 apartado 

1 número 2.  

§ 56 Limitación territorial 

(1) El consentimiento de residencia está limitado al distrito de la oficina de 

extranjería en el que esté situado el centro de acogida competente. 

(2) Cuando el extranjero deba establecer su residencia en el distrito de una oficina 

de extranjería distinta, el consentimiento de residencia estará limitado a dicho 

distrito. 

§ 57 Abandono de la zona de residencia del centro de acogida 

(1) La oficina federal puede autorizar a un extranjero que está obligado a residir en 

un centro de acogida a abandonar temporalmente el territorio autorizado por el 

consentimiento de residencia si se dan razones imperiosas que así lo requieran. 

(2) Para acudir a citas con apoderados, con el Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Refugiados o con otras organizaciones que asistan a refugiados, 

el permiso ha de ser expedido inmediatamente.  

(3) El extranjero no necesitará permiso expreso38 para acudir a citas en instituciones 

o juzgados ante los que debe comparecer personalmente. Deberá informar 

sobre estas citas al centro de acogida y a la oficina federal. 

§ 58 Abandono de la zona de residencia asignada 

(1) Las autoridades en materia de inmigración podrán autorizar a un extranjero que 

no esté o ya no esté obligado a residir en un centro de acogida a abandonar 

temporalmente el territorio de aplicación de su consentimiento de residencia o 

a residir en el distrito de otra autoridad en materia de inmigración. Se otorgará 

este permiso cuando sea de interés público de primer orden, cuando se den 

razones imperiosas que así lo requieran o cuando la concesión del permiso no 

implique dificultades excepcionalmente gravosas. Por norma general, el permiso 

                                                 
38 Si bien en el original solo dice «ohne Erlaubnis», hemos decidido añadir el adjetivo «expreso» porque 

entendemos que es ambiguo decir que no necesitan permiso para ir. Evidentemente, si ley los autoriza a ir 

es porque les da permiso. La única diferencia es que ese permiso ya está concedido de antemano y no hace 

falta ir a solicitarlo.  
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se otorgará cuando se tenga que ejercer una actividad laboral según el § 61 

apartado 2 o cuando sea necesario para acudir al colegio, cursar Formación 

Profesional, seguir formándose o cursar un grado en una universidad estatal o 

reconocida estatalmente o en cualquier otra institución educativa equiparable. 

La concesión del permiso requiere del visto bueno de la autoridad en materia de 

inmigración del distrito en el que se concedió la residencia.  

(2) Para acudir a citas con apoderados, con el Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Refugiados o con otras organizaciones que asistan a refugiados, 

el permiso ha de concederse.  

(3) El extranjero no necesitará permiso expreso para acudir a citas con 

representantes de las instituciones o de los juzgados, ante los que debe 

comparecer personalmente. 

(4) El extranjero podrá abandonar temporalmente el territorio de aplicación de su 

consentimiento de residencia sin permiso expreso cuando un juzgado haya 

obligado a la oficina federal a concederle asilo o protección internacional según 

el § 1 apartado 1 número 2 o cuando se cumplan los requisitos del § 60 apartado 

5 o 7 de la Ley de Residencia Alemanaiii, incluso si la decisión aún no es definitiva. 

La frase 1 se aplicará para los correspondientes familiares según § 26 apartados 

1-3. 

(5) La autoridad en materia de extranjería de una región o de una ciudad 

perteneciente a dicha región puede conceder un permiso general al extranjero 

para autorizarle a residir en toda la región temporalmente.  

(6) Teniendo en cuenta las circunstancias locales, los gobiernos federales podrán 

acordar por decreto que los extranjeros residan temporalmente sin permiso 

expreso en un lugar en el que haya varias autoridades en materia de inmigración, 

en el estado o, siempre y cuando haya consenso entre los gobiernos federales 

correspondientes, en territorio de otro estado federal.  

§ 59 Aplicación de la limitación territorial 

(1) Cuando sea necesario, la obligación de abandono según el § 12 apartado 3 de la 

Ley de Residencia Alemana puede aplicarse también sin medidas coercitivas 

inmediatas. El itinerario y los medios de transporte deben acordarse. 
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(2) Se detendrá al extranjero y se pondrá bajo arresto por orden judicial para aplicar 

la obligación de abandono cuando no esté garantizada la voluntad de cumplirla, 

así como en los casos contemplados en § 59a apartado 2, o cuando su aplicación 

presente dificultades o peligros.  

(3) La aplicación de las medidas desarrolladas en los apartados 1 y 2 será 

competencia de 

1. la policía de los diferentes estados federados, 

2. las autoridades de fronteras en las que el extranjero solicite asilo, 

3. las autoridades en materia de inmigración en cuyo distrito resida el 

extranjero, 

4. el centro de acogida en el que el extranjero se registre 

5. y el centro de acogida en el que ha residido el extranjero 

§ 59a Cese de la limitación territorial 

(1) La limitación territorial cesará según § 56 cuando el extranjero lleve residiendo 

tres meses ininterrumpidamente y con autorización en territorio federal. No 

obstante lo dispuesto en el apartado 1, la limitación territorial no cesará 

mientras persista la obligación del extranjero de vivir en un centro de acogida. 

(2) Las limitaciones territoriales seguirán vigentes tras el cese del consentimiento de 

residencia hasta que estas se anulen, a más tardar hasta el momento dispuesto 

en el párrafo 1.  No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las limitaciones 

territoriales cesarán cuando se autorice la residencia según el § 25 o cuando se 

otorgue el permiso de residencia. 

§ 59b Orden de limitación territorial 

(1) Independientemente de lo dispuesto en § 59a apartado 1, las autoridades en 

materia de inmigración podrán ordenar una limitación territorial del 

consentimiento de residencia en los siguientes casos: 

1. Cuando el extranjero haya sido condenado en firme debido a un delito, 

exceptuando los delitos cuyo hecho constitutivo solo pueda darse para los 

extranjeros; 
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2. cuando los hechos prueban que el extranjero ha actuado en contra de las 

disposiciones de la Ley de Estupefacientes Alemanaiv;  

3. y cuando se vayan a tomar medidas para poner fin a la estancia del 

extranjero. 

(2) Se aplicarán los §§ 56, 58 y 59a apartado 2. 

§ 60 Restricciones 

(1) Si el extranjero ya no está obligado a vivir en un centro de acogida y su 

subsistencia no está garantizada (§ 2 apartado 3 de la Ley de Residencia 

Alemana), tendrá que establecer su residencia habitual en el lugar determinado 

en la decisión de distribución según el § 40 apartado 4 (obligación de residencia). 

En caso de distribución transnacional, la obligación de residencia quedará 

supeditada al lugar de residencia resultante según el § 2. El extranjero no 

necesitará permiso expreso para abandonar temporalmente el lugar 

especificado en la obligación de residencia. 

(2) Si el extranjero ya no está obligado a vivir en un centro de acogida y su 

subsistencia no está garantizada (§ 2 apartado 3 de la Ley de Residencia 

Alemana), podrá exigírsele  

1. que viva en un determinado municipio, una determinada vivienda o 

alojamiento; 

2. que se mude a un determinado municipio, a una determinada vivienda o a 

un determinado alojamiento; 

3. o que establezca su residencia habitual, su vivienda o su alojamiento en el 

distrito de una autoridad de extranjería distinta del mismo estado federado. 

Se requerirá al extranjero que compadezca en los casos contemplados en la frase 1 

número 2 cuando haya vivido en el municipio, la vivienda o el alojamiento durante más 

de seis meses. La comparecencia se considerará efectuada cuando el extranjero o su 

representante legal hayan tenido la oportunidad, en el plazo de dos semanas, de 

pronunciarse acerca del alojamiento previsto. La comparecencia no tendrá lugar cuando 

la obstaculice un interés público de primer orden. 
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(3)  La autoridad regional competente según el § 50 será responsable de tomar las 

medidas oportunas según el párrafo 1 frase 1. La obligación de residencia se 

relacionará con la decisión de adjudicación según el § 50. La autoridad regional 

competente según el § 51 apartado 2 frase 2 será responsable de tomar las 

medidas oportunas según el apartado 1 frase 2. La obligación de residencia se 

relacionará con la decisión de distribución según el § 51 párrafo 2 frase 2.  La 

autoridad en materia de inmigración en cuyo distrito se encuentre el municipio 

o vivienda será responsable de las decisiones según el apartado 2.  

§ 61 Actividad laboral 

(1) Mientras dure la obligación de residir en un centro de acogida, el extranjero no 

podrá llevar a cabo actividad laboral alguna. 

(2) Sin embargo, se podrá autorizar al solicitante de asilo que haya vivido desde hace 

tres meses legalmente en territorio federal, no obstante lo dispuesto en el § 4 

apartado 3 de la Ley de Residencia Alemana, a llevar a cabo alguna actividad 

laboral cuando la Agencia Federal de Empleov lo haya consentido o cuando se 

reconozca por decreto que el ejercicio de dicha actividad está permitida sin 

permiso de la Agencia Federal de Empleo. Se tendrá en cuenta una residencia 

previa de larga duración o legal para el periodo de tiempo descrito en la frase 1. 

Serán de aplicación los § § 39, 40 apartado 1 número 1 y apartado 2 y los § § 41 

y 42 de la Ley de Residencia Alemana. Durante el proceso de concesión de asilo 

no se concederá permiso laboral a ningún extranjero procedente de un país 

seguro que haya solicitado asilo a partir del 31 de agosto de 2015 según el § 29ª. 

§ 62 Reconocimiento médico 

(1) Los extranjeros que hayan tenido que residir en un centro de acogida o en un 

local de habitación colectivo estarán obligados a someterse a una exploración 

para descubrir posibles enfermedades contagiosas que incluirá una radiografía 

para evaluar el sistema respiratorio. La máxima autoridad estatal en materia de 

salud o un organismo designado por esta definirá el tipo de exploración y el 

médico que la llevará a cabo.  
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(2) Se informará del resultado de la exploración a la autoridad responsable del 

alojamiento del extranjero. Si tras el resultado de la exploración se sospecha o 

se puede afirmar que el extranjero padece una Enfermedad de Declaración 

Obligatoria según el § 6 de la Ley de Protección Contra Infecciones Alemanavi o 

una infección por germen patógeno según el § 7 de la Ley de Protección Contra 

Infecciones Alemana, deberá informarse también a la oficina federal.  

§ 63 Certificado sobre el consentimiento de residencia 

(1) Si el extranjero no posee permiso de residencia, en el plazo de tres días laborales 

tras la presentación de la solicitud de asilo se le expedirá un certificado sellado 

con sus datos personales y una fotografía suya sobre el consentimiento de 

residencia.  De darse lo dispuesto en el apartado 3 frase 2, cuando el extranjero 

presente la solicitud de asilo deberá solicitar a la autoridad en materia de 

inmigración competente, dentro del plazo contemplado en la frase 1, la 

expedición de un certificado sobre el consentimiento de residencia.  

(2) Es conveniente limitar el tiempo de validez del certificado. Mientras el extranjero 

esté obligado a residir en un centro de acogida, el plazo ascenderá, como 

máximo, a tres meses y en los demás casos, a un máximo de seis meses. 

(3) La oficina federal será la responsable de expedir este certificado siempre que el 

extranjero esté obligado a residir en un centro de acogida. Por lo demás, la 

autoridad de extranjería competente será aquella a cuyo distrito se limite el 

consentimiento de residencia o en cuyo distrito tenga que establecer su 

residencia el extranjero. Las demás autoridades de que se disponga podrán 

contemplar el resto de obligaciones y cambios sobre la limitación territorial, así 

como otras disposiciones (§ 59b). 

(4) El certificado se retirará cuando el consentimiento de residencia haya cesado. 

(5) El certificado contendrá los siguientes datos: 

1. fecha de expedición de la acreditación de llegada según el § 63a apartado 1 

frase 1 número 12 

2. y fecha de presentación de la solicitud de asilo. 

Para lo demás se aplicará el § 78a párrafo 5 de la Ley de Residencia Alemana.  
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§ 63a Certificado sobre la inscripción como solicitante de asilo 

(1) Se expedirá inmediatamente la acreditación de llegada39 a los extranjeros que 

hayan solicitado asilo y que se haya identificado según las disposiciones de la Ley 

de Asilo Alemana o de la Ley de Residencia Alemana, pero que todavía no hayan 

presentado ninguna solicitud. En este documento se incluirán los siguientes 

datos de forma visible: 

1. Nombre y apellido(s)40, 

2. apellido de soltero, 

3. foto de carnet, 

4. fecha de nacimiento, 

5. lugar de nacimiento, 

6. abreviación de su nacionalidad, 

7. sexo, 

8. altura y color de los ojos, 

9. centro de acogida responsable, 

10. número de serie de la acreditación de llegadavii, 

11. autoridad expedidora, 

12. fecha de expedición, 

13. firma del titular, 

14. periodo de validez, 

15. información sobre ampliación, 

16.  número de la autoridad de registro (número AZR), 

17. formulario para rellenar con los nombres y apellidos de los menores y 

adolescentes acompañados, 

18. declaración en la que se afirma que los datos se corresponden con los del 

titular, 

                                                 
39 En el original, antes del término Ankunftsnachweis se hacía una descripción en forma de aposición de ese 

documento (Bescheinigung über die Meldung als Asylsuchender). Nosotros, dado que ya hemos incluido 

una nota al final explicando de qué tipo de certificado se trata, hemos decidido obviar esta explicación. 

Además, consideramos que esta explicación debería haberse incluido anteriormente, ya que se trata de un 

término que aparece en numerosas ocasiones a lo largo del texto.  
40 Hemos decidido poner la “s” del plural entre paréntesis porque que el potencial lector de este documento 

sea hispanohablante no necesariamente significa que vaya a tener dos apellidos como las personas nacidas 

en España.  



 

 

36  

19. declaración en la que se afirma que el extranjero no necesitará identificarse 

con este certificado, 

20. zona de lectura óptica 

21. y código de barras. 

La zona de lectura automática incluirá los datos enumerados en la frase 2 número 1, 4, 

6, 7, 10 y 14; la abreviatura “MED”; dígitos de control; y espacios en blanco.  El código 

de barras generado automáticamente incluirá los datos enumerados en la frase 3, la 

firma digital y el número de la acreditación de llegada. Si en el momento de la expedición 

de este el niño tiene los diez años cumplidos, él mismo podrá firmar.  

(2) Según el apartado 1, el certificado tendrá un periodo de validez de 6 meses como 

máximo. Se podrá ampliar excepcionalmente por un periodo máximo de tres 

meses si 

1. no se ha fijado fecha para que el extranjero acuda a la oficina federal según 

el § 23 párrafo 1 antes de que el periodo dispuesto en la frase 1 o el periodo 

ampliado caduquen; 

2. la fecha fijada para que el extranjero acuda a la oficina federal según el § 23 

apartado 1 tiene lugar fuera del periodo dispuesto en la frase 1 el periodo 

ampliado; 

3. o el extranjero no puede acudir a la cita por motivos que no se le pueden 

imputar. 

(3) Siempre y cuando la oficina federal asignada al centro de acogida no haya 

identificado al extranjero o no haya procesado sus datos personales, será el 

centro de acogida que se haya asignado al extranjero el responsable de expedir, 

modificar, dirigir y prolongar un certificado según el apartado 1. Si el extranjero 

ya no está obligado a residir en un centro de acogida, la autoridad en materia de 

inmigración en cuyo distrito tenga que residir o establecer su domicilio el 

extranjero será la responsable de prolongar el certificado. De no darse esta 

obligación, la autoridad de extranjería responsable será aquella en cuyo distrito 

resida el extranjero. 

(4) El certificado recogido en el apartado 1 tendrá validez hasta que finalice el plazo 

dispuesto en el apartado 2 frase 1, hasta que finalice el plazo prorrogado según 
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el apartado 2 frase 2, hasta que se expida el certificado sobre el consentimiento 

de residencia según el § 63 o hasta que caduque el consentimiento de residencia 

según el § 67. Cuando se expida el certificado sobre el consentimiento de 

residencia se retirará el certificado especificado en el apartado 1. La autoridad 

expedidora del certificado sobre el consentimiento de residencia será la 

responsable de retirarlo. 

(5) El centro de acogida responsable, la oficina federal o la autoridad de extranjería 

podrán exigir al titular lo siguiente41:  

1. que presente su acreditación de llegada cuando el registro no sea correcto; 

2. que entregue su acreditación de llegada cuando reciba una acreditación de 

llegada o un consentimiento de residencia nuevos; 

3. que denuncie la pérdida de su acreditación de llegada y, en caso de 

recuperarlo, que lo presente; 

4. y que entregue su acreditación de llegada si no autoriza que se verifique su 

identidad correctamente o si la modifica sin autorización. 

§ 64 Obligación de identificación 

(1) Durante el proceso de solicitud de asilo, bastará con que el extranjero muestre 

el certificado sobre el consentimiento de residencia en caso de tener que 

identificarse. 

(2) El certificado no autoriza para cruzar la frontera. 

§ 65 Entrega del pasaporte 

(1) Al extranjero se le hará entrega de un pasaporte o un documento equivalente 

tras presentar la solicitud de asilo siempre que no sea necesario para continuar 

con el procedimiento de asilo y el extranjero posea un permiso de residencia o 

la autoridad en materia de inmigración, según lo dispuesto en otras leyes, le 

conceda un permiso de residencia.  

                                                 
41  Para mantener los aspectos formales del texto (en este caso, la lista) se ha tenido que modificar 

ligeramente la lógica de la oración, ya que si poníamos al titular como sujeto no podíamos mantener sus 

obligaciones en forma de lista.  
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(2) Se le hará entrega del pasaporte al extranjero de forma temporal, cuando este 

se requiera en los casos dispuesto en el § 58 apartado 1 para viajar o cuando sea 

necesario para prolongar la validez o el proceso de salida. Tras la pérdida de 

vigencia de la limitación territorial (§ 59a), para viajar se aplicará lo dispuesto en 

la frase 1.  

§ 66 Comunicación del lugar de estancia 

(1) El extranjero podrá aparecer en el Registro Central de Extranjeros o en los 

medios de búsqueda de desaparecidos de la policía cuando se desconozca su 

lugar de residencia y, además: 

1. cuando no haya ingresado en el plazo de una semana en el centro de acogida 

reasignado; 

2. cuando haya abandonado el centro de acogida y no haya vuelto en el plazo 

de una semana; 

3. cuando no haya efectuado, en el plazo de una semana, lo indicado en el 

decreto de adjudicación según el § 60 apartado 2 frase 1; 

4. o cuando no se pueda contactar con él en la dirección facilitada o en la 

dirección del alojamiento en el que tiene que establecer su residencia. 

Las condiciones previstas en 4 se cumplirán cuando el extranjero no haya recibido el 

aviso en su dirección en el plazo de dos semanas. 

(2) El centro de acogida, la autoridad en materia de inmigración en cuyo distrito 

deba vivir o tener su domicilio el extranjero y la oficina federal serán 

responsables de establecer la comunicación. La comunicación solo podrán 

llevarla a cabo las personas autorizadas. 

§ 67 Cese del consentimiento de residencia 

(1) El consentimiento de residencia cesará 

1. cuando el extranjero haya sido deportado según el § 18 apartados 2 y 3; 

2. cuando el extranjero, pasadas dos semanas de la expedición de su 

acreditación de llegada, no haya presentado la solicitud de asilo; 
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3. en caso de retirada de la solicitud de asilo con información de la decisión de 

la oficina federal; 

4. cuando se entienda según esta ley o según el § 60 apartado 9 de la Ley de 

Residencia Alemana que debe darse orden de expulsión; 

5. cuando se ejecute una orden de expulsión según el § 34a; 

5a. con la notificación de una orden de expulsión según § 58a de la Ley de 

Residencia Alemana; 

6. o, por lo demás, cuando la decisión de la oficina federal sea definitiva. 

De darse en los casos previstos en el § 23 apartado 1 que la cita del extranjero en la 

oficina federal tiene lugar en el plazo previsto en la frase 1 número 2, entonces el 

consentimiento de residencia caducará si el extranjero no presenta la solicitud de asilo 

antes de esta cita. 

(2) El consentimiento de residencia recuperará su validez si 

1. se retoma el proceso dispuesto en § 33 apartado 5 frase 1  

2. o si el extranjero presenta la solicitud de asilo una vez concluido el plazo 

previsto en el apartado 1 frase 1 número 2 o frase 2. 

Notas para el lector: 

i «Consentimiento de residencia» es la palabra por la que se ha optado para traducir el 

término Aufenthaltsgestattung, que es un permiso de residencia que se concede 

únicamente a solicitantes de asilo mientras esté tramitándose la solicitud de asilo; es decir, 

no debe confundirse con un permiso de residencia definitivo, que le darán, por ejemplo, 

si su solicitud de asilo se admite.   

ii  «Acreditación de llegada» es la palabra por la que se ha optado para traducir el término 

Ankuftsnachweis, que es un documento que certifica el registro del solicitante de asilo en 

Alemania y, al mismo tiempo, le autoriza para recibir alojamiento, manutención y 

servicios sanitarios.  

iii La Ley de Residencia Alemana (Aufenthaltsgesetz) puede consultarse en el siguiente 

enlace: https://www.gesetze-im-internet.de/aufenthg_2004/BJNR195010004.html.  

iv La Ley de Estupefacientes Alemana (Betäubungsmittelgesetz) puede consultarse en el 

siguiente enlace: https://www.gesetze-im-internet.de/btmg_1981/. 

https://www.gesetze-im-internet.de/aufenthg_2004/BJNR195010004.html
https://www.gesetze-im-internet.de/btmg_1981/
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v «Agencia Federal de Empleo» es la traducción por la que se ha optado para 

Bundesagentur für Arbeit 

vi La Ley de Protección contra Infecciones Alemana (Infektionsschutzgesetz) puede 

consultarse en el siguiente enlace: https://www.gesetze-im-

internet.de/bundesrecht/ifsg/gesamt.pdf.  

vii Este número se conoce en Alemania como AKN-Nummer y es, simplemente, el número 

de identificación que aparece en la acreditación de llegada (Ankunftsnachweis).  

https://www.gesetze-im-internet.de/bundesrecht/ifsg/gesamt.pdf
https://www.gesetze-im-internet.de/bundesrecht/ifsg/gesamt.pdf
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4. Conclusiones 

Tradurre il diritto vuol dire trasporre un testo da una lingua, da una cultura, e da una 

cultura giuridica ad un’altra. Tradurre il diritto vuol dire risolvere un problema. I giuristi 

operano risolvendo problemi, così come i linguisti applicati, per non parlare dei traduttori. 

Risolvere il problema vuol dire partire da un testo, interpretarlo e poi agire di 

conseguenza42. 

Como bien señalamos en la introducción, el presente trabajo tenía un doble objetivo: por 

una parte, dilucidar a través de un análisis conceptual las diferencias entre la Ley de Asilo 

Alemana y la Ley de Asilo Española; por otra, establecer estrategias de traducción a partir 

del análisis conceptual y aplicarlas en la traducción del alemán al español de uno de los 

fragmentos de la Ley de Asilo Alemana. 

Asimismo, partíamos de dos hipótesis íntimamente relacionadas entre ellas: por una parte, 

suponíamos que el contenido de ambas leyes sería parecido, ya que las dos emanan de 

legislación de la Unión Europea; por otra parte, y como consecuencia, la traducción al 

español no presentaría dificultades conceptuales destacables, ya que la Ley de Asilo 

Española actuaría como un texto paralelo idóneo.  

En cuanto a la primera hipótesis, se puede concluir que se corresponde solo parcialmente 

con la realidad, ya que, si bien muchas de las disposiciones de las dos leyes son idénticas, 

hay cuestiones de extrema relevancia en las que difieren: 

1. Por una parte, la Ley de Asilo Española es considerablemente más concisa que la 

Ley de Asilo Alemana. Prueba de ello es que la primera se remite a la legislación 

ordinaria española para concretar algunos aspectos, como los delitos que se 

tendrán en cuenta para excluir a alguien de la protección subsidiaria o de la 

condición de refugiado (donde se remite al Código Penal y a la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal). Asimismo, en España se puede solicitar la protección 

internacional por extensión familiar y se contempla el derecho de reagrupación 

familiar, conceptos ambos indispensables en el Derecho Internacional, que, sin 

embargo, no se incluyen en la Ley de Asilo Alemana. Otro ejemplo de su 

                                                 
42 Trad.: Traducir el derecho implica traspasar un texto de una lengua, una cultura y una cultura jurídica a 

otra. Traducir el derecho implica resolver un problema. Los juristas operan resolviendo problemas, así 

como los lingüistas aplicados, por no hablar de los traductores. Resolver un problema implica partir de un 

texto, interpretarlo, y actuar en consecuencia.  
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concisión es que en la Ley de Asilo Española se especifica que la ley no se aplicará 

a «nacionales comunitarios», mientras que en la Ley de Asilo Alemana solo se 

habla de extranjeros. Desde que existe la libre circulación de personas en la Unión 

Europea, es importante diferenciar entre extranjeros y nacionales comunitarios. 

España hubo de modificar su constitución tras el Tratado de Maastricht para 

permitir que cualquier nacional comunitario pudiese elegir y ser elegido en las 

elecciones municipales del país donde viviera43.  

2. Asimismo, la Ley de Asilo Española está más actualizada, ya que sus 

disposiciones se adecuan mejor a la realidad actual. Ejemplo de ello es que para 

garantizar que se cumplan los dos derechos que acabamos de mencionar, la Ley 

de Asilo Española no solo tiene en cuenta a ascendientes y descendientes de 

primer grado que acrediten dependencia, sino también al cónyuge o persona 

análoga por relación de afectividad y convivencia, a otro adulto responsable de un 

beneficiario menor y a otros miembros de la familiar siempre y cuando exista 

dependencia y convivencia previa en el país de origen, lo que permite tener en 

cuenta las variadísimas configuraciones familiares existentes en la realidad. Otro 

ejemplo del carácter más progresista de la Ley de Asilo Española es que cuando 

se contemplan los diferentes actos de persecución, se tiene en cuenta la 

persecución sexual a niños, pero también a adultos; al contrario que la alemana, 

que solo considera víctimas de esta persecución a los niños. Cabe destacar que la 

Ley de Asilo Española se aplica también a los apátridas, mientras que la Ley de 

Asilo Alemana, no.  

3. La Ley de Asilo española tiene un carácter mucho más informativo, ya que incluye 

en su Título Preliminar la definición de «derecho de asilo», «condición de 

refugiado», «protección subsidiaria» y en su preámbulo aborda el contexto 

histórico en el que se aprobó esta ley y menciona brevemente las anteriores. 

Además, en la Ley de Asilo Española se incluye un resumen por Títulos, que solo 

encuentra su correspondencia en forma de índice en la ley alemana.  

4. Finalmente, y como ya hemos mencionado al principio del trabajo, las leyes 

difieren también en cuestiones formales, como la longitud (46 páginas de la 

alemana frente a 24 de la española), el estilo (estilo elíptico de la alemana frente 

                                                 
43  “Primera Reforma Constitucional (1992)” en Constitución española. 

<http://www.congreso.es/consti/constitucion/reforma/primera_reforma.htm> [Consulta: 16 de junio de 

2017] 

http://www.congreso.es/consti/constitucion/reforma/primera_reforma.htm
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a texto corrido en la española) y en la referencia a la promulgación del jefe del 

Estado (que solo se incluye en la Ley de Asilo Española).  

Por todos los motivos antes mencionados (sin tener en cuenta la legislación ordinaria de 

cada país y las diferentes normas que concretan lo dispuesto en estas leyes), diríamos que, 

sin duda alguna, recomendaríamos España como país para solicitar asilo.  

En contra de lo que establecimos en nuestra segunda hipótesis, la Ley de Asilo Española 

no fue tan importante como creíamos y la dificultad de la traducción no se redujo por 

contar con la versión española; ha sido más bien la comparación conceptual previa de 

ambas leyes lo que nos ha permitido llevar a cabo la actividad traductora con diligencia, 

ya que abordamos la traducción de la Ley de Asilo Alemana siendo conocedores de la 

estructura formal del texto, su contenido y sus características lingüísticas más 

importantes. 
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6. Anexos 

En los anexos se incluyen la Ley de Asilo Española y la Ley de Asilo Alemana. 

 
 

 

 



Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de 
la protección subsidiaria.

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 263, de 31 de octubre de 2009

Referencia: BOE-A-2009-17242

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 26 de marzo de 2014

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presenten vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

La vigente regulación del derecho de asilo en España, al margen de antecedentes 
históricos de limitada trascendencia práctica que se remontan al siglo XIX, data de 1984, año 
en que la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de 
refugiado, vino a desarrollar el mandato contenido en el apartado cuatro del artículo 13 de la 
Constitución.

Esta norma, primera que abordaba la institución del asilo en un marco democrático y de 
libertades, sufrió una profunda revisión en 1994, al objeto de adecuar el ordenamiento 
español a la rápida evolución en la cantidad y en las características de las solicitudes de 
asilo que se produjo en el contexto de la Unión Europea en la segunda mitad de los años 80 
del pasado siglo. Contribuyó, además, a corregir las deficiencias detectadas en su aplicación 
y a avanzar en el régimen de protección a los refugiados, a los que, a partir de entonces, se 
concede el derecho de asilo en un contexto europeo de progresiva armonización de las 
legislaciones nacionales de asilo.

Transcurridos más de catorce años desde esta primera modificación, se ha desarrollado 
una política europea de asilo, que arranca con el Tratado de Ámsterdam de 1997 y que ha 
producido un extenso elenco de normas comunitarias que deben ser incorporadas al 
ordenamiento jurídico interno mediante los oportunos cambios legislativos que, en algunos 
casos, son de gran entidad.

De entre estas normas destacan, por afectar al núcleo de todo sistema de asilo, la 
Directiva 2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas 
relativas a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros 
países o apátridas como refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección 
internacional y al contenido de la protección concedida; la Directiva 2005/85/CE, del 
Consejo, de 1 de diciembre, sobre normas mínimas para los procedimientos que deben 
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aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la condición de refugiado; y el Capítulo 
V de la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho de 
reagrupación familiar relativo a los refugiados.

De la naturaleza misma de las normas mínimas se desprende que los Estados miembros 
tienen competencia para introducir o mantener disposiciones más favorables para las 
personas de terceros países o apátridas que pidan protección internacional a un Estado 
miembro, siempre que tales normas sean compatibles con lo dispuesto en las Directivas 
comunitarias que con la presente Ley se transponen.

La transposición de esta legislación de la Unión Europea supone la total acogida en 
nuestro ordenamiento de la denominada Primera Fase del Sistema Europeo Común de 
Asilo, tal y como se recoge en las Conclusiones de Tampere de 1999 y se ratifica en el 
Programa de La Haya de 2004, pues contiene las bases para la constitución de un completo 
régimen de protección internacional garante de los derechos fundamentales, partiendo de la 
Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de Nueva York de 1967, sobre el estatuto de 
los refugiados como piedra angular del régimen jurídico internacional de protección de las 
personas refugiadas.

A su vez, desde una perspectiva de ámbito nacional, la Ley introduce una serie de 
disposiciones, dentro del margen que comporta la normativa europea, que responden a su 
voluntad de servir de instrumento eficaz para garantizar la protección internacional de las 
personas a quienes les es de aplicación y de reforzar sus instituciones: el derecho de asilo y 
la protección subsidiaria, en un marco de transparencia de las decisiones que se adoptan.

Una de ellas es el lugar destacado que se concede a la intervención del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Otra es la introducción 
de un marco legal para la adopción de programas de reasentamiento, en solidaridad con la 
Comunidad Internacional en la búsqueda de soluciones duraderas para los refugiados.

Por otro lado, la vigente Ley 5/1984, de 26 de marzo, a pesar de la indiscutible utilidad 
que ha mostrado como instrumento regulador de los mecanismos de reconocimiento de la 
condición de refugiado, contiene disposiciones que, con el transcurso del tiempo, han 
perdido eficacia, a la vez que, por su relativa antigüedad, no contempla cuestiones que en la 
actualidad son esenciales e insoslayables en el ámbito de la protección internacional.

Consecuentemente, y ante el alcance de las modificaciones impuestas por estos 
condicionantes, se ha considerado necesario, por razones de técnica legislativa, adoptar una 
nueva Ley que desarrolle lo dispuesto en el apartado cuarto del artículo 13 de la 
Constitución, en lugar de proceder a realizar en la Ley 5/1984, de 26 de marzo, 
modificaciones parciales. Esta opción ha de permitir tanto satisfacer adecuadamente las 
necesidades derivadas de la incorporación del amplio elenco de actos normativos de la 
Unión Europea, como reflejar de modo adecuado las nuevas interpretaciones y criterios 
surgidos en la doctrina internacional y en la jurisprudencia de órganos supranacionales como 
el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas o el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, con el objeto de mejorar las garantías de las personas solicitantes y beneficiarias 
de protección internacional.

La nueva Ley debe además adaptarse a los criterios que se desprenden de la doctrina y 
de la jurisprudencia de los tribunales en materia de asilo.

Expuesta la finalidad y la pertinencia de este nuevo texto legal, conviene justificar su 
estructura y contenido. Desde este punto de vista, la Ley consta de seis Títulos, completados 
con ocho Disposiciones Adicionales, dos Transitorias, una Derogatoria y cuatro Finales.

En el Título Preliminar se establece la finalidad de la Ley y el objeto material de 
regulación, determinando el contenido de la protección internacional integrada por el derecho 
de asilo y el derecho a la protección subsidiaria. Este segundo tipo de protección 
internacional se introduce por primera vez en nuestro ordenamiento de forma explícita, 
mejorando significativamente la actual situación, en que esta protección se ha venido 
aplicando sobre la base de unas genéricas previsiones de protección humanitaria contenidas 
en la Ley.

El Título I se dedica a los requisitos que deben cumplirse para dar lugar a la concesión 
del derecho de asilo derivado del reconocimiento de la condición de persona refugiada o 
beneficiaria de protección subsidiaria. Se detallan y delimitan, también por vez primera, 
todos los elementos que integran la clásica definición de refugiado: persecución, motivo de 
persecución y agente perseguidor. Es en este Título en el que encuentran cabida algunos de 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 2



los aspectos más innovadores de la Ley, con especiales referencias a la dimensión de 
género en relación con los motivos que, en caso de existir persecución, pueden conducir a la 
concesión del estatuto de refugiado. Se incluyen igualmente, y con un detalle sin 
precedentes en nuestra legislación, las correlativas causas que determinan el cese o la 
exclusión del disfrute del derecho de asilo.

Además, el Título I dedica todo un Capítulo, de manera paralela y con arreglo a 
parámetros análogos, a la novedosa figura de la protección subsidiaria, que hasta ahora 
aparecía configurada como una institución carente de entidad propia y, por ende, desprovista 
de una regulación detallada de sus elementos constitutivos.

En esta línea, debe destacarse que la Ley regula la protección subsidiaria siguiendo las 
mismas pautas utilizadas con el derecho de asilo. Ello es consecuencia lógica de la voluntad 
de unificar en su práctica totalidad ambos regímenes de protección, atendiendo a que, más 
allá de las diferencias que puedan existir entre las causas que justifican uno y otro, el 
propósito común de ambos es que las personas beneficiarias reciban una protección, frente 
a riesgos para su vida, integridad física o libertad, que no pueden encontrar en sus países de 
origen.

El Título II se dedica en su totalidad al procedimiento a seguir para determinar las 
necesidades de protección de los solicitantes. Sobre este particular, cabe subrayar que el 
nuevo texto mejora la regulación vigente al establecer un procedimiento completo para 
evaluar la procedencia del estatuto de refugiado o de protección subsidiaria.

El procedimiento es único para los dos tipos de protección, lo que, además de resultar 
coherente con la identificación que la Ley hace de los dos regímenes de protección, permitirá 
que, al examinar de manera simultánea –y, eventualmente, de oficio– ambas posibilidades, 
se eviten dilaciones innecesarias o prácticas abusivas.

En todo caso, se introducen previsiones normativas que mejoran significativamente las 
garantías procedimentales en el examen de las correspondientes solicitudes. Es el caso de 
la generalización de garantías contencioso-administrativas de carácter judicial, como son las 
medidas cautelares previstas en el artículo 135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, cuya utilización en la práctica es actualmente 
incipiente y casuística, y la intervención del ACNUR, a la que se dedica el Capítulo IV, y que 
supone una garantía del justo funcionamiento del sistema.

El Título contiene también un Capítulo que innova nuestro sistema de protección de 
derechos y libertades, al dotar de respaldo legal formal a las condiciones materiales de 
acogida de las personas solicitantes o beneficiarias de protección internacional. De este 
modo, la Ley sanciona al máximo nivel jurídico la obligación de proporcionar servicios 
sociales y de acogida a las personas solicitantes en estado de necesidad.

El Título III de la Ley se destina al mantenimiento o recomposición de la unidad familiar 
de las personas solicitantes o beneficiarias de protección internacional. La Ley ha mantenido 
la extensión familiar de la protección internacional para los integrantes de la unidad familiar 
de las personas solicitantes o protegidas, al tiempo que amplía el ámbito de posibles 
beneficiarias, tomando en consideración que la realidad ofrece configuraciones familiares 
que rebasan el concepto de familia nuclear, más propio de nuestro ordenamiento en el 
terreno de la inmigración.

Junto a ello, la Ley incorpora un procedimiento especial y preferente de reagrupación 
familiar que garantiza el derecho a la vida en familia de las personas refugiadas o 
beneficiarias de protección subsidiaria amparado en las previsiones de la Directiva 
2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho a la reagrupación familiar. 
El procedimiento se configura como una alternativa a la extensión familiar de derecho de 
asilo, hasta ahora la única opción para los refugiados, y pretende dar una respuesta más 
eficaz a los casos en que las personas integrantes de la unidad familiar de la persona 
protegida no requieren ellas mismas de protección, pero sí de un régimen de residencia y 
prestaciones que permitan el mantenimiento de la unidad familiar en condiciones óptimas.

El Título IV, por su parte, regula las figuras de la revocación y el cese de la protección 
internacional. En este sentido, se regulan las causas que motivan cada una de dichas 
decisiones administrativas respecto a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado o 
de la protección subsidiaria. El Título da respuesta, así, a las nuevas exigencias derivadas 
de los más recientes actos jurídicos de la Unión Europea e introduce medidas adecuadas 
para evitar que quienes puedan suponer un peligro para la seguridad del Estado, el orden 
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público o que desarrollen actuaciones incompatibles con el estatuto de protección 
internacional puedan beneficiarse de ésta.

Asimismo, se introduce un procedimiento común para la adopción de tales figuras 
jurídicas, y se da un paso más en la construcción del Espacio de Libertad, Seguridad y 
Justicia.

A continuación, se ha considerado oportuno dedicar un título, el Título V, a los menores y 
a otras personas vulnerables necesitadas de cualquiera de las dos modalidades de 
protección internacional que regula la Ley. La inclusión de este Título y el tratamiento que en 
él se otorga a las personas a que se refiere constituyen otra novedad, que viene a subsanar 
la falta de referencias explícitas a ellas, en especial a los menores, y más en concreto a los 
no acompañados, en nuestra legislación de asilo.

Con ello, se profundiza en la mencionada línea garantista derivada del interés superior 
del menor y de la voluntad de evitar discriminaciones por razón de género o que afecten a 
personas con discapacidad, personas mayores y otras en situación de precariedad, pues 
alcanza a todos los ámbitos del sistema de asilo.

Por último, en la parte final de la Ley, reservada a las disposiciones que prevén 
regímenes especiales, situaciones transitorias, derogaciones normativas o desarrollos 
reglamentarios, así como la previsión de su entrada en vigor, se destaca como otra novedad 
en el ordenamiento español la habilitación al Gobierno de España para que lleve a cabo 
programas de reasentamiento en colaboración con el ACNUR y, en su caso, con otras 
Organizaciones Internacionales relevantes, con la finalidad de hacer efectivo el principio de 
solidaridad y de dar cumplimiento al designio constitucional de cooperar con el resto de 
pueblos de la tierra.

La formación de todos los agentes que intervienen en el sistema de asilo, indispensable 
para su correcto funcionamiento, así como la colaboración con las Organizaciones No 
Gubernamentales también se recogen en las Disposiciones Adicionales.

Con semejante enfoque, es evidente que el título competencial habilitante que sirve de 
base a la presente Ley –artículo 149.1.2.ª de la Constitución– contiene un reclamo implícito a 
la mencionada internacionalización, que, por lo demás, viene impuesta por nuestro texto 
constitucional no sólo en virtud del artículo 93 en lo atinente a la Unión Europea, sino de 
forma más amplia en los mandatos interpretativo y aplicativo establecidos, respectivamente, 
en el apartado uno del artículo 10 y el mismo apartado del 96. La propia normativa de la 
Unión Europea que es objeto de incorporación se ha hecho eco de estas nuevas tendencias: 
el bloque actual ya comunitarizado del «acervo de Schengen» ha superado unas normas de 
alcance más limitado adoptadas en el marco de la anterior cooperación intergubernamental, 
lo que comporta una ostensible coherencia entre las acciones emprendidas por la Unión 
Europea y por el Consejo de Europa.

Tal correlación es apreciable, precisamente, en las normas de la Unión Europea que 
ahora se incorporan, entre ellas en la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de 
septiembre, del derecho de reagrupación familiar, en donde se declara expresamente que 
«la presente Directiva respeta los derechos fundamentales y observa los principios 
reconocidos en particular por el artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y por la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea». Con parecida «ratio», la Directiva 2004/83/CE, del 
Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas a los requisitos 
para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como 
refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de 
la protección concedida, señala que «el Consejo Europeo, en su reunión especial de 
Tampere de los días 15 y 16 de octubre de 1999, acordó trabajar con vistas a la creación de 
un sistema europeo común de asilo, basado en la plena y total aplicación de la Convención 
de Ginebra sobre el Estatuto del Refugiado de 28 de julio de 1951, completada por el 
Protocolo de Nueva York de 31 de enero de 1967, afirmando de esta manera el principio de 
no devolución y garantizando que ninguna persona sea repatriada a un país en el que sufra 
persecución» añadiendo, a renglón seguido, que «la presente Directiva respeta los derechos 
fundamentales y observa los principios reconocidos en particular, por la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En especial, la presente Directiva tiene por 
fin garantizar el pleno respeto de la dignidad humana y el derecho de asilo de los solicitantes 
de asilo y los miembros de su familia acompañantes».
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Por último, en la elaboración de la presente Ley se han tenido en cuenta las 
contribuciones de aquellos agentes de la sociedad civil que se encuentran implicados en la 
defensa de las personas necesitadas de protección internacional.

Mención específica debe hacerse en este punto al Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR), a quien se le reconoce el importante papel que 
desempeña en la tramitación de las solicitudes de asilo en España, reforzando así las 
garantías del procedimiento.

Igualmente, han sido objeto de consideración las aportaciones de otros actores u 
organismos cualificados en la materia regulada por la presente Ley, lo que, sin duda, 
contribuye a que la nueva regulación se vea impregnada por las tendencias más favorables 
del Derecho internacional de los derechos humanos.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.

La presente Ley, de acuerdo con lo previsto en el apartado cuatro del artículo 13 de la 
Constitución, tiene por objeto establecer los términos en que las personas nacionales de 
países no comunitarios y las apátridas podrán gozar en España de la protección 
internacional constituida por el derecho de asilo y la protección subsidiaria, así como el 
contenido de dicha protección internacional.

Artículo 2.  El derecho de asilo.

El derecho de asilo es la protección dispensada a los nacionales no comunitarios o a los 
apátridas a quienes se reconozca la condición de refugiado en los términos definidos en el 
artículo 3 de esta Ley y en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en 
Ginebra el 28 de julio de 1951, y su Protocolo, suscrito en Nueva York el 31 de enero de 
1967.

Artículo 3.  La condición de refugiado.

La condición de refugiado se reconoce a toda persona que, debido a fundados temores 
de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, 
pertenencia a determinado grupo social, de género u orientación sexual, se encuentra fuera 
del país de su nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a 
la protección de tal país, o al apátrida que, careciendo de nacionalidad y hallándose fuera del 
país donde antes tuviera su residencia habitual, por los mismos motivos no puede o, a causa 
de dichos temores, no quiere regresar a él, y no esté incurso en alguna de las causas de 
exclusión del artículo 8 o de las causas de denegación o revocación del artículo 9.

Artículo 4.  La protección subsidiaria.

El derecho a la protección subsidiaria es el dispensado a las personas de otros países y 
a los apátridas que, sin reunir los requisitos para obtener el asilo o ser reconocidas como 
refugiadas, pero respecto de las cuales se den motivos fundados para creer que si 
regresasen a su país de origen en el caso de los nacionales o, al de su anterior residencia 
habitual en el caso de los apátridas, se enfrentarían a un riesgo real de sufrir alguno de los 
daños graves previstos en el artículo 10 de esta Ley, y que no pueden o, a causa de dicho 
riesgo, no quieren, acogerse a la protección del país de que se trate, siempre que no 
concurra alguno de los supuestos mencionados en los artículos 11 y 12 de esta Ley.

Artículo 5.  Derechos garantizados con el asilo y la protección subsidiaria.

La protección concedida con el derecho de asilo y la protección subsidiaria consiste en la 
no devolución ni expulsión de las personas a quienes se les haya reconocido, así como en la 
adopción de las medidas contempladas en el artículo 36 de esta Ley y en las normas que lo 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 5



desarrollen, en la normativa de la Unión Europea y en los Convenios internacionales 
ratificados por España.

TÍTULO I

De la protección internacional

CAPÍTULO I

De las condiciones para el reconocimiento del derecho de asilo

Artículo 6.  Actos de persecución.

1. Los actos en que se basen los fundados temores a ser objeto de persecución en el 
sentido previsto en el artículo 3 de esta Ley, deberán:

a) ser suficientemente graves por su naturaleza o carácter reiterado como para constituir 
una violación grave de los derechos fundamentales, en particular los derechos que no 
puedan ser objeto de excepciones al amparo del apartado segundo del artículo 15 del 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, o bien

b) ser una acumulación lo suficientemente grave de varias medidas, incluidas las 
violaciones de derechos humanos, como para afectar a una persona de manera similar a la 
mencionada en la letra a).

2. Los actos de persecución definidos en el apartado primero podrán revestir, entre otras, 
las siguientes formas:

a) actos de violencia física o psíquica, incluidos los actos de violencia sexual;
b) medidas legislativas, administrativas, policiales o judiciales que sean discriminatorias 

en sí mismas o que se apliquen de manera discriminatoria;
c) procesamientos o penas que sean desproporcionados o discriminatorios;
d) denegación de tutela judicial de la que se deriven penas desproporcionadas o 

discriminatorias;
e) procesamientos o penas por la negativa a prestar servicio militar en un conflicto en el 

que el cumplimiento de dicho servicio conllevaría delitos o actos comprendidos en las 
cláusulas de exclusión establecidas en el apartado segundo del artículo 8 de esta Ley;

f) actos de naturaleza sexual que afecten a adultos o a niños.

3. Los actos de persecución definidos en el presente artículo deberán estar relacionados 
con los motivos mencionados en el artículo siguiente.

Artículo 7.  Motivos de persecución.

1. Al valorar los motivos de persecución se tendrán en cuenta los siguientes elementos:

a) el concepto de raza comprenderá, en particular, el color, el origen o la pertenencia a 
un determinado grupo étnico;

b) el concepto de religión comprenderá, en particular, la profesión de creencias teístas, 
no teístas y ateas, la participación o la abstención de hacerlo, en cultos formales en privado 
o en público, ya sea individualmente o en comunidad, así como otros actos o expresiones 
que comporten una opinión de carácter religioso, o formas de conducta personal o 
comunitaria basadas en cualquier creencia religiosa u ordenadas por ésta;

c) el concepto de nacionalidad no se limitará a poseer o no la ciudadanía, sino que 
comprenderá, en particular, la pertenencia a un grupo determinado por su identidad cultural, 
étnica o lingüística, sus orígenes geográficos o políticos comunes o su relación con la 
población de otro Estado;

d) el concepto de opiniones políticas comprenderá, en particular, la profesión de 
opiniones, ideas o creencias sobre un asunto relacionado con los agentes potenciales de 
persecución y con sus políticas o métodos, independientemente de que el solicitante haya o 
no obrado de acuerdo con tales opiniones, ideas o creencias;
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e) se considerará que un grupo constituye un grupo social determinado, si, en particular:

 las personas integrantes de dicho grupo comparten una característica innata o unos 
antecedentes comunes que no pueden cambiarse, o bien comparten una característica o 
creencia que resulta tan fundamental para su identidad o conciencia que no se les puede 
exigir que renuncien a ella, y

 dicho grupo posee una identidad diferenciada en el país de que se trate por ser 
percibido como diferente por la sociedad que lo rodea o por el agente o agentes 
perseguidores.

En función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye en el 
concepto de grupo social determinado un grupo basado en una característica común de 
orientación sexual o identidad sexual, y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos puedan 
dar lugar a la aplicación del presente artículo. En ningún caso podrá entenderse como 
orientación sexual, la realización de conductas tipificadas como delito en el ordenamiento 
jurídico español.

Asimismo, en función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye a 
las personas que huyen de sus países de origen debido a fundados temores de sufrir 
persecución por motivos de género y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos puedan 
dar lugar a la aplicación del presente artículo.

2. En la valoración acerca de si la persona solicitante tiene fundados temores a ser 
perseguida será indiferente el hecho de que posea realmente la característica racial, 
religiosa, nacional, social o política que suscita la persecución, a condición de que el agente 
de persecución se la atribuya.

Artículo 8.  Causas de exclusión.

1. Quedarán excluidas de la condición de refugiados:

a) las personas que estén comprendidas en el ámbito de aplicación de la sección D del 
artículo 1 de la Convención de Ginebra en lo relativo a la protección o asistencia de un 
órgano u organismo de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados. Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier 
motivo, sin que la suerte de tales personas se haya solucionado definitivamente con arreglo 
a las Resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, aquéllas tendrán, «ipso facto», derecho a los beneficios del asilo regulado en la 
presente Ley;

b) las personas a quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado su 
residencia les hayan reconocido los derechos y obligaciones que son inherentes a la 
posesión de la nacionalidad de tal país, o derechos y obligaciones equivalentes a ellos.

2. También quedarán excluidas las personas extranjeras sobre las que existan motivos 
fundados para considerar que:

a) han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 
humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales que establecen 
disposiciones relativas a tales delitos;

b) han cometido fuera del país de refugio antes de ser admitidas como refugiadas, es 
decir, antes de la expedición de una autorización de residencia basada en el reconocimiento 
de la condición de refugiado, un delito grave, entendiéndose por tal los que lo sean conforme 
al Código Penal español y que afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad 
sexual, la integridad de las personas o el patrimonio, siempre que fuesen realizados con 
fuerza en las cosas, o violencia o intimidación en las personas, así como en los casos de la 
delincuencia organizada, debiendo entenderse incluida, en todo caso, en el término 
delincuencia organizada la recogida en el apartado cuarto del artículo 282 bis de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, en relación con los delitos enumerados;

c) son culpables de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones 
Unidas establecidos en el Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones 
Unidas.
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3. El apartado segundo se aplicará a las personas que inciten a la comisión de los delitos 
o actos mencionados en él, o bien participen en su comisión.

Artículo 9.  Causas de denegación.

En todo caso, el derecho de asilo se denegará a:

a) las personas que constituyan, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de 
España;

b) las personas que, habiendo sido objeto de una condena firme por delito grave 
constituyan una amenaza para la comunidad.

CAPÍTULO II

De las condiciones para la concesión del derecho a la protección subsidiaria

Artículo 10.  Daños graves.

Constituyen los daños graves que dan lugar a la protección subsidiaria prevista en el 
artículo 4 de esta Ley:

a) la condena a pena de muerte o el riesgo de su ejecución material;
b) la tortura y los tratos inhumanos o degradantes en el país de origen del solicitante;
c) las amenazas graves contra la vida o la integridad de los civiles motivadas por una 

violencia indiscriminada en situaciones de conflicto internacional o interno.

Artículo 11.  Causas de exclusión.

1. Quedarán excluidas de la condición de beneficiarias de la protección subsidiaria 
aquellas personas respecto de las que existan fundados motivos para considerar que:

a) han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 
humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales que establecen 
disposiciones relativas a tales delitos;

b) han cometido fuera del país de protección antes de ser admitidas como beneficiarias 
de la protección subsidiaria, es decir, antes de la expedición de la autorización de residencia 
basada en el reconocimiento de la condición de beneficiario de protección subsidiaria, un 
delito grave, entendiéndose por tal los que lo sean conforme al Código Penal español y que 
afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad sexual, la integridad de las personas 
o el patrimonio, siempre que fuesen realizados con fuerza en las cosas, o violencia o 
intimidación en las personas, así como en los casos de la delincuencia organizada, debiendo 
entenderse incluida, en todo caso, en el término delincuencia organizada la recogida en el 
apartado cuarto del artículo 282 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con los 
delitos enumerados;

c) son culpables de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones 
Unidas establecidos en el Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones 
Unidas;

d) constituyen un peligro para la seguridad interior o exterior de España o para el orden 
público.

2. Lo dispuesto en los apartados anteriores se aplicará a quienes inciten a la comisión de 
los delitos o actos mencionados en los mismos, o bien participen en su comisión.

Artículo 12.  Causas de denegación.

En todo caso, la protección subsidiaria se denegará a:

a) las personas que constituyan, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de 
España;

b) las personas que, habiendo sido objeto de una condena firme por delito grave 
constituyan una amenaza para la comunidad.
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CAPÍTULO III

Disposiciones comunes

Artículo 13.  Agentes de persecución o causantes de daños graves.

Los agentes de persecución o causantes de daños graves podrán ser, entre otros:

a) el Estado;
b) los partidos u organizaciones que controlen el Estado o una parte considerable de su 

territorio;
c) agentes no estatales, cuando los agentes mencionados en los puntos anteriores, 

incluidas las organizaciones internacionales, no puedan o no quieran proporcionar protección 
efectiva contra la persecución o los daños graves.

Artículo 14.  Agentes de protección.

1. Podrán proporcionar protección:

a) el Estado, o
b) los partidos u organizaciones, incluidas las organizaciones internacionales, que 

controlen el Estado o una parte considerable de su territorio.

2. En general, se entenderá que existe protección cuando los agentes mencionados en 
el apartado primero adopten medidas razonables y efectivas para impedir la persecución o el 
padecimiento de daños graves, tales como el establecimiento de un sistema jurídico eficaz 
para la investigación, el procesamiento y la sanción de acciones constitutivas de persecución 
o de daños graves, y siempre que el solicitante tenga acceso efectivo a dicha protección.

3. Se tendrá en cuenta la orientación que pueda desprenderse de los actos pertinentes 
de las instituciones de la Unión Europea o de organizaciones internacionales relevantes, al 
efecto de valorar si una organización internacional controla un Estado o una parte 
considerable de su territorio y proporciona la protección descrita en el apartado anterior.

Artículo 15.  Necesidades de protección internacional surgidas «in situ».

1. Los fundados temores de ser perseguido o el riesgo real de sufrir daños graves a que 
se refieren, respectivamente, los artículos 6 y 10 de esta Ley, pueden asimismo basarse en 
acontecimientos sucedidos o actividades en que haya participado la persona solicitante con 
posterioridad al abandono del país de origen o, en el caso de apátridas, el de residencia 
habitual, en especial si se demuestra que dichos acontecimientos o actividades constituyen 
la expresión de convicciones u orientaciones mantenidas en el país de origen o de 
residencia habitual.

2. En estos supuestos, se ponderará, a efectos de no reconocer la condición de 
refugiado, el hecho de que el riesgo de persecución esté basado en circunstancias 
expresamente creadas por la persona solicitante tras abandonar su país de origen o, en el 
caso de apátridas, el de su residencia habitual.

TÍTULO II

De las reglas procedimentales para el reconocimiento de la protección 
internacional

CAPÍTULO I

De la presentación de la solicitud

Artículo 16.  Derecho a solicitar protección internacional.

1. Las personas nacionales no comunitarias y las apátridas presentes en territorio 
español tienen derecho a solicitar protección internacional en España.

2. Para su ejercicio, los solicitantes de protección internacional tendrán derecho a 
asistencia sanitaria y a asistencia jurídica gratuita, que se extenderá a la formalización de la 
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solicitud y a toda la tramitación del procedimiento, y que se prestará en los términos 
previstos en la legislación española en esta materia, así como derecho a intérprete en los 
términos del artículo 22 de la Ley Orgánica 4/2000.

La asistencia jurídica referida en el párrafo anterior será preceptiva cuando las 
solicitudes se formalicen de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 21 de la 
presente Ley.

3. La presentación de la solicitud conllevará la valoración de las circunstancias 
determinantes del reconocimiento de la condición de refugiado, así como de la concesión de 
la protección subsidiaria. De este extremo se informará en debida forma al solicitante.

4. Toda información relativa al procedimiento, incluido el hecho de la presentación de la 
solicitud, tendrá carácter confidencial.

Artículo 17.  Presentación de la solicitud.

1. El procedimiento se inicia con la presentación de la solicitud, que deberá efectuarse 
mediante comparecencia personal de los interesados que soliciten protección en los lugares 
que reglamentariamente se establezcan, o en caso de imposibilidad física o legal, mediante 
persona que lo represente. En este último caso, el solicitante deberá ratificar la petición una 
vez desaparezca el impedimento.

2. La comparecencia deberá realizarse sin demora y en todo caso en el plazo máximo de 
un mes desde la entrada en el territorio español o, en todo caso, desde que se produzcan los 
acontecimientos que justifiquen el temor fundado de persecución o daños graves. A estos 
efectos, la entrada ilegal en territorio español no podrá ser sancionada cuando haya sido 
realizada por persona que reúna los requisitos para ser beneficiaria de la protección 
internacional prevista en esta Ley.

3. En el momento de efectuar la solicitud, la persona extranjera será informada, en una 
lengua que pueda comprender, acerca de:

a) el procedimiento que debe seguirse;
b) sus derechos y obligaciones durante la tramitación, en especial en materia de plazos y 

medios de que dispone para cumplir éstas;
c) la posibilidad de contactar con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados y con las Organizaciones no Gubernamentales legalmente reconocidas entre 
cuyos objetivos figure el asesoramiento y ayuda a las personas necesitadas de protección 
internacional;

d) las posibles consecuencias del incumplimiento de sus obligaciones o de su falta de 
colaboración con las autoridades; y

e) los derechos y prestaciones sociales a los que tiene acceso en su condición de 
solicitante de protección internacional.

4. La solicitud se formalizará mediante entrevista personal que se realizará siempre 
individualmente. De forma excepcional, podrá requerirse la presencia de otros miembros de 
la familia de los solicitantes, si ello se considerase imprescindible para la adecuada 
formalización de la solicitud.

5. La Administración adoptará las medidas necesarias para que, cuando sea preciso, en 
la entrevista se preste un tratamiento diferenciado por razón del sexo de la persona 
solicitante o demás circunstancias previstas en el artículo 46 de esta Ley. De este trámite se 
dejará debida constancia en el expediente administrativo.

6. Las personas encargadas de efectuar la entrevista informarán a los solicitantes sobre 
cómo efectuar la solicitud, y les ayudarán a cumplimentarla, facilitándoles la información 
básica en relación con aquélla. Asimismo, colaborarán con los interesados para establecer 
los hechos relevantes de su solicitud.

7. Cuando razones de seguridad lo aconsejen, se podrá registrar a la persona solicitante 
y sus pertenencias, siempre y cuando se garantice el pleno respeto a su dignidad e 
integridad.

8. En los términos que se establezcan reglamentariamente, se planteará la posibilidad de 
una nueva audiencia personal sobre su solicitud de asilo. La ponderación sobre la necesidad 
o no de efectuar nuevas entrevistas será motivada.
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Artículo 18.  Derechos y obligaciones de los solicitantes.

1. El solicitante de asilo, presentada la solicitud, tiene en los términos recogidos en la 
presente Ley, en los artículos 16, 17, 19, 33 y 34, los siguientes derechos:

a) a ser documentado como solicitante de protección internacional;
b) a asistencia jurídica gratuita e intérprete;
c) a que se comunique su solicitud al ACNUR;
d) a la suspensión de cualquier proceso de devolución, expulsión o extradición que 

pudiera afectar al solicitante;
e) a conocer el contenido del expediente en cualquier momento;
f) a la atención sanitaria en las condiciones expuestas;
g) a recibir prestaciones sociales específicas en los términos que se recogen en esta 

Ley.

2. Serán obligaciones de los solicitantes de protección internacional las siguientes:

a) cooperar con las autoridades españolas en el procedimiento para la concesión de 
protección internacional;

b) presentar, lo antes posible, todos aquellos elementos que, junto a su propia 
declaración, contribuyan a fundamentar su solicitud. Entre otros, podrán presentar la 
documentación de que dispongan sobre su edad, pasado incluido el de parientes 
relacionados, identidad, nacionalidad o nacionalidades, lugares de anterior residencia, 
solicitudes de protección internacional previas, itinerarios de viaje, documentos de viaje y 
motivos por los que solicita la protección;

c) proporcionar sus impresiones dactilares, permitir ser fotografiados y, en su caso, 
consentir que sean grabadas sus declaraciones, siempre que hayan sido previamente 
informados sobre este último extremo;

d) informar sobre su domicilio en España y cualquier cambio que se produzca en él;
e) informar, asimismo, a la autoridad competente o comparecer ante ella, cuando así se 

les requiera con relación a cualquier circunstancia de su solicitud.

Artículo 19.  Efectos de la presentación de la solicitud.

1. Solicitada la protección, la persona extranjera no podrá ser objeto de retorno, 
devolución o expulsión hasta que se resuelva sobre su solicitud o ésta no sea admitida. No 
obstante, por motivos de salud o seguridad públicas, la autoridad competente podrá adoptar 
medidas cautelares en aplicación de la normativa vigente en materia de extranjería e 
inmigración.

2. Asimismo, la solicitud de protección suspenderá, hasta la decisión definitiva, la 
ejecución del fallo de cualquier proceso de extradición de la persona interesada que se halle 
pendiente. A tal fin, la solicitud será comunicada inmediatamente al órgano judicial o al 
órgano gubernativo ante el que en ese momento tuviera lugar el correspondiente proceso.

3. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, podrá entregarse o extraditarse a 
una persona solicitante, según proceda, a otro Estado miembro de la Unión Europea en 
virtud de las obligaciones dimanantes de una orden europea de detención y entrega, o a un 
país tercero ante órganos judiciales penales internacionales.

4. Las personas solicitantes de asilo tienen derecho a entrevistarse con un abogado en 
las dependencias de los puestos fronterizos y centros de internamiento de extranjeros. 
Reglamentariamente, y sin perjuicio de las normas de funcionamiento establecidas para las 
citadas dependencias y centros, podrán establecerse condiciones para el ejercicio de este 
derecho derivadas de razones de seguridad, orden público o de su gestión administrativa.

5. La solicitud de protección dará lugar al inicio del cómputo de los plazos previstos para 
su tramitación.

6. La resolución que admita a trámite una solicitud de asilo determinará el procedimiento 
correspondiente.

7. En caso de que la tramitación de una solicitud pudiese exceder de seis meses, 
ampliables de acuerdo con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
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Administrativo Común, para su resolución y notificación, se informará a la persona 
interesada del motivo de la demora.

Artículo 20.  No admisión de solicitudes presentadas dentro del territorio español.

1. El Ministro del Interior, a propuesta de la Oficina de Asilo y Refugio, podrá, mediante 
resolución motivada, no admitir a trámite las solicitudes cuando concurra alguna de las 
circunstancias siguientes:

 Por falta de competencia para el examen de las solicitudes:

a) cuando no corresponda a España su examen con arreglo al Reglamento (CE) 
343/2003, del Consejo, de 18 de febrero, por el que se establecen los criterios y mecanismos 
de determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de asilo 
presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país;

b) cuando no corresponda a España su examen de conformidad con los Convenios 
Internacionales en que sea Parte. En la resolución por la que se acuerde la no admisión a 
trámite se indicará a la persona solicitante el Estado responsable de examinarla. En este 
caso, dicho Estado habrá aceptado explícitamente su responsabilidad y se obtendrán 
garantías suficientes de protección para la vida, libertad e integridad física de los 
interesados, así como del respeto a los demás principios indicados en la Convención de 
Ginebra, en el territorio de dicho Estado.

 Por falta de requisitos:

c) cuando, de conformidad con lo establecido en el artículo 25.2.b) y en el artículo 26 de 
la Directiva 2005/85/CE del Consejo, la persona solicitante se halle reconocida como 
refugiada y tenga derecho a residir o a obtener protección internacional efectiva en un tercer 
Estado, siempre que sea readmitida en ese país, no exista peligro para su vida o su libertad, 
ni esté expuesta a tortura o a trato inhumano o degradante y tenga protección efectiva contra 
la devolución al país perseguidor, con arreglo a la Convención de Ginebra;

d) cuando la persona solicitante proceda de un tercer país seguro, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 27 de la Directiva 2005/85/CE del Consejo y, en su caso con la lista 
que sea elaborada por la Unión Europea, donde, atendiendo a sus circunstancias 
particulares, reciba un trato en el que su vida, su integridad y su libertad no estén 
amenazadas por razón de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a grupo social u opinión 
política, se respete el principio de no devolución, así como la prohibición de expulsión en 
caso de violación del derecho a no ser sometido a torturas ni a tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, exista la posibilidad de solicitar el estatuto de refugiado y, en caso de ser 
refugiado, a recibir protección con arreglo a la Convención de Ginebra; siempre que el 
solicitante sea readmitido en ese país y existan vínculos por los cuales sería razonable que 
el solicitante fuera a ese país. Para la aplicación del concepto de tercer país seguro, también 
podrá requerirse la existencia de una relación entre el solicitante de asilo y el tercer país de 
que se trate por la que sería razonable que el solicitante fuera a ese país;

e) cuando la persona solicitante hubiese reiterado una solicitud ya denegada en España 
o presentado una nueva solicitud con otros datos personales, siempre que no se planteen 
nuevas circunstancias relevantes en cuanto a las condiciones particulares o a la situación del 
país de origen o de residencia habitual de la persona interesada;

f) cuando la persona solicitante sea nacional de un Estado miembro de la Unión 
Europea, de conformidad con lo dispuesto en el Protocolo al Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea sobre el derecho de asilo a nacionales de Estados miembros de la 
Unión Europea.

2. La no admisión a trámite prevista en este artículo deberá notificarse en el plazo 
máximo de un mes contado a partir de la presentación de la solicitud. El transcurso de dicho 
plazo sin que se haya notificado la resolución a la persona interesada determinará la 
admisión a trámite de la solicitud y su permanencia provisional en territorio español, sin 
perjuicio de lo que pueda acordarse en la resolución definitiva del procedimiento. La no 
admisión a trámite conllevará los mismos efectos que la denegación de la solicitud.
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3. La constatación, con posterioridad a la admisión a trámite de la solicitud de protección 
internacional, de alguna de las circunstancias que hubiesen justificado su no admisión será 
causa de denegación de aquélla.

Artículo 21.  Solicitudes presentadas en puestos fronterizos.

1. Cuando una persona extranjera que no reúna los requisitos necesarios para entrar en 
territorio español presente una solicitud de protección internacional en un puesto fronterizo, 
el Ministro del Interior podrá no admitir a trámite la solicitud mediante resolución motivada 
cuando en dicha solicitud concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado primero 
del artículo 20. En todo caso, la resolución deberá ser notificada a la persona interesada en 
el plazo máximo de cuatro días desde su presentación.

2. Asimismo, el Ministro del Interior podrá denegar la solicitud mediante resolución 
motivada, que deberá notificarse a la persona interesada en el plazo máximo de cuatro días 
desde su presentación, cuando en dicha solicitud concurra alguno de los siguientes 
supuestos:

a) los previstos en las letras c), d) y f) del apartado primero del artículo 25;
b) cuando la persona solicitante hubiese formulado alegaciones incoherentes, 

contradictorias, inverosímiles, insuficientes, o que contradigan información suficientemente 
contrastada sobre su país de origen, o de residencia habitual si fuere apátrida, de manera 
que pongan claramente de manifiesto que su solicitud es infundada por lo que respecta al 
hecho de albergar un fundado temor a ser perseguida o a sufrir un daño grave.

3. El plazo previsto en el apartado anterior se ampliará hasta un máximo de diez días por 
resolución del Ministro del Interior, en los casos en los que, por concurrir alguna de las 
circunstancias previstas en la letra f) del apartado primero del artículo 25, el ACNUR, de 
manera razonada, así lo solicite.

4. Contra la resolución de inadmisión a trámite o de denegación de la solicitud se podrá, 
en el plazo de dos días contados desde su notificación, presentar una petición de reexamen 
que suspenderá los efectos de aquélla. La resolución de dicha petición, que corresponderá 
al Ministro del Interior, deberá notificarse a la persona interesada en el plazo de dos días 
desde el momento en que aquélla hubiese sido presentada.

5. El transcurso del plazo fijado para acordar la inadmisión a trámite, o la denegación de 
la solicitud en frontera, la petición de reexamen, o del previsto para resolver el recurso de 
reposición sin que se haya notificado la resolución de forma expresa, determinará su 
tramitación por el procedimiento ordinario, así como la autorización de entrada y 
permanencia provisional de la persona solicitante, sin perjuicio de lo que pueda acordarse en 
la resolución definitiva del expediente.

Artículo 22.  Permanencia del solicitante de asilo durante la tramitación de la solicitud.

En todo caso, durante la tramitación de la petición de reexamen y del recurso de 
reposición previstos en los apartados cuarto y quinto del artículo 21 de la presente Ley, así 
como en los supuestos en los que se solicite la adopción de las medidas a las que se refiere 
el apartado segundo de su artículo 29, la persona solicitante de asilo permanecerá en las 
dependencias habilitadas a tal efecto.

CAPÍTULO II

De la tramitación de las solicitudes

Artículo 23.  Órganos competentes para la instrucción.

1. La Oficina de Asilo y Refugio, dependiente del Ministerio del Interior, es el órgano 
competente para la tramitación de las solicitudes de protección internacional, sin perjuicio de 
las demás funciones que reglamentariamente se le atribuyan.

2. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio es un órgano colegiado adscrito al 
Ministerio del Interior, que está compuesto por un representante de cada uno de los 
departamentos con competencia en política exterior e interior, justicia, inmigración, acogida 
de los solicitantes de asilo e igualdad.
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3. Serán funciones de la Comisión las previstas en esta Ley y aquellas otras que, junto 
con su régimen de funcionamiento, se establezcan reglamentariamente.

Artículo 24.  Procedimiento ordinario.

1. Toda solicitud de protección internacional admitida a trámite dará lugar al inicio, por 
parte del Ministerio del Interior, del correspondiente procedimiento, al que se incorporarán 
las diligencias de instrucción del expediente. Si fuera procedente la realización de nuevas 
entrevistas a las personas solicitantes, aquéllas deberán reunir los requisitos previstos en el 
artículo 17.

2. Finalizada la instrucción de los expedientes, se elevarán a estudio de la Comisión 
Interministerial de Asilo y Refugio, que formulará propuesta al Ministro del Interior, quien será 
el competente para dictar la correspondiente resolución por la que se conceda o deniegue, 
según proceda, el derecho de asilo o la protección subsidiaria.

3. Transcurridos seis meses desde la presentación de la solicitud sin que se haya 
notificado la correspondiente resolución, la misma podrá entenderse desestimada, sin 
perjuicio de la obligación de la Administración de resolver expresamente y de lo dispuesto en 
el apartado séptimo del artículo 19 de la presente Ley.

Artículo 25.  Tramitación de urgencia.

1. El Ministerio del Interior, de oficio o a petición del interesado, acordará la aplicación de 
la tramitación de urgencia, previa notificación al interesado, en las solicitudes en las que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) que parezcan manifiestamente fundadas;
b) que hayan sido formuladas por solicitantes que presenten necesidades específicas, 

especialmente, por menores no acompañados;
c) que planteen exclusivamente cuestiones que no guarden relación con el examen de 

los requisitos para el reconocimiento de la condición de refugiado o la concesión de la 
protección subsidiaria;

d) que la persona solicitante proceda de un país de origen considerado seguro, en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 20.1.d), y del que posea la nacionalidad, o si fuere 
apátrida, en el que tuviera su residencia habitual;

e) que la persona solicitante, sin motivo justificado, presente su solicitud transcurrido el 
plazo de un mes previsto en el apartado segundo del artículo 17;

f) que la persona solicitante incurra en alguno de los supuestos de exclusión o de 
denegación previstos en los artículos 8, 9, 11 y 12 de la presente Ley.

2. Cuando la solicitud de protección internacional se hubiera presentado en un Centro de 
Internamiento para Extranjeros, su tramitación deberá adecuarse a lo dispuesto en el artículo 
21 de esta Ley para las solicitudes en frontera. En todo caso, presentadas las solicitudes en 
estos términos, aquéllas que fuesen admitidas a trámite se ajustarán a la tramitación de 
urgencia prevista en el presente artículo.

3. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio será informada de los expedientes que 
vayan a ser tramitados con carácter de urgencia.

4. Será de aplicación al presente procedimiento lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley, 
salvo en materia de plazos que se verán reducidos a la mitad.

Artículo 26.  Evaluación de las solicitudes.

1. La Administración General del Estado velará por que la información necesaria para la 
evaluación de las solicitudes de protección no se obtenga de los responsables de la 
persecución o de los daños graves, de modo tal que dé lugar a que dichos responsables 
sean informados de que la persona interesada es solicitante de protección internacional cuya 
solicitud está siendo considerada, ni se ponga en peligro la integridad de la persona 
interesada y de las personas a su cargo, ni la libertad y la seguridad de sus familiares que 
aún vivan en el país de origen.

2. Para que se resuelva favorablemente la solicitud bastará que aparezcan indicios 
suficientes de persecución o de daños graves.
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Artículo 27.  Archivo de la solicitud.

Se pondrá fin al procedimiento mediante el archivo de la solicitud cuando la persona 
solicitante la retire o desista de ella, en los casos y en los términos de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, reguladora del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. En todo caso, se podrá presumir que dicha retirada o 
desistimiento se ha producido cuando en el plazo de treinta días el solicitante no hubiese 
respondido a las peticiones de facilitar información esencial para su solicitud, no se hubiese 
presentado a una audiencia personal a la que hubiera sido convocado, o no compareciera 
para la renovación de la documentación de la que se le hubiera provisto, salvo que 
demuestre que estos comportamientos fueron debidos a circunstancias ajenas a su voluntad.

Artículo 28.  Notificación.

A efectos de comunicaciones y notificaciones, se tendrá en cuenta el último domicilio o 
residencia que conste en el expediente. Cuando no prospere este procedimiento de 
notificación, el trámite se realizará a través del Portal del Ciudadano, del portal electrónico de 
la Oficina de Asilo y Refugio y de los tablones de anuncios, accesibles al público, de la 
Comisaría de Policía correspondiente o de la Oficina de Extranjeros de la provincia en que 
conste el último lugar de residencia de la persona solicitante y, en todo caso, de la Oficina de 
Asilo y Refugio. De estos extremos se informará a los solicitantes al formalizar su solicitud, 
que podrán exigir que se cumpla la garantía del apartado 4 del artículo 16.

Artículo 29.  Recursos.

1. Las resoluciones previstas en la presente Ley pondrán fin a la vía administrativa, salvo 
en el caso de que se haya presentado la petición de reexamen prevista en el apartado cuarto 
del artículo 21, en que se entenderá que pone fin a la vía administrativa la resolución que 
decida dicha petición, y serán susceptibles de recurso de reposición con carácter potestativo 
y de recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

2. Cuando se interponga un recurso contencioso-administrativo y se solicite la 
suspensión del acto recurrido, dicha solicitud tendrá la consideración de especial urgencia 
contemplada en el artículo 135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

3. La persona a quien le haya sido denegada la solicitud podrá solicitar su revisión 
cuando aparezcan nuevos elementos probatorios, conforme a lo establecido en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO III

De las condiciones de acogida de los solicitantes de protección internacional

Artículo 30.  Derechos sociales generales.

1. Se proporcionará a las personas solicitantes de protección internacional, siempre que 
carezcan de recursos económicos, los servicios sociales y de acogida necesarios con la 
finalidad de asegurar la satisfacción de sus necesidades básicas en condiciones de dignidad, 
sin perjuicio, en tanto que extranjeros, de lo establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, y en 
su normativa de desarrollo.

2. Los servicios sociales y de acogida específicamente destinados a las personas 
solicitantes de protección internacional se determinarán reglamentariamente por el Ministerio 
competente.

3. Si se comprobara que la persona solicitante dispone de suficientes medios de acuerdo 
con la normativa vigente, para cubrir los costes inherentes a los servicios y prestaciones 
reservados a personas que carezcan de recursos económicos, se procederá a la 
reclamación de su reembolso.
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Artículo 31.  Acogida de los solicitantes de protección internacional.

1. Los servicios de acogida, su definición, disponibilidad, programas y servicios, 
específicamente destinados a aquellas personas que soliciten protección internacional, se 
determinarán reglamentariamente por el Ministerio competente para atender las necesidades 
básicas de estas personas. La acogida se realizará, principalmente, a través de los centros 
propios del Ministerio competente y de aquéllos que sean subvencionados a organizaciones 
no gubernamentales.

Los servicios, ayudas y prestaciones del programa de acogida podrán ser diferentes 
cuando así lo requiera el procedimiento de asilo o sea conveniente la evaluación de las 
necesidades de la persona solicitante o se encuentre detenida o en las dependencias de un 
puesto fronterizo.

2. Se adoptarán, con el acuerdo de los interesados, las medidas necesarias para 
mantener la unidad de la familia, integrada por los miembros enumerados en el artículo 40 
de esta Ley, tal y como se encuentre presente en el territorio español, siempre que se 
reúnan los requisitos que se señalan en la presente Ley.

Artículo 32.  Autorización de trabajo a los solicitantes de protección internacional.

Las personas solicitantes de protección internacional serán autorizadas para trabajar en 
España en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 33.  Reducción o retirada de las condiciones de acogida.

1. El Ministerio competente en el ejercicio de las competencias sobre servicios, ayudas y 
prestaciones de los diferentes programas de acogida, podrá reducir o retirar alguno o la 
totalidad de los servicios de acogida en los siguientes casos:

a) cuando la persona solicitante abandone el lugar de residencia asignado sin informar a 
la autoridad competente o, en caso de haberlo solicitado, sin permiso;

b) cuando la persona solicitante accediese a recursos económicos y pudiese hacer frente 
a la totalidad o parte de los costes de las condiciones de acogida o cuando hubiere ocultado 
sus recursos económicos, y, por tanto, se beneficie indebidamente de las prestaciones de 
acogida establecidas;

c) cuando se haya dictado resolución de la solicitud de protección internacional, y se 
haya notificado al interesado, salvo lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 36 de 
esta Ley;

d) cuando por acción u omisión se vulneren los derechos de otros residentes o del 
personal encargado de los centros donde estén acogidos o se dificulte gravemente la 
convivencia en ellos, de conformidad con lo establecido en las normas internas de los 
mismos;

e) cuando haya finalizado el periodo del programa o prestación autorizado.

2. Las personas solicitantes de protección internacional podrán ver reducidos o retirados 
los programas de ayudas del servicio de acogida, como consecuencia de las sanciones que 
se deriven de la comisión de alguna de las faltas enunciadas en el apartado primero de este 
artículo.

3. A los efectos del apartado anterior, el sistema de faltas y sanciones a aplicar en los 
centros de acogida será el que de forma reglamentaria establezca el Ministerio competente.

CAPÍTULO IV

Intervención del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR)

Artículo 34.  Intervención en el procedimiento de solicitud.

La presentación de las solicitudes de protección internacional se comunicará al ACNUR, 
quien podrá informarse de la situación de los expedientes, estar presente en las audiencias a 
la persona solicitante y presentar informes para su inclusión en el expediente.
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A estos efectos, tendrá acceso a las personas solicitantes, incluidas las que se 
encuentren en dependencias fronterizas o en centros de internamiento de extranjeros o 
penitenciarios.

Artículo 35.  Intervención en la tramitación de protección internacional.

1. El representante en España del ACNUR será convocado a las sesiones de la 
Comisión Interministerial de Asilo y Refugio.

2. Asimismo será informado inmediatamente de la presentación de las solicitudes en 
frontera y podrá entrevistarse, si lo desea, con los solicitantes. Con carácter previo a dictarse 
las resoluciones que sobre estas solicitudes prevén los apartados primero, segundo y tercero 
del artículo 21 de la presente Ley, se dará audiencia al ACNUR.

3. En los casos que se tramiten las solicitudes mediante el procedimiento de urgencia, y 
en los casos de admisión a trámite del artículo 20, si la propuesta de resolución de la Oficina 
de Asilo y Refugio fuese desfavorable se dará un plazo de diez días al ACNUR para que, en 
su caso, informe.

CAPÍTULO V

De los efectos de la resolución

Artículo 36.  Efectos de la concesión del derecho de asilo o de protección subsidiaria.

1. La concesión del derecho de asilo o de la protección subsidiaria implicará el 
reconocimiento de los derechos establecidos en la Convención de Ginebra sobre el Estatuto 
de los Refugiados, en la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración, así como 
en la normativa de la Unión Europea, y, en todo caso:

a) la protección contra la devolución en los términos establecidos en los tratados 
internacionales firmados por España;

b) el acceso a la información sobre los derechos y obligaciones relacionados con el 
contenido de la protección internacional concedida, en una lengua que le sea comprensible a 
la persona beneficiaria de dicha protección;

c) la autorización de residencia y trabajo permanente, en los términos que establece la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social;

d) la expedición de documentos de identidad y viaje a quienes les sea reconocida la 
condición de refugiado, y, cuando sea necesario, para quienes se beneficien de la protección 
subsidiaria;

e) el acceso a los servicios públicos de empleo;
f) el acceso a la educación, a la asistencia sanitaria, a la vivienda, a la asistencia social y 

servicios sociales, a los derechos reconocidos por la legislación aplicable a las personas 
víctimas de violencia de género, en su caso, a la seguridad social y a los programas de 
integración, en las mismas condiciones que los españoles;

g) el acceso, en las mismas condiciones que los españoles, a la formación continua u 
ocupacional y al trabajo en prácticas, así como a los procedimientos de reconocimiento de 
diplomas y certificados académicos y profesionales y otras pruebas de calificaciones 
oficiales expedidas en el extranjero;

h) la libertad de circulación;
i) el acceso a los programas de integración con carácter general o específico que se 

establezcan;
j) el acceso a los programas de ayuda al retorno voluntario que puedan establecerse;
k) el mantenimiento de la unidad familiar en los términos previstos en la presente Ley y 

acceso a los programas de apoyo que a tal efecto puedan establecerse.

2. Con el fin de facilitar la integración de las personas con estatuto de protección 
internacional, se establecerán los programas necesarios, procurando la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación en su acceso a los servicios generales.

3. Las personas con estatuto de protección internacional podrán seguir beneficiándose 
de todos o algunos de los programas o prestaciones de que hubieran disfrutado con 
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anterioridad a la concesión del estatuto en aquellos casos en que circunstancias especiales 
así lo requieran, con sometimiento al régimen previsto para tales programas y prestaciones 
por el Ministerio de Trabajo e Inmigración.

4. En casos específicos, debido a dificultades sociales o económicas, las 
Administraciones Públicas podrán poner en marcha servicios complementarios a los 
sistemas públicos de acceso al empleo, a la vivienda y a los servicios educativos generales, 
así como servicios especializados de interpretación y traducción de documentos, ayudas 
permanentes para ancianos y personas con discapacidad y ayudas económicas de 
emergencia.

Artículo 37.  Efectos de las resoluciones denegatorias.

La no admisión a trámite o la denegación de las solicitudes de protección internacional 
determinarán, según corresponda, el retorno, la devolución, la expulsión, la salida obligatoria 
del territorio español o el traslado al territorio del Estado responsable del examen de la 
solicitud de asilo de las personas que lo solicitaron, salvo que, de acuerdo con la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y su normativa de desarrollo, se dé alguno de los 
siguientes supuestos:

a) que la persona interesada reúna los requisitos para permanecer en España en 
situación de estancia o residencia;

b) que se autorice su estancia o residencia en España por razones humanitarias 
determinadas en la normativa vigente.

CAPÍTULO VI

Solicitudes de protección internacional en Embajadas y Consulados

Artículo 38.  Solicitudes de protección internacional en Embajadas y Consulados.

Con el fin de atender casos que se presenten fuera del territorio nacional, siempre y 
cuando el solicitante no sea nacional del país en que se encuentre la Representación 
diplomática y corra peligro su integridad física, los Embajadores de España podrán promover 
el traslado del o de los solicitantes de asilo a España para hacer posible la presentación de 
la solicitud conforme al procedimiento previsto en esta Ley.

El Reglamento de desarrollo de esta Ley determinará expresamente las condiciones de 
acceso a las Embajadas y Consulados de los solicitantes, así como el procedimiento para 
evaluar las necesidades de traslado a España de los mismos.

TÍTULO III

De la unidad familiar de las personas beneficiarias de protección internacional

Artículo 39.  Mantenimiento de la unidad familiar.

1. Se garantizará el mantenimiento de la familia de las personas refugiadas y 
beneficiarias de protección subsidiaria en los términos previstos los artículos 40 y 41 de la 
presente Ley.

2. Cuando, durante la tramitación de una solicitud de protección internacional, los 
miembros de la familia de la persona interesada a los que se hace referencia en el artículo 
40 se encontrasen también en España, y no hubiesen presentado una solicitud 
independiente de protección internacional, se les autorizará la residencia en España con 
carácter provisional, condicionada a la resolución de la solicitud de protección internacional y 
en los términos que reglamentariamente se determinen.

Artículo 40.  Extensión familiar del derecho de asilo o de la protección subsidiaria.

1. El restablecimiento de la unidad familiar de las personas refugiadas y beneficiarias de 
protección subsidiaria podrá garantizarse mediante la concesión, respectivamente, del 
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derecho de asilo o de la protección subsidiaria por extensión familiar, en los siguientes 
supuestos:

a) Los ascendientes en primer grado que acreditasen la dependencia y sus 
descendientes en primer grado que fueran menores de edad, quedando exceptuado el 
derecho a la extensión familiar en los supuestos de distinta nacionalidad.

Las relaciones familiares de los ascendientes y descendientes deberán establecerse 
mediante las pruebas científicas que sean necesarias, en los casos donde no pueda 
determinarse sin dudas esa relación de parentesco.

b) El cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad y convivencia, salvo 
los supuestos de divorcio, separación legal, separación de hecho, distinta nacionalidad o 
concesión del estatuto de refugiado por razón de género, cuando en el expediente de la 
solicitud quede acreditado que la persona ha sufrido o tenido fundados temores de sufrir 
persecución singularizada por violencia de género por parte de su cónyuge o conviviente.

c) Otro adulto que sea responsable del beneficiario de protección internacional, de 
acuerdo con la legislación española vigente, cuando dicho beneficiario sea un menor no 
casado.

d) Podrá también concederse asilo o protección subsidiaria por extensión familiar a otros 
miembros de la familia de la persona refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria 
siempre que resulte suficientemente establecida la dependencia respecto de aquellas y la 
existencia de convivencia previa en el país de origen.

2. La Oficina de Asilo y Refugio tramitará las solicitudes de extensión familiar 
presentadas. Una vez instruidas se procederá, previo estudio en la Comisión interministerial 
de Asilo y Refugio, a elevar la propuesta de resolución al Ministro del Interior, quien 
resolverá.

3. La resolución por la que se acuerde la concesión del derecho de asilo o de la 
protección subsidiaria por extensión familiar conllevará para los beneficiarios los efectos 
previstos en el artículo 36.

4. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a las 
personas incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 y en los 
artículos 9, 11 y 12 de la presente ley.

Artículo 41.  Reagrupación familiar.

1. Las personas refugiadas y beneficiarias de protección subsidiaria podrán optar por 
reagrupar a las enumeradas en el artículo anterior, aun cuando ya se encontrasen en 
España, sin solicitar la extensión del estatuto de que disfruten. Esta reagrupación será 
siempre aplicable cuando los beneficiarios sean de nacionalidad distinta a la persona 
refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria.

2. En este supuesto, que se desarrollará reglamentariamente, no se exigirá a los 
refugiados o beneficiarios de la protección subsidiaria, ni tampoco a los beneficiarios de la 
reagrupación familiar, los requisitos establecidos en la normativa vigente de extranjería e 
inmigración.

3. La resolución por la que se acuerde la reagrupación familiar implicará la concesión de 
autorización de residencia y, en su caso, de trabajo, de análoga validez a la de la persona 
reagrupante.

4. La reagrupación familiar será ejercitable una sola vez, sin que las personas que 
hubiesen sido reagrupadas y obtenido autorización para residir en España en virtud de lo 
dispuesto en el apartado anterior puedan solicitar reagrupaciones sucesivas de sus 
familiares.

5. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a las 
personas incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 y en los 
artículos 9, 11 y 12 de la presente Ley.
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TÍTULO IV

Del cese y la revocación de la protección internacional

Artículo 42.  Cese del estatuto de refugiado.

1. Cesarán en la condición de refugiados quienes:

a) expresamente así lo soliciten;
b) se hayan acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de su 

nacionalidad;
c) habiendo perdido su nacionalidad, la hayan recobrado voluntariamente;
d) hayan adquirido una nueva nacionalidad y disfruten de la protección del país de su 

nueva nacionalidad;
e) se hayan establecido, de nuevo, voluntariamente, en el país que habían abandonado, 

o fuera del cual habían permanecido, por temor a ser perseguidos;
f) hayan abandonado el territorio español y fijado su residencia en otro país;
g) no puedan continuar negándose a la protección del país de su nacionalidad por haber 

desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fueron reconocidos como refugiados; 
el Estado español tendrá en cuenta si el cambio de circunstancias es lo suficientemente 
significativo, sin ser de carácter temporal, como para dejar de considerar fundados los 
temores del refugiado a ser perseguido;

h) no teniendo nacionalidad, puedan regresar al país de su anterior residencia habitual 
por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fueron reconocidos como 
refugiados.

2. El cese en la condición de refugiado no impedirá la continuación de la residencia en 
España conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. A estos 
efectos se tendrá en cuenta el período de tiempo que los interesados hayan residido 
legalmente en nuestro país.

Artículo 43.  Cese de la protección subsidiaria.

1. La protección subsidiaria cesará cuando:

a) se solicite expresamente por la persona beneficiaria;
b) la persona beneficiaria haya abandonado el territorio español y fijado su residencia en 

otro país;
c) las circunstancias que condujeron a su concesión dejen de existir o cambien de tal 

forma que dicha protección ya no sea necesaria. El Estado español tendrá en cuenta si el 
cambio de circunstancias es lo suficientemente significativo, sin ser de carácter temporal, 
como para que la persona con derecho a protección subsidiaria ya no corra un riesgo real de 
sufrir daños graves.

2. El cese en la protección subsidiaria no impedirá la continuación de la residencia en 
España conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. A estos 
efectos se tendrá en cuenta el período que los interesados hayan residido legalmente en 
nuestro país.

Artículo 44.  Revocación.

1. Procederá la revocación del estatuto de refugiado o del estatuto de protección 
subsidiaria cuando:

a) concurra alguno de los supuestos de exclusión previstos en los artículos 8, 9, 11 y 12 
de esta Ley;

b) la persona beneficiaria haya tergiversado u omitido hechos, incluido el uso de 
documentos falsos, que fueron decisivos para la concesión del estatuto de refugiado o de 
protección subsidiaria;

c) la persona beneficiaria constituya, por razones fundadas, un peligro para la seguridad 
de España, o que, habiendo sido condenada por sentencia firme por delito grave, constituya 
una amenaza para la comunidad.
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2. La revocación de la protección internacional conllevará la inmediata aplicación de la 
normativa vigente en materia de extranjería e inmigración, y, cuando así procediera, la 
tramitación del correspondiente expediente administrativo sancionador para la expulsión del 
territorio nacional de la persona interesada, de conformidad con lo previsto en el artículo 57 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y en su normativa de desarrollo.

3. A los efectos previstos en el apartado anterior, la Oficina de Asilo y Refugio dará 
traslado inmediato de la revocación al órgano competente para incoar el correspondiente 
expediente sancionador.

4. No obstante lo dispuesto en los anteriores apartados, ninguna revocación ni eventual 
expulsión posterior podrá determinar el envío de los interesados a un país en el que exista 
peligro para su vida o su libertad o en el que estén expuestos a tortura o a tratos inhumanos 
o degradantes o, en su caso, en el que carezca de protección efectiva contra la devolución al 
país perseguidor o de riesgo.

Artículo 45.  Procedimientos para el cese y la revocación.

1. La Oficina de Asilo y Refugio iniciará, de oficio o a instancia de parte, cuando concurra 
causa legal suficiente, los procedimientos de cese y revocación de la protección 
internacional concedida, haciéndoselo saber a los interesados.

2. En los supuestos de cese y revocación del estatuto de refugiado y de la protección 
subsidiaria, la persona afectada disfrutará, además de las previstas en el artículo 17, de las 
siguientes garantías:

a) que sea informada por escrito de que se está reconsiderando su derecho de asilo o de 
protección subsidiaria, así como de los motivos de dicha reconsideración;

b) que le sea otorgado trámite de audiencia para la formulación de alegaciones.
c) que la autoridad competente pueda obtener información precisa y actualizada de 

diversas fuentes, como por ejemplo, cuando proceda, del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR), sobre la situación general existente en los países de 
origen de las personas afectadas, y

d) que cuando se recopile información sobre el caso concreto con objeto de reconsiderar 
el estatuto de refugiado, dicha información no se obtenga de los responsables de la 
persecución de modo tal que dé lugar a que dichos responsables sean informados 
directamente de que la persona interesada es un refugiado cuyo estatuto está siendo 
reconsiderado, ni se ponga en peligro la integridad física de la persona interesada y de las 
personas a su cargo, ni la libertad y la seguridad de sus familiares que aún vivan en el país 
de origen.

3. A la vista de las actuaciones practicadas en la tramitación del expediente, la Oficina de 
Asilo y Refugio podrá archivar el expediente, si no fuesen fundadas las causas de cese o 
revocación inicialmente advertidas.

4. Completado el expediente de cese o revocación, el mismo será remitido por la Oficina 
de Asilo y Refugio a la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio. Si ésta entendiese que 
no concurren causas suficientes para proceder a la declaración de cese o revocación, 
ordenará el archivo del expediente.

5. Si, por el contrario, a criterio de la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio 
procediese el cese o la revocación, aquélla elevará la propuesta de resolución al Ministro del 
Interior, que será quien resuelva.

6. Los ceses y revocaciones conllevarán el cese en el disfrute de todos los derechos 
inherentes a la condición de refugiado o persona beneficiaria de protección subsidiaria.

7. El plazo para la notificación de las resoluciones recaídas en estos procedimientos será 
de seis meses a partir de la presentación de la solicitud por la persona interesada o de la 
notificación del acuerdo de incoación del procedimiento de cese o revocación. Concluido 
dicho plazo, y habida cuenta de las suspensiones o ampliaciones que fuesen aplicables, se 
tendrá por caducado el expediente, procediéndose de oficio a su archivo.

8. Las resoluciones previstas en este Título pondrán fin a la vía administrativa y serán 
susceptibles de recurso de reposición con carácter potestativo ante el Ministro del Interior y 
de recurso contencioso-administrativo.
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TÍTULO V

De los menores y otras personas vulnerables

Artículo 46.  Régimen general de protección.

1. En el marco de la presente Ley, y en los términos en que se desarrolle 
reglamentariamente, se tendrá en cuenta la situación específica de las personas solicitantes 
o beneficiarias de protección internacional en situación de vulnerabilidad, tales como 
menores, menores no acompañados, personas con discapacidad, personas de edad 
avanzada, mujeres embarazadas, familias monoparentales con menores de edad, personas 
que hayan padecido torturas, violaciones u otras formas graves de violencia psicológica o 
física o sexual y víctimas de trata de seres humanos.

2. Dada su situación de especial vulnerabilidad, se adoptarán las medidas necesarias 
para dar un tratamiento diferenciado, cuando sea preciso, a las solicitudes de protección 
internacional que efectúen las personas a las que se refiere el apartado anterior. Asimismo, 
se dará un tratamiento específico a aquéllas que, por sus características personales, puedan 
haber sido objeto de persecución por varios de los motivos previstos en la presente Ley.

3. Por razones humanitarias distintas de las señaladas en el estatuto de protección 
subsidiaria, se podrá autorizar la permanencia de la persona solicitante de protección 
internacional en España en los términos previstos por la normativa vigente en materia de 
extranjería e inmigración.

Artículo 47.  Menores.

Los menores solicitantes de protección internacional que hayan sido víctimas de 
cualquier forma de abuso, negligencia, explotación, tortura, trato cruel, inhumano, o 
degradante, o que hayan sido víctimas de conflictos armados recibirán la asistencia sanitaria 
y psicológica adecuada y la asistencia cualificada que precisen.

Artículo 48.  Menores no acompañados.

1. Los menores no acompañados solicitantes de protección internacional serán remitidos 
a los servicios competentes en materia de protección de menores y el hecho se pondrá en 
conocimiento del Ministerio Fiscal.

2. En los supuestos en los que la minoría de edad no pueda ser establecida con 
seguridad, se pondrá el hecho en conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que 
dispondrá lo necesario para la determinación de la edad del presunto menor, para lo que 
colaborarán las instituciones sanitarias oportunas que, con carácter prioritario y urgente, 
realizarán las pruebas científicas necesarias. La negativa a someterse a tal reconocimiento 
médico no impedirá que se dicte resolución sobre la solicitud de protección internacional. 
Determinada la edad, si se tratase de una persona menor de edad, el Ministerio Fiscal lo 
pondrá a disposición de los servicios competentes de protección de menores.

3. De forma inmediata se adoptarán medidas para asegurar que el representante de la 
persona menor de edad, nombrado de acuerdo con la legislación vigente en materia de 
protección de menores, actúe en nombre del menor de edad no acompañado y le asista con 
respecto al examen de la solicitud de protección internacional.

Disposición Adicional Primera.  Reasentamiento.

El marco de protección previsto en la presente Ley será de aplicación a las personas 
acogidas en España en virtud de programas de Reasentamiento elaborados por el Gobierno 
de la Nación, en colaboración con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados, y, en su caso, otras Organizaciones Internacionales relevantes. El Consejo de 
Ministros, a propuesta de los Ministros del Interior y de Trabajo e Inmigración, oída la 
Comisión Interministerial de Asilo y Refugio, acordará anualmente el número de personas 
que podrán ser objeto de reasentamiento en España en virtud de estos programas.

Los refugiados reasentados en España tendrán el mismo estatuto que los refugiados 
reconocidos en virtud de las disposiciones de la presente Ley.
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Disposición Adicional Segunda.  Desplazados.

La protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas será la 
prevista en el Reglamento sobre régimen de protección temporal en caso de afluencia 
masiva de personas desplazadas, aprobado por el Real Decreto 1325/2003, de 24 de 
octubre.

Disposición Adicional Tercera.  Formación.

La Administración General del Estado velará por que los empleados públicos y demás 
personas que se ocupen de los solicitantes de protección internacional, refugiados y 
personas beneficiarias de protección subsidiaria, dispongan de la formación adecuada. A 
estos efectos, los Ministerios competentes elaborarán programas formativos que les 
permitan adquirir las capacidades necesarias para el desempeño de los puestos de trabajo.

Disposición Adicional Cuarta.  Cooperación con otras Administraciones Públicas.

Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivas competencias en los 
ámbitos sanitario, educativo y social gestionarán los servicios y programas específicamente 
destinados a las personas solicitantes de asilo, en coordinación y cooperación con la 
Administración General del Estado.

Asimismo, facilitarán el acceso a la información respecto de los recursos sociales 
específicos para este colectivo, así como sobre las diferentes organizaciones de atención 
especializada a personas solicitantes de asilo.

Disposición Adicional Quinta.  Cooperación en el marco de la Unión Europea.

Las autoridades españolas, en el marco de la presente Ley, adoptarán todas las medidas 
necesarias, con objeto de reforzar el sistema europeo común de asilo y de protección 
internacional.

Disposición Adicional Sexta.  Colaboración con las Organizaciones No Gubernamentales.

Los poderes públicos promoverán la actividad de las asociaciones no lucrativas 
legalmente reconocidas entre cuyos objetivos figuren el asesoramiento y ayuda a las 
personas necesitadas de protección internacional. Sus informes se incorporarán a los 
oportunos expedientes de solicitudes de protección internacional incoados por el Ministerio 
del Interior.

Disposición Adicional Séptima.  Normativa supletoria en materia de procedimiento.

En lo no previsto en materia de procedimiento en la presente Ley, será de aplicación con 
carácter supletorio la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Disposición Adicional Octava.  Informe Anual.

El Gobierno remitirá a las Cortes Generales un informe anual sobre el número de 
personas que han solicitado asilo o protección subsidiaria, el número de personas a las que 
les ha sido concedido o denegado tal estatuto, así como del número de reasentamientos que 
se hayan efectuado y número de personas beneficiarias de la reagrupación familiar; ceses y 
revocaciones y situación específica de menores u otras personas vulnerables.

Disposición Transitoria Primera.  Normativa aplicable a los procedimientos en curso.

Los procedimientos administrativos en tramitación a la entrada en vigor de esta Ley se 
instruirán y resolverán de acuerdo con lo previsto en ella, salvo que los interesados soliciten 
expresamente la aplicación de la normativa vigente en el momento de presentación de la 
solicitud, por considerarlo más favorable a sus intereses.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 23



Disposición Transitoria Segunda.  Normativa aplicable a las personas autorizadas a residir 
en España por razones humanitarias.

Las personas que hubieran obtenido una autorización para permanecer en España por 
razones humanitarias conforme a lo previsto en el artículo 17.2 de la Ley 5/1984, de 26 de 
marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, y en los términos de 
lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 31 de su Reglamento de aplicación, aprobado 
por el Real Decreto 203/1995, de 10 de febrero, podrán beneficiarse del derecho a la 
protección subsidiaria previsto en esta Ley.

Disposición Derogatoria Única.  Derogación normativa.

Queda derogada la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la 
condición de refugiado, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en esta Ley.

Disposición Final Primera.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.2ª de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el derecho de asilo.

Disposición Final Segunda.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley se incorporan al Derecho español la Directiva 2003/86/CE, del 
Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho a la reagrupación familiar; la Directiva 
2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas 
a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o 
apátridas como refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional, y 
al contenido de la protección concedida; y la Directiva 2005/85/CE, del Consejo, de 1 de 
diciembre, sobre normas mínimas para los procedimientos que deben aplicar los Estados 
miembros para conceder o retirar la condición de refugiado.

Disposición Final Tercera.  Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Gobierno para dictar, en el plazo de seis meses, cuantas disposiciones de 
carácter reglamentario exija el desarrollo de la presente Ley.

Disposición Final Cuarta.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 
del Estado.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta Ley.

Madrid, 30 de octubre de 2009.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
Más información en info@boe.es

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 24



Ein Service des Bundesministeriums der Justiz und für Verbraucherschutz
in Zusammenarbeit mit der juris GmbH - www.juris.de

- Seite 1 von 46 -

Asylgesetz (AsylG)
AsylG

Ausfertigungsdatum: 26.06.1992

Vollzitat:

"Asylgesetz in der Fassung der Bekanntmachung vom 2. September 2008 (BGBl. I S. 1798), das durch Artikel 2
Absatz 2 des Gesetzes vom 4. November 2016 (BGBl. I S. 2460) geändert worden ist"

Stand: Neugefasst durch Bek. v. 2.9.2008 I 1798;
  zuletzt geändert durch Art. 2 G v. 11.3.2016 I 394
Hinweis: Änderung durch Art. 6 G v. 31.7.2016 I 1939 (Nr. 39) textlich nachgewiesen, dokumentarisch noch

nicht abschließend bearbeitet
  Änderung durch Art. 2 Abs. 2 G v. 4.11.2016 I 2460 (Nr. 52) noch nicht berücksichtigt
Dieses G ersetzt das G 26-5 v. 16.7.1982 I 946 (AsylVfG)

Dieses Gesetz dient der Umsetzung folgender Richtlinien:
1.   Richtlinie 2003/9/EG des Rates vom 27. Januar 2003 zur Festlegung von Mindestnormen für die Aufnahme

von Asylbewerbern in den Mitgliedstaaten der Europäischen Union (ABl. EU Nr. L 31 S. 18),
 

2.   Richtlinie 2004/83/EG des Rates vom 29. April 2004 über Mindestnormen für die Anerkennung und den
Status von Drittstaatsangehörigen oder Staatenlosen als Flüchtlinge oder als Personen, die anderweitig
internationalen Schutz benötigen, und über den Inhalt des zu gewährenden Schutzes (Abl. EU Nr. L 304 S.
12),
 

3.   Richtlinie 2005/85/EG des Rates vom 1. Dezember 2005 über Mindestnormen für Verfahren in den
Mitgliedstaaten zur Zuerkennung und Aberkennung der Flüchtlingseigenschaft (ABl. EU Nr. L 326 S. 13).
 

Fußnote

(+++ Textnachweis ab: 1.7.1992 +++)
 
 
Das G wurde als Artikel 1 G 26-7/1 v. 26.6.1992 I 1126 (AsylVfGNG) vom Bundestag mit der Mehrheit seiner
Mitglieder und mit Zustimmung des Bundesrates beschlossen und ist gem. Art. 7 Satz 1 dieses G am 1.7.1992 in
Kraft getreten.

 
(+++ Amtliche Hinweise des Normgebers auf EG-Recht: Umsetzung der EGRL 9/2003 (CELEX Nr: 303L0009)
EGRL 83/2004 (CELEX Nr: 304L0083) EGRL 85/2005 (CELEX Nr: 305L0085) vgl. Bek. v. 2.9.2008I 1798 +++)
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Abschnitt 1
Geltungsbereich
§ 1 Geltungsbereich

(1) Dieses Gesetz gilt für Ausländer, die Folgendes beantragen:
1.   Schutz vor politischer Verfolgung nach Artikel 16a Absatz 1 des Grundgesetzes oder

 

2.   internationalen Schutz nach der Richtlinie 2011/95/EU des Europäischen Parlaments und des Rates vom
13. Dezember 2011 über Normen für die Anerkennung von Drittstaatsangehörigen oder Staatenlosen als
Personen mit Anspruch auf internationalen Schutz, für einen einheitlichen Status für Flüchtlinge oder für
Personen mit Anrecht auf subsidiären Schutz und für den Inhalt des zu gewährenden Schutzes (ABl. L 337
vom 20.12.2011, S. 9); der internationale Schutz im Sinne der Richtlinie 2011/95/EU umfasst den Schutz
vor Verfolgung nach dem Abkommen vom 28. Juli 1951 über die Rechtsstellung der Flüchtlinge (BGBl.
1953 II S. 559, 560) und den subsidiären Schutz im Sinne der Richtlinie; der nach Maßgabe der Richtlinie
2004/83/EG des Rates vom 29. April 2004 über Mindestnormen für die Anerkennung und den Status von
Drittstaatsangehörigen oder Staatenlosen als Flüchtlinge oder als Personen, die anderweitig internationalen
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Schutz benötigen, und über den Inhalt des zu gewährenden Schutzes (ABl. L 304 vom 30.9.2004, S. 12)
gewährte internationale Schutz steht dem internationalen Schutz im Sinne der Richtlinie 2011/95/EU gleich;
§ 104 Absatz 9 des Aufenthaltsgesetzes bleibt unberührt.
 

(2) Dieses Gesetz gilt nicht für heimatlose Ausländer im Sinne des Gesetzes über die Rechtsstellung heimatloser
Ausländer im Bundesgebiet in der im Bundesgesetzblatt Teil III, Gliederungsnummer 243-1, veröffentlichten
bereinigten Fassung in der jeweils geltenden Fassung.

Abschnitt 2
Schutzgewährung

Unterabschnitt 1
Asyl
§ 2 Rechtsstellung Asylberechtigter

(1) Asylberechtigte genießen im Bundesgebiet die Rechtsstellung nach dem Abkommen über die Rechtsstellung
der Flüchtlinge.

(2) Unberührt bleiben die Vorschriften, die den Asylberechtigten eine günstigere Rechtsstellung einräumen.

(3) Ausländer, denen bis zum Wirksamwerden des Beitritts in dem in Artikel 3 des Einigungsvertrages genannten
Gebiet Asyl gewährt worden ist, gelten als Asylberechtigte.

Unterabschnitt 2
Internationaler Schutz
§ 3 Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft

(1) Ein Ausländer ist Flüchtling im Sinne des Abkommens vom 28. Juli 1951 über die Rechtsstellung der
Flüchtlinge (BGBl. 1953 II S. 559, 560), wenn er sich
1.   aus begründeter Furcht vor Verfolgung wegen seiner Rasse, Religion, Nationalität, politischen Überzeugung

oder Zugehörigkeit zu einer bestimmten sozialen Gruppe
 

2.   außerhalb des Landes (Herkunftsland) befindet,
a)   dessen Staatsangehörigkeit er besitzt und dessen Schutz er nicht in Anspruch nehmen kann oder wegen

dieser Furcht nicht in Anspruch nehmen will oder
 

b)   in dem er als Staatenloser seinen vorherigen gewöhnlichen Aufenthalt hatte und in das er nicht
zurückkehren kann oder wegen dieser Furcht nicht zurückkehren will.
 

 

(2) Ein Ausländer ist nicht Flüchtling nach Absatz 1, wenn aus schwerwiegenden Gründen die Annahme
gerechtfertigt ist, dass er
1.   ein Verbrechen gegen den Frieden, ein Kriegsverbrechen oder ein Verbrechen gegen die Menschlichkeit

begangen hat im Sinne der internationalen Vertragswerke, die ausgearbeitet worden sind, um
Bestimmungen bezüglich dieser Verbrechen zu treffen,
 

2.   vor seiner Aufnahme als Flüchtling eine schwere nichtpolitische Straftat außerhalb des Bundesgebiets
begangen hat, insbesondere eine grausame Handlung, auch wenn mit ihr vorgeblich politische Ziele verfolgt
wurden, oder
 

3.   den Zielen und Grundsätzen der Vereinten Nationen zuwidergehandelt hat.
 

Satz 1 gilt auch für Ausländer, die andere zu den darin genannten Straftaten oder Handlungen angestiftet oder
sich in sonstiger Weise daran beteiligt haben.

(3) Ein Ausländer ist auch nicht Flüchtling nach Absatz 1, wenn er den Schutz oder Beistand einer Organisation
oder einer Einrichtung der Vereinten Nationen mit Ausnahme des Hohen Kommissars der Vereinten Nationen
für Flüchtlinge nach Artikel 1 Abschnitt D des Abkommens über die Rechtsstellung der Flüchtlinge genießt.
Wird ein solcher Schutz oder Beistand nicht länger gewährt, ohne dass die Lage des Betroffenen gemäß den
einschlägigen Resolutionen der Generalversammlung der Vereinten Nationen endgültig geklärt worden ist, sind
die Absätze 1 und 2 anwendbar.
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(4) Einem Ausländer, der Flüchtling nach Absatz 1 ist, wird die Flüchtlingseigenschaft zuerkannt, es sei denn,
er erfüllt die Voraussetzungen des § 60 Abs. 8 Satz 1 des Aufenthaltsgesetzes oder das Bundesamt hat nach
§ 60 Absatz 8 Satz 3 des Aufenthaltsgesetzes von der Anwendung des § 60 Absatz 1 des Aufenthaltsgesetzes
abgesehen.

§ 3a Verfolgungshandlungen

(1) Als Verfolgung im Sinne des § 3 Absatz 1 gelten Handlungen, die
1.   auf Grund ihrer Art oder Wiederholung so gravierend sind, dass sie eine schwerwiegende Verletzung der

grundlegenden Menschenrechte darstellen, insbesondere der Rechte, von denen nach Artikel 15 Absatz 2
der Konvention vom 4. November 1950 zum Schutze der Menschenrechte und Grundfreiheiten (BGBl. 1952 II
S. 685, 953) keine Abweichung zulässig ist, oder
 

2.   in einer Kumulierung unterschiedlicher Maßnahmen, einschließlich einer Verletzung der Menschenrechte,
bestehen, die so gravierend ist, dass eine Person davon in ähnlicher wie der in Nummer 1 beschriebenen
Weise betroffen ist.
 

(2) Als Verfolgung im Sinne des Absatzes 1 können unter anderem die folgenden Handlungen gelten:
1.   die Anwendung physischer oder psychischer Gewalt, einschließlich sexueller Gewalt,

 

2.   gesetzliche, administrative, polizeiliche oder justizielle Maßnahmen, die als solche diskriminierend sind oder
in diskriminierender Weise angewandt werden,
 

3.   unverhältnismäßige oder diskriminierende Strafverfolgung oder Bestrafung,
 

4.   Verweigerung gerichtlichen Rechtsschutzes mit dem Ergebnis einer unverhältnismäßigen oder
diskriminierenden Bestrafung,
 

5.   Strafverfolgung oder Bestrafung wegen Verweigerung des Militärdienstes in einem Konflikt, wenn der
Militärdienst Verbrechen oder Handlungen umfassen würde, die unter die Ausschlussklauseln des § 3 Absatz
2 fallen,
 

6.   Handlungen, die an die Geschlechtszugehörigkeit anknüpfen oder gegen Kinder gerichtet sind.
 

(3) Zwischen den in § 3 Absatz 1 Nummer 1 in Verbindung mit den in § 3b genannten Verfolgungsgründen und
den in den Absätzen 1 und 2 als Verfolgung eingestuften Handlungen oder dem Fehlen von Schutz vor solchen
Handlungen muss eine Verknüpfung bestehen.

§ 3b Verfolgungsgründe

(1) Bei der Prüfung der Verfolgungsgründe nach § 3 Absatz 1 Nummer 1 ist Folgendes zu berücksichtigen:
1.   der Begriff der Rasse umfasst insbesondere die Aspekte Hautfarbe, Herkunft und Zugehörigkeit zu einer

bestimmten ethnischen Gruppe;
 

2.   der Begriff der Religion umfasst insbesondere theistische, nichttheistische und atheistische
Glaubensüberzeugungen, die Teilnahme oder Nichtteilnahme an religiösen Riten im privaten oder
öffentlichen Bereich, allein oder in Gemeinschaft mit anderen, sonstige religiöse Betätigungen oder
Meinungsäußerungen und Verhaltensweisen Einzelner oder einer Gemeinschaft, die sich auf eine religiöse
Überzeugung stützen oder nach dieser vorgeschrieben sind;
 

3.   der Begriff der Nationalität beschränkt sich nicht auf die Staatsangehörigkeit oder das Fehlen einer solchen,
sondern bezeichnet insbesondere auch die Zugehörigkeit zu einer Gruppe, die durch ihre kulturelle,
ethnische oder sprachliche Identität, gemeinsame geografische oder politische Herkunft oder ihre
Verwandtschaft mit der Bevölkerung eines anderen Staates bestimmt wird;
 

4.   eine Gruppe gilt insbesondere als eine bestimmte soziale Gruppe, wenn
a)   die Mitglieder dieser Gruppe angeborene Merkmale oder einen gemeinsamen Hintergrund, der nicht

verändert werden kann, gemein haben oder Merkmale oder eine Glaubensüberzeugung teilen, die so
bedeutsam für die Identität oder das Gewissen sind, dass der Betreffende nicht gezwungen werden
sollte, auf sie zu verzichten, und
 

b)   die Gruppe in dem betreffenden Land eine deutlich abgegrenzte Identität hat, da sie von der sie
umgebenden Gesellschaft als andersartig betrachtet wird;
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als eine bestimmte soziale Gruppe kann auch eine Gruppe gelten, die sich auf das gemeinsame Merkmal
der sexuellen Orientierung gründet; Handlungen, die nach deutschem Recht als strafbar gelten, fallen
nicht darunter; eine Verfolgung wegen der Zugehörigkeit zu einer bestimmten sozialen Gruppe kann auch
vorliegen, wenn sie allein an das Geschlecht oder die geschlechtliche Identität anknüpft;
 

5.   unter dem Begriff der politischen Überzeugung ist insbesondere zu verstehen, dass der Ausländer in einer
Angelegenheit, die die in § 3c genannten potenziellen Verfolger sowie deren Politiken oder Verfahren betrifft,
eine Meinung, Grundhaltung oder Überzeugung vertritt, wobei es unerheblich ist, ob er auf Grund dieser
Meinung, Grundhaltung oder Überzeugung tätig geworden ist.
 

(2) Bei der Bewertung der Frage, ob die Furcht eines Ausländers vor Verfolgung begründet ist, ist es unerheblich,
ob er tatsächlich die Merkmale der Rasse oder die religiösen, nationalen, sozialen oder politischen Merkmale
aufweist, die zur Verfolgung führen, sofern ihm diese Merkmale von seinem Verfolger zugeschrieben werden.

§ 3c Akteure, von denen Verfolgung ausgehen kann

Die Verfolgung kann ausgehen von
1.   dem Staat,

 

2.   Parteien oder Organisationen, die den Staat oder einen wesentlichen Teil des Staatsgebiets beherrschen,
oder
 

3.   nichtstaatlichen Akteuren, sofern die in den Nummern 1 und 2 genannten Akteure einschließlich
internationaler Organisationen erwiesenermaßen nicht in der Lage oder nicht willens sind, im Sinne
des § 3d Schutz vor Verfolgung zu bieten, und dies unabhängig davon, ob in dem Land eine staatliche
Herrschaftsmacht vorhanden ist oder nicht.
 

§ 3d Akteure, die Schutz bieten können

(1) Schutz vor Verfolgung kann nur geboten werden
1.   vom Staat oder

 

2.   von Parteien oder Organisationen einschließlich internationaler Organisationen, die den Staat oder einen
wesentlichen Teil des Staatsgebiets beherrschen,
 

sofern sie willens und in der Lage sind, Schutz gemäß Absatz 2 zu bieten.

(2) Der Schutz vor Verfolgung muss wirksam und darf nicht nur vorübergehender Art sein. Generell ist ein solcher
Schutz gewährleistet, wenn die in Absatz 1 genannten Akteure geeignete Schritte einleiten, um die Verfolgung zu
verhindern, beispielsweise durch wirksame Rechtsvorschriften zur Ermittlung, Strafverfolgung und Ahndung von
Handlungen, die eine Verfolgung darstellen, und wenn der Ausländer Zugang zu diesem Schutz hat.

(3) Bei der Beurteilung der Frage, ob eine internationale Organisation einen Staat oder einen wesentlichen Teil
seines Staatsgebiets beherrscht und den in Absatz 2 genannten Schutz bietet, sind etwaige in einschlägigen
Rechtsakten der Europäischen Union aufgestellte Leitlinien heranzuziehen.

§ 3e Interner Schutz

(1) Dem Ausländer wird die Flüchtlingseigenschaft nicht zuerkannt, wenn er
1.   in einem Teil seines Herkunftslandes keine begründete Furcht vor Verfolgung oder Zugang zu Schutz vor

Verfolgung nach § 3d hat und
 

2.   sicher und legal in diesen Landesteil reisen kann, dort aufgenommen wird und vernünftigerweise erwartet
werden kann, dass er sich dort niederlässt.
 

(2) Bei der Prüfung der Frage, ob ein Teil des Herkunftslandes die Voraussetzungen nach Absatz 1 erfüllt, sind
die dortigen allgemeinen Gegebenheiten und die persönlichen Umstände des Ausländers gemäß Artikel 4 der
Richtlinie 2011/95/EU zum Zeitpunkt der Entscheidung über den Antrag zu berücksichtigen. Zu diesem Zweck
sind genaue und aktuelle Informationen aus relevanten Quellen, wie etwa Informationen des Hohen Kommissars
der Vereinten Nationen für Flüchtlinge oder des Europäischen Unterstützungsbüros für Asylfragen, einzuholen.

§ 4 Subsidiärer Schutz
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(1) Ein Ausländer ist subsidiär Schutzberechtigter, wenn er stichhaltige Gründe für die Annahme vorgebracht hat,
dass ihm in seinem Herkunftsland ein ernsthafter Schaden droht. Als ernsthafter Schaden gilt:
1.   die Verhängung oder Vollstreckung der Todesstrafe,

 

2.   Folter oder unmenschliche oder erniedrigende Behandlung oder Bestrafung oder
 

3.   eine ernsthafte individuelle Bedrohung des Lebens oder der Unversehrtheit einer Zivilperson infolge
willkürlicher Gewalt im Rahmen eines internationalen oder innerstaatlichen bewaffneten Konflikts.
 

(2) Ein Ausländer ist von der Zuerkennung subsidiären Schutzes nach Absatz 1 ausgeschlossen, wenn
schwerwiegende Gründe die Annahme rechtfertigen, dass er
1.   ein Verbrechen gegen den Frieden, ein Kriegsverbrechen oder ein Verbrechen gegen die Menschlichkeit im

Sinne der internationalen Vertragswerke begangen hat, die ausgearbeitet worden sind, um Bestimmungen
bezüglich dieser Verbrechen festzulegen,
 

2.   eine schwere Straftat begangen hat,
 

3.   sich Handlungen zuschulden kommen lassen hat, die den Zielen und Grundsätzen der Vereinten Nationen,
wie sie in der Präambel und den Artikeln 1 und 2 der Charta der Vereinten Nationen (BGBl. 1973 II S. 430,
431) verankert sind, zuwiderlaufen oder
 

4.   eine Gefahr für die Allgemeinheit oder für die Sicherheit der Bundesrepublik Deutschland darstellt.
 

Diese Ausschlussgründe gelten auch für Ausländer, die andere zu den genannten Straftaten oder Handlungen
anstiften oder sich in sonstiger Weise daran beteiligen.

(3) Die §§ 3c bis 3e gelten entsprechend. An die Stelle der Verfolgung, des Schutzes vor Verfolgung
beziehungsweise der begründeten Furcht vor Verfolgung treten die Gefahr eines ernsthaften Schadens, der
Schutz vor einem ernsthaften Schaden beziehungsweise die tatsächliche Gefahr eines ernsthaften Schadens; an
die Stelle der Flüchtlingseigenschaft tritt der subsidiäre Schutz.

Abschnitt 3
Allgemeine Bestimmungen
§ 5 Bundesamt

(1) Über Asylanträge entscheidet das Bundesamt für Migration und Flüchtlinge (Bundesamt). Es ist nach
Maßgabe dieses Gesetzes auch für ausländerrechtliche Maßnahmen und Entscheidungen zuständig.

(2) Das Bundesministerium des Innern bestellt den Leiter des Bundesamtes. Dieser sorgt für die
ordnungsgemäße Organisation der Asylverfahren.

(3) Der Leiter des Bundesamtes soll bei jeder Zentralen Aufnahmeeinrichtung für Asylbewerber
(Aufnahmeeinrichtung) mit mindestens 1 000 dauerhaften Unterbringungsplätzen in Abstimmung mit dem Land
eine Außenstelle einrichten. Er kann in Abstimmung mit den Ländern weitere Außenstellen einrichten.

(4) Der Leiter des Bundesamtes kann mit den Ländern vereinbaren, ihm sachliche und personelle Mittel zur
notwendigen Erfüllung seiner Aufgaben in den Außenstellen zur Verfügung zu stellen. Die ihm zur Verfügung
gestellten Bediensteten unterliegen im gleichen Umfang seinen fachlichen Weisungen wie die Bediensteten des
Bundesamtes. Die näheren Einzelheiten sind in einer Verwaltungsvereinbarung zwischen dem Bund und dem
Land zu regeln.

(5) Der Leiter des Bundesamtes kann mit den Ländern vereinbaren, dass in einer Aufnahmeeinrichtung
Ausländer untergebracht werden, deren Verfahren beschleunigt nach § 30a bearbeitet werden sollen (besondere
Aufnahmeeinrichtungen). Das Bundesamt richtet Außenstellen bei den besonderen Aufnahmeeinrichtungen
nach Satz 1 ein oder ordnet sie diesen zu. Auf besondere Aufnahmeeinrichtungen finden die für
Aufnahmeeinrichtungen geltenden Regelungen Anwendung, soweit nicht in diesem Gesetz oder einer anderen
Rechtsvorschrift etwas anderes bestimmt wird.

§ 6 Verbindlichkeit asylrechtlicher Entscheidungen

Die Entscheidung über den Asylantrag ist in allen Angelegenheiten verbindlich, in denen die Anerkennung
als Asylberechtigter oder die Zuerkennung des internationalen Schutzes im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer
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2 rechtserheblich ist. Dies gilt nicht für das Auslieferungsverfahren sowie das Verfahren nach § 58a des
Aufenthaltsgesetzes.

§ 7 Erhebung personenbezogener Daten

(1) Die mit der Ausführung dieses Gesetzes betrauten Behörden dürfen zum Zwecke der Ausführung dieses
Gesetzes personenbezogene Daten erheben, soweit dies zur Erfüllung ihrer Aufgaben erforderlich ist. Daten im
Sinne des § 3 Abs. 9 des Bundesdatenschutzgesetzes sowie entsprechender Vorschriften der Datenschutzgesetze
der Länder dürfen erhoben werden, soweit dies im Einzelfall zur Aufgabenerfüllung erforderlich ist.

(2) Die Daten sind beim Betroffenen zu erheben. Sie dürfen auch ohne Mitwirkung des Betroffenen bei anderen
öffentlichen Stellen, ausländischen Behörden und nichtöffentlichen Stellen erhoben werden, wenn
1.   dieses Gesetz oder eine andere Rechtsvorschrift es vorsieht oder zwingend voraussetzt,

 

2.   es offensichtlich ist, dass es im Interesse des Betroffenen liegt und kein Grund zu der Annahme besteht,
dass er in Kenntnis der Erhebung seine Einwilligung verweigern würde,
 

3.   die Mitwirkung des Betroffenen nicht ausreicht oder einen unverhältnismäßigen Aufwand erfordern würde,
 

4.   die zu erfüllende Aufgabe ihrer Art nach eine Erhebung bei anderen Personen oder Stellen erforderlich macht
oder
 

5.   es zur Überprüfung der Angaben des Betroffenen erforderlich ist.
 

Nach Satz 2 Nr. 3 und 4 sowie bei ausländischen Behörden und nichtöffentlichen Stellen dürfen Daten nur
erhoben werden, wenn keine Anhaltspunkte dafür bestehen, dass überwiegende schutzwürdige Interessen des
Betroffenen beeinträchtigt werden.

(3) Die Asylverfahrensakten des Bundesamtes sind spätestens zehn Jahre nach unanfechtbarem Abschluss
des Asylverfahrens zu vernichten sowie in den Datenverarbeitungssystemen des Bundesamtes zu löschen. Die
Fristen zur Vernichtung und Löschung aufgrund anderer Vorschriften bleiben davon unberührt.

§ 8 Übermittlung personenbezogener Daten

(1) Öffentliche Stellen haben auf Ersuchen (§ 7 Abs. 1) den mit der Ausführung dieses Gesetzes
betrauten Behörden ihnen bekannt gewordene Umstände mitzuteilen, soweit besondere gesetzliche
Verwendungsregelungen oder überwiegende schutzwürdige Interessen des Betroffenen nicht entgegenstehen.

(1a) Die für die Einleitung eines Strafverfahrens zuständigen Stellen haben in Strafsachen gegen den Betroffenen
das Bundesamt unverzüglich zu unterrichten über
1.   die Erhebung der öffentlichen Klage, wenn eine Freiheitsstrafe von mindestens drei Jahren zu erwarten ist,

 

2.   die Erhebung der öffentlichen Klage wegen einer oder mehrerer vorsätzlicher Straftaten gegen das Leben,
die körperliche Unversehrtheit, die sexuelle Selbstbestimmung, das Eigentum oder wegen Widerstands
gegen Vollstreckungsbeamte, sofern die Straftat mit Gewalt, unter Anwendung von Drohung mit Gefahr für
Leib oder Leben oder mit List begangen worden ist, wenn eine Freiheits- oder Jugendstrafe von mindestens
einem Jahr zu erwarten ist, und
 

3.   die Erledigung eines Strafverfahrens
a)   durch eine rechtskräftige Verurteilung zu einer Freiheitsstrafe von mindestens drei Jahren,

 

b)   durch eine rechtskräftige Verurteilung zu einer Freiheits- oder Jugendstrafe von mindestens einem Jahr
wegen einer oder mehrerer vorsätzlicher Straftaten gegen das Leben, die körperliche Unversehrtheit,
die sexuelle Selbstbestimmung, das Eigentum oder wegen Widerstands gegen Vollstreckungsbeamte,
sofern die Straftat mit Gewalt, unter Anwendung von Drohung mit Gefahr für Leib oder Leben oder mit
List begangen worden ist, oder
 

c)   in sonstiger Weise im Falle einer vorausgegangenen Unterrichtung nach Nummer 1 oder 2.
 

 

(1b) Die oberste Landesbehörde oder die von ihr bestimmte Stelle kann dem Bundesamt personenbezogene
Informationen über körperliche, seelische, geistige oder Sinnesbeeinträchtigungen eines Ausländers übermitteln,
deren Kenntnis für das Bundesamt zur ordnungsgemäßen Durchführung der Anhörung erforderlich ist. Die Daten
dürfen nur zu diesem Zweck verwendet werden und sind anschließend zu löschen.
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(2) Die zuständigen Behörden unterrichten das Bundesamt unverzüglich über ein förmliches
Auslieferungsersuchen und ein mit der Ankündigung des Auslieferungsersuchens verbundenes
Festnahmeersuchen eines anderen Staates sowie über den Abschluss des Auslieferungsverfahrens, wenn der
Ausländer einen Asylantrag gestellt hat.

(2a) Die mit der Ausführung dieses Gesetzes betrauten Behörden teilen Umstände und Maßnahmen nach
diesem Gesetz, deren Kenntnis für die Leistung an Leistungsberechtigte des Asylbewerberleistungsgesetzes
erforderlich ist, sowie die ihnen mitgeteilten Erteilungen von Arbeitserlaubnissen an diese Personen und
Angaben über das Erlöschen, den Widerruf oder die Rücknahme der Arbeitserlaubnisse den nach § 10 des
Asylbewerberleistungsgesetzes zuständigen Behörden mit.

(3) Die nach diesem Gesetz erhobenen Daten dürfen auch zum Zwecke der Ausführung des Aufenthaltsgesetzes
und der gesundheitlichen Betreuung und Versorgung von Asylbewerbern sowie für Maßnahmen der
Strafverfolgung und auf Ersuchen zur Verfolgung von Ordnungswidrigkeiten den damit betrauten öffentlichen
Stellen, soweit es zur Erfüllung der in ihrer Zuständigkeit liegenden Aufgaben erforderlich ist, übermittelt
und von diesen dafür verarbeitet und genutzt werden. Sie dürfen an eine in § 35 Abs. 1 des Ersten Buches
Sozialgesetzbuch genannte Stelle übermittelt und von dieser verarbeitet und genutzt werden, soweit dies
für die Aufdeckung und Verfolgung von unberechtigtem Bezug von Leistungen nach dem Zwölften Buch
Sozialgesetzbuch, von Leistungen der Kranken- und Unfallversicherungsträger oder von Arbeitslosengeld oder
Leistungen zur Sicherung des Lebensunterhalts nach dem Zweiten Buch Sozialgesetzbuch erforderlich ist und
wenn tatsächliche Anhaltspunkte für einen unberechtigten Bezug vorliegen. Die nach diesem Gesetz erhobenen
Daten dürfen der Bundesagentur für Arbeit übermittelt und von dieser verarbeitet und genutzt werden, soweit
dies zur Erfüllung von Aufgaben nach dem Dritten Buch Sozialgesetzbuch erforderlich ist. § 88 Abs. 1 bis 3 des
Aufenthaltsgesetzes findet entsprechende Anwendung.

(4) Die Übermittlung und Verarbeitung der im Asylverfahren erfassten Daten sind zulässig, soweit dies
für die Entscheidung des Bundesamtes über die Zulassung zum Integrationskurs nach § 44 Absatz 4 des
Aufenthaltsgesetzes oder zu einer Maßnahme der berufsbezogenen Deutschsprachförderung nach § 45a Absatz 2
Satz 3 und 4 des Aufenthaltsgesetzes erforderlich ist.

(5) Eine Datenübermittlung auf Grund anderer gesetzlicher Vorschriften bleibt unberührt.

(6) Die Regelung des § 20 Abs. 5 des Bundesdatenschutzgesetzes sowie entsprechende Vorschriften der
Datenschutzgesetze der Länder finden keine Anwendung.

§ 9 Hoher Flüchtlingskommissar der Vereinten Nationen

(1) Der Ausländer kann sich an den Hohen Flüchtlingskommissar der Vereinten Nationen wenden. Dieser kann in
Einzelfällen in Verfahren beim Bundesamt Stellung nehmen. Er kann Ausländer aufsuchen, auch wenn sie sich in
Gewahrsam befinden oder sich im Transitbereich eines Flughafens aufhalten.

(2) Das Bundesamt übermittelt dem Hohen Flüchtlingskommissar der Vereinten Nationen auf dessen Ersuchen
die erforderlichen Informationen zur Erfüllung seiner Aufgaben nach Artikel 35 des Abkommens über die
Rechtsstellung der Flüchtlinge.

(3) Entscheidungen über Asylanträge und sonstige Angaben, insbesondere die vorgetragenen
Verfolgungsgründe, dürfen, außer in anonymisierter Form, nur übermittelt werden, wenn sich der Ausländer
selbst an den Hohen Flüchtlingskommissar der Vereinten Nationen gewandt hat oder die Einwilligung des
Ausländers anderweitig nachgewiesen ist.

(4) Die Daten dürfen nur zu dem Zweck verwendet werden, zu dem sie übermittelt wurden.

(5) Die Absätze 1 bis 4 gelten entsprechend für Organisationen, die im Auftrag des Hohen Flüchtlingskommissars
der Vereinten Nationen auf der Grundlage einer Vereinbarung mit der Bundesrepublik Deutschland im
Bundesgebiet tätig sind.

§ 10 Zustellungsvorschriften

(1) Der Ausländer hat während der Dauer des Asylverfahrens vorzusorgen, dass ihn Mitteilungen des
Bundesamtes, der zuständigen Ausländerbehörde und der angerufenen Gerichte stets erreichen können;
insbesondere hat er jeden Wechsel seiner Anschrift den genannten Stellen unverzüglich anzuzeigen.
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(2) Der Ausländer muss Zustellungen und formlose Mitteilungen unter der letzten Anschrift, die der jeweiligen
Stelle auf Grund seines Asylantrags oder seiner Mitteilung bekannt ist, gegen sich gelten lassen, wenn er für das
Verfahren weder einen Bevollmächtigten bestellt noch einen Empfangsberechtigten benannt hat oder diesen
nicht zugestellt werden kann. Das Gleiche gilt, wenn die letzte bekannte Anschrift, unter der der Ausländer
wohnt oder zu wohnen verpflichtet ist, durch eine öffentliche Stelle mitgeteilt worden ist. Der Ausländer muss
Zustellungen und formlose Mitteilungen anderer als der in Absatz 1 bezeichneten öffentlichen Stellen unter der
Anschrift gegen sich gelten lassen, unter der er nach den Sätzen 1 und 2 Zustellungen und formlose Mitteilungen
des Bundesamtes gegen sich gelten lassen muss. Kann die Sendung dem Ausländer nicht zugestellt werden, so
gilt die Zustellung mit der Aufgabe zur Post als bewirkt, selbst wenn die Sendung als unzustellbar zurückkommt.

(3) Betreiben Familienangehörige im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 ein gemeinsames Asylverfahren und ist nach
Absatz 2 für alle Familienangehörigen dieselbe Anschrift maßgebend, können für sie bestimmte Entscheidungen
und Mitteilungen in einem Bescheid oder einer Mitteilung zusammengefasst und einem Familienangehörigen
zugestellt werden, sofern er volljährig ist. In der Anschrift sind alle volljährigen Familienangehörigen zu nennen,
für die die Entscheidung oder Mitteilung bestimmt ist. In der Entscheidung oder Mitteilung ist ausdrücklich darauf
hinzuweisen, gegenüber welchen Familienangehörigen sie gilt.

(4) In einer Aufnahmeeinrichtung hat diese Zustellungen und formlose Mitteilungen an die Ausländer, die nach
Maßgabe des Absatzes 2 Zustellungen und formlose Mitteilungen unter der Anschrift der Aufnahmeeinrichtung
gegen sich gelten lassen müssen, vorzunehmen. Postausgabe- und Postverteilungszeiten sind für jeden Werktag
durch Aushang bekannt zu machen. Der Ausländer hat sicherzustellen, dass ihm Posteingänge während der
Postausgabe- und Postverteilungszeiten in der Aufnahmeeinrichtung ausgehändigt werden können. Zustellungen
und formlose Mitteilungen sind mit der Aushändigung an den Ausländer bewirkt; im Übrigen gelten sie am dritten
Tag nach Übergabe an die Aufnahmeeinrichtung als bewirkt.

(5) Die Vorschriften über die Ersatzzustellung bleiben unberührt.

(6) Müsste eine Zustellung außerhalb des Bundesgebiets erfolgen, so ist durch öffentliche Bekanntmachung
zuzustellen. Die Vorschriften des § 10 Abs. 1 Satz 2 und Abs. 2 des Verwaltungszustellungsgesetzes finden
Anwendung.

(7) Der Ausländer ist bei der Antragstellung schriftlich und gegen Empfangsbestätigung auf diese
Zustellungsvorschriften hinzuweisen.

§ 11 Ausschluss des Widerspruchs

Gegen Maßnahmen und Entscheidungen nach diesem Gesetz findet kein Widerspruch statt.

§ 11a Vorübergehende Aussetzung von Entscheidungen

Das Bundesministerium des Innern kann Entscheidungen des Bundesamtes nach diesem Gesetz zu bestimmten
Herkunftsländern für die Dauer von sechs Monaten vorübergehend aussetzen, wenn die Beurteilung der asyl-
und abschiebungsrelevanten Lage besonderer Aufklärung bedarf. Die Aussetzung nach Satz 1 kann verlängert
werden.

Abschnitt 4
Asylverfahren

Unterabschnitt 1
Allgemeine Verfahrensvorschriften
§ 12 Handlungsfähigkeit

(1) Fähig zur Vornahme von Verfahrenshandlungen nach diesem Gesetz ist ein volljähriger Ausländer, sofern er
nicht nach Maßgabe des Bürgerlichen Gesetzbuches geschäftsunfähig oder in dieser Angelegenheit zu betreuen
und einem Einwilligungsvorbehalt zu unterstellen wäre.

(2) Bei der Anwendung dieses Gesetzes sind die Vorschriften des Bürgerlichen Gesetzbuches dafür maßgebend,
ob ein Ausländer als minderjährig oder volljährig anzusehen ist. Die Geschäftsfähigkeit und die sonstige
rechtliche Handlungsfähigkeit eines nach dem Recht seines Heimatstaates volljährigen Ausländers bleiben davon
unberührt.
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(3) Im Asylverfahren ist vorbehaltlich einer abweichenden Entscheidung des Familiengerichts jeder Elternteil zur
Vertretung eines minderjährigen Kindes befugt, wenn sich der andere Elternteil nicht im Bundesgebiet aufhält
oder sein Aufenthaltsort im Bundesgebiet unbekannt ist.

§ 13 Asylantrag

(1) Ein Asylantrag liegt vor, wenn sich dem schriftlich, mündlich oder auf andere Weise geäußerten Willen des
Ausländers entnehmen lässt, dass er im Bundesgebiet Schutz vor politischer Verfolgung sucht oder dass er
Schutz vor Abschiebung oder einer sonstigen Rückführung in einen Staat begehrt, in dem ihm eine Verfolgung im
Sinne des § 3 Absatz 1 oder ein ernsthafter Schaden im Sinne des § 4 Absatz 1 droht.

(2) Mit jedem Asylantrag wird die Anerkennung als Asylberechtigter sowie internationaler Schutz im Sinne des
§ 1 Absatz 1 Nummer 2 beantragt. Der Ausländer kann den Asylantrag auf die Zuerkennung internationalen
Schutzes beschränken. Er ist über die Folgen einer Beschränkung des Antrags zu belehren. § 24 Absatz 2 bleibt
unberührt.

(3) Ein Ausländer, der nicht im Besitz der erforderlichen Einreisepapiere ist, hat an der Grenze um Asyl
nachzusuchen (§ 18). Im Falle der unerlaubten Einreise hat er sich unverzüglich bei einer Aufnahmeeinrichtung
zu melden (§ 22) oder bei der Ausländerbehörde oder der Polizei um Asyl nachzusuchen (§ 19).

§ 14 Antragstellung

(1) Der Asylantrag ist bei der Außenstelle des Bundesamtes zu stellen, die der für die Aufnahme des Ausländers
zuständigen Aufnahmeeinrichtung zugeordnet ist. Das Bundesamt kann den Ausländer in Abstimmung mit
der von der obersten Landesbehörde bestimmten Stelle verpflichten, seinen Asylantrag bei einer anderen
Außenstelle zu stellen. Der Ausländer ist vor der Antragstellung schriftlich und gegen Empfangsbestätigung
darauf hinzuweisen, dass nach Rücknahme oder unanfechtbarer Ablehnung seines Asylantrages die Erteilung
eines Aufenthaltstitels gemäß § 10 Abs. 3 des Aufenthaltsgesetzes Beschränkungen unterliegt. In Fällen des
Absatzes 2 Satz 1 Nr. 2 ist der Hinweis unverzüglich nachzuholen.

(2) Der Asylantrag ist beim Bundesamt zu stellen, wenn der Ausländer
1.   einen Aufenthaltstitel mit einer Gesamtgeltungsdauer von mehr als sechs Monaten besitzt,

 

2.   sich in Haft oder sonstigem öffentlichem Gewahrsam, in einem Krankenhaus, einer Heil- oder Pflegeanstalt
oder in einer Jugendhilfeeinrichtung befindet, oder
 

3.   minderjährig ist und sein gesetzlicher Vertreter nicht verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu
wohnen.
 

Die Ausländerbehörde leitet einen bei ihr eingereichten schriftlichen Antrag unverzüglich dem Bundesamt zu.
Das Bundesamt bestimmt die für die Bearbeitung des Asylantrags zuständige Außenstelle.

(3) Befindet sich der Ausländer in den Fällen des Absatzes 2 Satz 1 Nr. 2 in
1.   Untersuchungshaft,

 

2.   Strafhaft,
 

3.   Vorbereitungshaft nach § 62 Absatz 2 des Aufenthaltsgesetzes,
 

4.   Sicherungshaft nach § 62 Absatz 3 Satz 1 Nr. 1 des Aufenthaltsgesetzes, weil er sich nach der unerlaubten
Einreise länger als einen Monat ohne Aufenthaltstitel im Bundesgebiet aufgehalten hat,
 

5.   Sicherungshaft nach § 62 Absatz 3 Satz 1 Nr. 1a bis 5 des Aufenthaltsgesetzes,
 

steht die Asylantragstellung der Anordnung oder Aufrechterhaltung von Abschiebungshaft nicht entgegen.
Dem Ausländer ist unverzüglich Gelegenheit zu geben, mit einem Rechtsbeistand seiner Wahl Verbindung
aufzunehmen, es sei denn, er hat sich selbst vorher anwaltlichen Beistands versichert. Die Abschiebungshaft
endet mit der Zustellung der Entscheidung des Bundesamtes, spätestens jedoch vier Wochen nach Eingang
des Asylantrags beim Bundesamt, es sei denn, es wurde auf Grund von Rechtsvorschriften der Europäischen
Gemeinschaft oder eines völkerrechtlichen Vertrages über die Zuständigkeit für die Durchführung von
Asylverfahren ein Auf- oder Wiederaufnahmeersuchen an einen anderen Staat gerichtet oder der Asylantrag
wurde als unzulässig nach § 29 Absatz 1 Nummer 4 oder als offensichtlich unbegründet abgelehnt.

§ 14a Familieneinheit
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(1) Mit der Asylantragstellung nach § 14 gilt ein Asylantrag auch für jedes minderjährige ledige Kind des
Ausländers als gestellt, das sich zu diesem Zeitpunkt im Bundesgebiet aufhält, ohne freizügigkeitsberechtigt oder
im Besitz eines Aufenthaltstitels zu sein, wenn es zuvor noch keinen Asylantrag gestellt hatte.

(2) Reist ein minderjähriges lediges Kind des Ausländers nach dessen Asylantragstellung ins Bundesgebiet
ein oder wird es hier geboren, so ist dies dem Bundesamt unverzüglich anzuzeigen, wenn ein Elternteil eine
Aufenthaltsgestattung besitzt oder sich nach Abschluss seines Asylverfahrens ohne Aufenthaltstitel oder mit
einer Aufenthaltserlaubnis nach § 25 Abs. 5 des Aufenthaltsgesetzes im Bundesgebiet aufhält. Die Anzeigepflicht
obliegt neben dem Vertreter des Kindes im Sinne von § 12 Abs. 3 auch der Ausländerbehörde. Mit Zugang der
Anzeige beim Bundesamt gilt ein Asylantrag für das Kind als gestellt.

(3) Der Vertreter des Kindes im Sinne von § 12 Abs. 3 kann bis zur Zustellung der Entscheidung des Bundesamtes
auf die Durchführung eines Asylverfahrens für das Kind verzichten, indem er erklärt, dass dem Kind keine
Verfolgung im Sinne des § 3 Absatz 1 und kein ernsthafter Schaden im Sinne des § 4 Absatz 1 drohen. § 13
Absatz 2 Satz 2 gilt entsprechend.

(4) Die Absätze 1 bis 3 sind auch anzuwenden, wenn der Asylantrag vor dem 1. Januar 2005 gestellt worden ist
und das Kind sich zu diesem Zeitpunkt im Bundesgebiet aufgehalten hat, später eingereist ist oder hier geboren
wurde.

§ 15 Allgemeine Mitwirkungspflichten

(1) Der Ausländer ist persönlich verpflichtet, bei der Aufklärung des Sachverhalts mitzuwirken. Dies gilt auch,
wenn er sich durch einen Bevollmächtigten vertreten lässt.

(2) Er ist insbesondere verpflichtet,
1.   den mit der Ausführung dieses Gesetzes betrauten Behörden die erforderlichen Angaben mündlich und nach

Aufforderung auch schriftlich zu machen;
 

2.   das Bundesamt unverzüglich zu unterrichten, wenn ihm ein Aufenthaltstitel erteilt worden ist;
 

3.   den gesetzlichen und behördlichen Anordnungen, sich bei bestimmten Behörden oder Einrichtungen zu
melden oder dort persönlich zu erscheinen, Folge zu leisten;
 

4.   seinen Pass oder Passersatz den mit der Ausführung dieses Gesetzes betrauten Behörden vorzulegen,
auszuhändigen und zu überlassen;
 

5.   alle erforderlichen Urkunden und sonstigen Unterlagen, die in seinem Besitz sind, den mit der Ausführung
dieses Gesetzes betrauten Behörden vorzulegen, auszuhändigen und zu überlassen;
 

6.   im Falle des Nichtbesitzes eines gültigen Passes oder Passersatzes an der Beschaffung eines
Identitätspapiers mitzuwirken;
 

7.   die vorgeschriebenen erkennungsdienstlichen Maßnahmen zu dulden.
 

(3) Erforderliche Urkunden und sonstige Unterlagen nach Absatz 2 Nr. 5 sind insbesondere
1.   alle Urkunden und Unterlagen, die neben dem Pass oder Passersatz für die Feststellung der Identität und

Staatsangehörigkeit von Bedeutung sein können,
 

2.   von anderen Staaten erteilte Visa, Aufenthaltstitel und sonstige Grenzübertrittspapiere,
 

3.   Flugscheine und sonstige Fahrausweise,
 

4.   Unterlagen über den Reiseweg vom Herkunftsland in das Bundesgebiet, die benutzten Beförderungsmittel
und über den Aufenthalt in anderen Staaten nach der Ausreise aus dem Herkunftsland und vor der Einreise
in das Bundesgebiet sowie
 

5.   alle sonstigen Urkunden und Unterlagen, auf die der Ausländer sich beruft oder die für die zu treffenden
asyl- und ausländerrechtlichen Entscheidungen und Maßnahmen einschließlich der Feststellung und
Geltendmachung einer Rückführungsmöglichkeit in einen anderen Staat von Bedeutung sind.
 

(4) Die mit der Ausführung dieses Gesetzes betrauten Behörden können den Ausländer und Sachen, die von ihm
mitgeführt werden, durchsuchen, wenn der Ausländer seinen Verpflichtungen nach Absatz 2 Nr. 4 und 5 nicht
nachkommt und Anhaltspunkte bestehen, dass er im Besitz solcher Unterlagen ist. Der Ausländer darf nur von
einer Person gleichen Geschlechts durchsucht werden.
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(5) Durch die Rücknahme des Asylantrags werden die Mitwirkungspflichten des Ausländers nicht beendet.

§ 16 Sicherung, Feststellung und Überprüfung der Identität

(1) Die Identität eines Ausländers, der um Asyl nachsucht, ist durch erkennungsdienstliche Maßnahmen zu
sichern. Nach Satz 1 dürfen nur Lichtbilder und Abdrucke aller zehn Finger aufgenommen werden; soweit
ein Ausländer noch nicht das 14. Lebensjahr vollendet hat, dürfen nach Satz 1 nur Lichtbilder aufgenommen
werden. Zur Bestimmung des Herkunftsstaates oder der Herkunftsregion des Ausländers kann das gesprochene
Wort außerhalb der förmlichen Anhörung des Ausländers auf Ton- oder Datenträger aufgezeichnet werden.
Diese Erhebung darf nur erfolgen, wenn der Ausländer vorher darüber in Kenntnis gesetzt wurde. Die
Sprachaufzeichnungen werden beim Bundesamt aufbewahrt.

(1a) Zur Prüfung der Echtheit des Dokumentes oder der Identität des Ausländers dürfen die auf dem
elektronischen Speichermedium eines Passes, anerkannten Passersatzes oder sonstigen Identitätspapiers
gespeicherten biometrischen und sonstigen Daten ausgelesen, die benötigten biometrischen Daten erhoben
und die biometrischen Daten miteinander verglichen werden. Biometrische Daten nach Satz 1 sind nur die
Fingerabdrücke, das Lichtbild und die Irisbilder.

(2) Zuständig für die Maßnahmen nach den Absätzen 1 und 1a sind das Bundesamt und, sofern der Ausländer
dort um Asyl nachsucht, auch die in den §§ 18 und 19 bezeichneten Behörden sowie die Aufnahmeeinrichtung,
bei der sich der Ausländer meldet.

(3) Das Bundeskriminalamt leistet Amtshilfe bei der Auswertung der nach Absatz 1 Satz 1 erhobenen Daten
zum Zwecke der Identitätsfeststellung. Es darf hierfür auch von ihm zur Erfüllung seiner Aufgaben gespeicherte
erkennungsdienstliche Daten verwenden. Das Bundeskriminalamt darf den in Absatz 2 bezeichneten Behörden
den Grund der Speicherung dieser Daten nicht mitteilen, soweit dies nicht nach anderen Rechtsvorschriften
zulässig ist.

(4) Die nach Absatz 1 Satz 1 erhobenen Daten werden vom Bundeskriminalamt getrennt von anderen
erkennungsdienstlichen Daten gespeichert.

(4a) Die nach Absatz 1 Satz 1 erhobenen Daten dürfen zur Feststellung der Identität oder Staatsangehörigkeit
des Ausländers an das Bundesverwaltungsamt übermittelt werden, um sie mit den Daten nach § 49b des
Aufenthaltsgesetzes abzugleichen. § 89a des Aufenthaltsgesetzes findet entsprechende Anwendung.

(5) Die Verarbeitung und Nutzung der nach Absatz 1 erhobenen Daten ist auch zulässig zur Feststellung der
Identität oder Zuordnung von Beweismitteln für Zwecke des Strafverfahrens oder zur Gefahrenabwehr. Die Daten
dürfen ferner für die Identifizierung unbekannter oder vermisster Personen verwendet werden.

(6) Die nach Absatz 1 erhobenen Daten sind zehn Jahre nach unanfechtbarem Abschluss des Asylverfahrens, die
nach Absatz 1a erhobenen Daten unverzüglich nach Beendigung der Prüfung der Echtheit des Dokumentes oder
der Identität des Ausländers zu löschen.

§ 17 Sprachmittler

(1) Ist der Ausländer der deutschen Sprache nicht hinreichend kundig, so ist von Amts wegen bei der Anhörung
ein Dolmetscher, Übersetzer oder sonstiger Sprachmittler hinzuzuziehen, der in die Muttersprache des
Ausländers oder in eine andere Sprache zu übersetzen hat, deren Kenntnis vernünftigerweise vorausgesetzt
werden kann und in der er sich verständigen kann.

(2) Der Ausländer ist berechtigt, auf seine Kosten auch einen geeigneten Sprachmittler seiner Wahl
hinzuzuziehen.

Unterabschnitt 2
Einleitung des Asylverfahrens
§ 18 Aufgaben der Grenzbehörde

(1) Ein Ausländer, der bei einer mit der polizeilichen Kontrolle des grenzüberschreitenden Verkehrs beauftragten
Behörde (Grenzbehörde) um Asyl nachsucht, ist unverzüglich an die zuständige oder, sofern diese nicht bekannt
ist, an die nächstgelegene Aufnahmeeinrichtung zur Meldung weiterzuleiten.
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(2) Dem Ausländer ist die Einreise zu verweigern, wenn
1.   er aus einem sicheren Drittstaat (§ 26a) einreist,

 

2.   Anhaltspunkte dafür vorliegen, dass ein anderer Staat auf Grund von Rechtsvorschriften der Europäischen
Gemeinschaft oder eines völkerrechtlichen Vertrages für die Durchführung des Asylverfahrens zuständig ist
und ein Auf- oder Wiederaufnahmeverfahren eingeleitet wird, oder
 

3.   er eine Gefahr für die Allgemeinheit bedeutet, weil er in der Bundesrepublik Deutschland wegen einer
besonders schweren Straftat zu einer Freiheitsstrafe von mindestens drei Jahren rechtskräftig verurteilt
worden ist, und seine Ausreise nicht länger als drei Jahre zurückliegt.
 

(3) Der Ausländer ist zurückzuschieben, wenn er von der Grenzbehörde im grenznahen Raum in unmittelbarem
zeitlichem Zusammenhang mit einer unerlaubten Einreise angetroffen wird und die Voraussetzungen des
Absatzes 2 vorliegen.

(4) Von der Einreiseverweigerung oder Zurückschiebung ist im Falle der Einreise aus einem sicheren Drittstaat (§
26a) abzusehen, soweit
1.   die Bundesrepublik Deutschland auf Grund von Rechtsvorschriften der Europäischen Gemeinschaft oder

eines völkerrechtlichen Vertrages mit dem sicheren Drittstaat für die Durchführung eines Asylverfahrens
zuständig ist oder
 

2.   das Bundesministerium des Innern es aus völkerrechtlichen oder humanitären Gründen oder zur Wahrung
politischer Interessen der Bundesrepublik Deutschland angeordnet hat.
 

(5) Die Grenzbehörde hat den Ausländer erkennungsdienstlich zu behandeln.

Fußnote

§ 18 Abs. 2 Nr. 1: Mit GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1938/93 u. 2 BvR 2315/93 -

§ 18a Verfahren bei Einreise auf dem Luftwege

(1) Bei Ausländern aus einem sicheren Herkunftsstaat (§ 29a), die über einen Flughafen einreisen wollen und
bei der Grenzbehörde um Asyl nachsuchen, ist das Asylverfahren vor der Entscheidung über die Einreise
durchzuführen, soweit die Unterbringung auf dem Flughafengelände während des Verfahrens möglich oder
lediglich wegen einer erforderlichen stationären Krankenhausbehandlung nicht möglich ist. Das Gleiche gilt
für Ausländer, die bei der Grenzbehörde auf einem Flughafen um Asyl nachsuchen und sich dabei nicht mit
einem gültigen Pass oder Passersatz ausweisen. Dem Ausländer ist unverzüglich Gelegenheit zur Stellung des
Asylantrags bei der Außenstelle des Bundesamtes zu geben, die der Grenzkontrollstelle zugeordnet ist. Die
persönliche Anhörung des Ausländers durch das Bundesamt soll unverzüglich stattfinden. Dem Ausländer ist
danach unverzüglich Gelegenheit zu geben, mit einem Rechtsbeistand seiner Wahl Verbindung aufzunehmen, es
sei denn, er hat sich selbst vorher anwaltlichen Beistands versichert. § 18 Abs. 2 bleibt unberührt.

(2) Lehnt das Bundesamt den Asylantrag als offensichtlich unbegründet ab, droht es dem Ausländer nach
Maßgabe der §§ 34 und 36 Abs. 1 vorsorglich für den Fall der Einreise die Abschiebung an.

(3) Wird der Asylantrag als offensichtlich unbegründet abgelehnt, ist dem Ausländer die Einreise zu verweigern.
Die Entscheidungen des Bundesamtes sind zusammen mit der Einreiseverweigerung von der Grenzbehörde
zuzustellen. Diese übermittelt unverzüglich dem zuständigen Verwaltungsgericht eine Kopie ihrer Entscheidung
und den Verwaltungsvorgang des Bundesamtes.

(4) Ein Antrag auf Gewährung vorläufigen Rechtsschutzes nach der Verwaltungsgerichtsordnung ist innerhalb
von drei Tagen nach Zustellung der Entscheidungen des Bundesamtes und der Grenzbehörde zu stellen.
Der Antrag kann bei der Grenzbehörde gestellt werden. Der Ausländer ist hierauf hinzuweisen. § 58 der
Verwaltungsgerichtsordnung ist entsprechend anzuwenden. Die Entscheidung soll im schriftlichen Verfahren
ergehen. § 36 Abs. 4 ist anzuwenden. Im Falle der rechtzeitigen Antragstellung darf die Einreiseverweigerung
nicht vor der gerichtlichen Entscheidung (§ 36 Abs. 3 Satz 9) vollzogen werden.

(5) Jeder Antrag nach Absatz 4 richtet sich auf Gewährung der Einreise und für den Fall der Einreise gegen die
Abschiebungsandrohung. Die Anordnung des Gerichts, dem Ausländer die Einreise zu gestatten, gilt zugleich als
Aussetzung der Abschiebung.
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(6) Dem Ausländer ist die Einreise zu gestatten, wenn
1.   das Bundesamt der Grenzbehörde mitteilt, dass es nicht kurzfristig entscheiden kann,

 

2.   das Bundesamt nicht innerhalb von zwei Tagen nach Stellung des Asylantrags über diesen entschieden hat,
 

3.   das Gericht nicht innerhalb von vierzehn Tagen über einen Antrag nach Absatz 4 entschieden hat oder
 

4.   die Grenzbehörde keinen nach § 15 Abs. 6 des Aufenthaltsgesetzes erforderlichen Haftantrag stellt oder der
Richter die Anordnung oder die Verlängerung der Haft ablehnt.
 

Fußnote

mit GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1516/93 -

§ 19 Aufgaben der Ausländerbehörde und der Polizei

(1) Ein Ausländer, der bei einer Ausländerbehörde oder bei der Polizei eines Landes um Asyl nachsucht, ist in den
Fällen des § 14 Abs. 1 unverzüglich an die zuständige oder, soweit diese nicht bekannt ist, an die nächstgelegene
Aufnahmeeinrichtung zur Meldung weiterzuleiten.

(2) Die Ausländerbehörde und die Polizei haben den Ausländer erkennungsdienstlich zu behandeln (§ 16 Abs. 1).

(3) Ein Ausländer, der aus einem sicheren Drittstaat (§ 26a) unerlaubt eingereist ist, kann ohne vorherige
Weiterleitung an eine Aufnahmeeinrichtung nach Maßgabe des § 57 Abs. 1 und 2 des Aufenthaltsgesetzes
dorthin zurückgeschoben werden. In diesem Falle ordnet die Ausländerbehörde die Zurückschiebung an, sobald
feststeht, dass sie durchgeführt werden kann.

(4) Vorschriften über die Festnahme oder Inhaftnahme bleiben unberührt.

§ 20 Weiterleitung an eine Aufnahmeeinrichtung

(1) Der Ausländer ist verpflichtet, der Weiterleitung nach § 18 Abs. 1 oder § 19 Abs. 1 unverzüglich oder bis zu
einem ihm von der Behörde genannten Zeitpunkt zu folgen. Kommt der Ausländer der Verpflichtung nach Satz
1 nicht nach, so findet § 33 Absatz 1, 5 und 6 entsprechend Anwendung. Dies gilt nicht, wenn der Ausländer
unverzüglich nachweist, dass das Versäumnis auf Umstände zurückzuführen war, auf die er keinen Einfluss hatte.
Auf die Verpflichtung nach Satz 1 sowie die Rechtsfolgen einer Verletzung dieser Verpflichtung ist der Ausländer
von der Behörde, bei der er um Asyl nachsucht, schriftlich und gegen Empfangsbestätigung hinzuweisen. Kann
der Hinweis nach Satz 4 nicht erfolgen, ist der Ausländer zu der Aufnahmeeinrichtung zu begleiten.

(2) Die Behörde, die den Ausländer an eine Aufnahmeeinrichtung weiterleitet, teilt dieser unverzüglich die
Weiterleitung, die Stellung des Asylgesuchs und den erfolgten Hinweis nach Absatz 1 Satz 4 schriftlich mit.
Die Aufnahmeeinrichtung unterrichtet unverzüglich, spätestens nach Ablauf einer Woche nach Eingang der
Mitteilung nach Satz 1, die ihr zugeordnete Außenstelle des Bundesamtes darüber, ob der Ausländer in der
Aufnahmeeinrichtung aufgenommen worden ist, und leitet ihr die Mitteilung nach Satz 1 zu.

§ 21 Verwahrung und Weitergabe von Unterlagen

(1) Die Behörden, die den Ausländer an eine Aufnahmeeinrichtung weiterleiten, nehmen die in § 15 Abs. 2 Nr. 4
und 5 bezeichneten Unterlagen in Verwahrung und leiten sie unverzüglich der Aufnahmeeinrichtung zu.

(2) Meldet sich der Ausländer unmittelbar bei der für seine Aufnahme zuständigen Aufnahmeeinrichtung, nimmt
diese die Unterlagen in Verwahrung.

(3) Die für die Aufnahme des Ausländers zuständige Aufnahmeeinrichtung leitet die Unterlagen unverzüglich der
ihr zugeordneten Außenstelle des Bundesamtes zu.

(4) Dem Ausländer sind auf Verlangen Abschriften der in Verwahrung genommenen Unterlagen auszuhändigen.

(5) Die Unterlagen sind dem Ausländer wieder auszuhändigen, wenn sie für die weitere Durchführung des
Asylverfahrens oder für aufenthaltsbeendende Maßnahmen nicht mehr benötigt werden.

§ 22 Meldepflicht



Ein Service des Bundesministeriums der Justiz und für Verbraucherschutz
in Zusammenarbeit mit der juris GmbH - www.juris.de

- Seite 17 von 46 -

(1) Ein Ausländer, der den Asylantrag bei einer Außenstelle des Bundesamtes zu stellen hat (§ 14 Abs. 1), hat
sich in einer Aufnahmeeinrichtung persönlich zu melden. Diese nimmt ihn auf oder leitet ihn an die für seine
Aufnahme zuständige Aufnahmeeinrichtung weiter; im Falle der Weiterleitung ist der Ausländer, soweit möglich,
erkennungsdienstlich zu behandeln.

(2) Die Landesregierung oder die von ihr bestimmte Stelle kann bestimmen, dass
1.   die Meldung nach Absatz 1 bei einer bestimmten Aufnahmeeinrichtung erfolgen muss,

 

2.   ein von einer Aufnahmeeinrichtung eines anderen Landes weitergeleiteter Ausländer zunächst eine
bestimmte Aufnahmeeinrichtung aufsuchen muss.
 

Der Ausländer ist während seines Aufenthaltes in der nach Satz 1 bestimmten Aufnahmeeinrichtung
erkennungsdienstlich zu behandeln. In den Fällen des § 18 Abs. 1 und des § 19 Abs. 1 ist der Ausländer an diese
Aufnahmeeinrichtung weiterzuleiten.

(3) Der Ausländer ist verpflichtet, der Weiterleitung an die für ihn zuständige Aufnahmeeinrichtung nach Absatz
1 Satz 2 oder Absatz 2 unverzüglich oder bis zu einem ihm von der Aufnahmeeinrichtung genannten Zeitpunkt
zu folgen. Kommt der Ausländer der Verpflichtung nach Satz 1 nicht nach, so findet § 33 Absatz 1, 5 und 6
entsprechend Anwendung. Dies gilt nicht, wenn der Ausländer unverzüglich nachweist, dass das Versäumnis
auf Umstände zurückzuführen war, auf die er keinen Einfluss hatte. § 20 Absatz 1 Satz 4 und Absatz 2 findet
entsprechend Anwendung.

§ 22a Übernahme zur Durchführung eines Asylverfahrens

Ein Ausländer, der auf Grund von Rechtsvorschriften der Europäischen Gemeinschaft oder eines
völkerrechtlichen Vertrages zur Durchführung eines Asylverfahrens übernommen ist, steht einem Ausländer
gleich, der um Asyl nachsucht. Der Ausländer ist verpflichtet, sich bei oder unverzüglich nach der Einreise zu der
Stelle zu begeben, die vom Bundesministerium des Innern oder der von ihm bestimmten Stelle bezeichnet ist.

Unterabschnitt 3
Verfahren beim Bundesamt
§ 23 Antragstellung bei der Außenstelle

(1) Der Ausländer, der in der Aufnahmeeinrichtung aufgenommen ist, ist verpflichtet, unverzüglich oder zu
dem von der Aufnahmeeinrichtung genannten Termin bei der Außenstelle des Bundesamtes zur Stellung des
Asylantrags persönlich zu erscheinen.

(2) Kommt der Ausländer der Verpflichtung nach Absatz 1 nicht nach, so findet § 33 Absatz 1, 5 und 6
entsprechend Anwendung. Dies gilt nicht, wenn der Ausländer unverzüglich nachweist, dass das Versäumnis auf
Umstände zurückzuführen war, auf die er keinen Einfluss hatte. Auf diese Rechtsfolgen ist der Ausländer von
der Aufnahmeeinrichtung schriftlich und gegen Empfangsbestätigung hinzuweisen. Die Aufnahmeeinrichtung
unterrichtet unverzüglich die ihr zugeordnete Außenstelle des Bundesamtes über die Aufnahme des Ausländers
in der Aufnahmeeinrichtung und den erfolgten Hinweis nach Satz 3.

§ 24 Pflichten des Bundesamtes

(1) Das Bundesamt klärt den Sachverhalt und erhebt die erforderlichen Beweise. Nach der Asylantragstellung
unterrichtet das Bundesamt den Ausländer in einer Sprache, deren Kenntnis vernünftigerweise vorausgesetzt
werden kann, über den Ablauf des Verfahrens und über seine Rechte und Pflichten im Verfahren, insbesondere
auch über Fristen und die Folgen einer Fristversäumung. Es hat den Ausländer persönlich anzuhören. Von einer
Anhörung kann abgesehen werden, wenn das Bundesamt den Ausländer als asylberechtigt anerkennen will
oder wenn der Ausländer nach seinen Angaben aus einem sicheren Drittstaat (§ 26a) eingereist ist. Von einer
Anhörung kann auch abgesehen werden, wenn das Bundesamt einem nach § 13 Absatz 2 Satz 2 beschränkten
Asylantrag stattgeben will. Von der Anhörung ist abzusehen, wenn der Asylantrag für ein im Bundesgebiet
geborenes Kind unter sechs Jahren gestellt und der Sachverhalt auf Grund des Inhalts der Verfahrensakten der
Eltern oder eines Elternteils ausreichend geklärt ist.

(1a) Sucht eine große Zahl von Ausländern gleichzeitig um Asyl nach und wird es dem Bundesamt dadurch
unmöglich, die Anhörung in zeitlichem Zusammenhang mit der Antragstellung durchzuführen, so kann das
Bundesamt die Anhörung vorübergehend von einer anderen Behörde, die Aufgaben nach diesem Gesetz oder
dem Aufenthaltsgesetz wahrnimmt, durchführen lassen. Die Anhörung darf nur von einem dafür geschulten
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Bediensteten durchgeführt werden. Die Bediensteten dürfen bei der Anhörung keine Uniform tragen. § 5 Absatz 4
gilt entsprechend.

(2) Nach Stellung eines Asylantrags obliegt dem Bundesamt auch die Entscheidung, ob ein Abschiebungsverbot
nach § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes vorliegt.

(3) Das Bundesamt unterrichtet die Ausländerbehörde unverzüglich über
1.   die getroffene Entscheidung und

 

2.   von dem Ausländer vorgetragene oder sonst erkennbare Gründe
a)   für eine Aussetzung der Abschiebung, insbesondere über die Notwendigkeit, die für eine Rückführung

erforderlichen Dokumente zu beschaffen, oder
 

b)   die nach § 25 Abs. 3 Satz 2 Nummer 1 bis 4 des Aufenthaltsgesetzes der Erteilung einer
Aufenthaltserlaubnis entgegenstehen könnten.
 

 

(4) Ergeht eine Entscheidung über den Asylantrag nicht innerhalb von sechs Monaten, hat das Bundesamt dem
Ausländer auf Antrag mitzuteilen, bis wann voraussichtlich über seinen Asylantrag entschieden wird.

§ 25 Anhörung

(1) Der Ausländer muss selbst die Tatsachen vortragen, die seine Furcht vor Verfolgung oder die Gefahr
eines ihm drohenden ernsthaften Schadens begründen, und die erforderlichen Angaben machen. Zu den
erforderlichen Angaben gehören auch solche über Wohnsitze, Reisewege, Aufenthalte in anderen Staaten und
darüber, ob bereits in anderen Staaten oder im Bundesgebiet ein Verfahren mit dem Ziel der Anerkennung als
ausländischer Flüchtling, auf Zuerkennung internationalen Schutzes im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer 2 oder
ein Asylverfahren eingeleitet oder durchgeführt ist.

(2) Der Ausländer hat alle sonstigen Tatsachen und Umstände anzugeben, die einer Abschiebung oder einer
Abschiebung in einen bestimmten Staat entgegenstehen.

(3) Ein späteres Vorbringen des Ausländers kann unberücksichtigt bleiben, wenn andernfalls die Entscheidung
des Bundesamtes verzögert würde. Der Ausländer ist hierauf und auf § 36 Abs. 4 Satz 3 hinzuweisen.

(4) Bei einem Ausländer, der verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, soll die Anhörung in
zeitlichem Zusammenhang mit der Asylantragstellung erfolgen. Einer besonderen Ladung des Ausländers
und seines Bevollmächtigten bedarf es nicht. Entsprechendes gilt, wenn dem Ausländer bei oder innerhalb
einer Woche nach der Antragstellung der Termin für die Anhörung mitgeteilt wird. Kann die Anhörung nicht
an demselben Tag stattfinden, sind der Ausländer und sein Bevollmächtigter von dem Anhörungstermin
unverzüglich zu verständigen. Erscheint der Ausländer ohne genügende Entschuldigung nicht zur Anhörung,
entscheidet das Bundesamt nach Aktenlage, wobei auch die Nichtmitwirkung des Ausländers zu berücksichtigen
ist.

(5) Bei einem Ausländer, der nicht verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, kann von der
persönlichen Anhörung abgesehen werden, wenn der Ausländer einer Ladung zur Anhörung ohne genügende
Entschuldigung nicht folgt. In diesem Falle ist dem Ausländer Gelegenheit zur schriftlichen Stellungnahme
innerhalb eines Monats zu geben. Äußert sich der Ausländer innerhalb dieser Frist nicht, entscheidet das
Bundesamt nach Aktenlage, wobei auch die Nichtmitwirkung des Ausländers zu würdigen ist. § 33 bleibt
unberührt.

(6) Die Anhörung ist nicht öffentlich. An ihr können Personen, die sich als Vertreter des Bundes, eines Landes
oder des Hohen Flüchtlingskommissars der Vereinten Nationen ausweisen, teilnehmen. Anderen Personen kann
der Leiter des Bundesamtes oder die von ihm beauftragte Person die Anwesenheit gestatten.

(7) Über die Anhörung ist eine Niederschrift aufzunehmen, die die wesentlichen Angaben des Ausländers enthält.
Dem Ausländer ist eine Kopie der Niederschrift auszuhändigen oder mit der Entscheidung des Bundesamtes
zuzustellen.

§ 26 Familienasyl und internationaler Schutz für Familienangehörige

(1) Der Ehegatte oder der Lebenspartner eines Asylberechtigten wird auf Antrag als Asylberechtigter anerkannt,
wenn
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1.   die Anerkennung des Asylberechtigten unanfechtbar ist,
 

2.   die Ehe oder Lebenspartnerschaft mit dem Asylberechtigten schon in dem Staat bestanden hat, in dem der
Asylberechtigte politisch verfolgt wird,
 

3.   der Ehegatte oder der Lebenspartner vor der Anerkennung des Ausländers als Asylberechtigter eingereist ist
oder er den Asylantrag unverzüglich nach der Einreise gestellt hat und
 

4.   die Anerkennung des Asylberechtigten nicht zu widerrufen oder zurückzunehmen ist.
 

(2) Ein zum Zeitpunkt seiner Asylantragstellung minderjähriges lediges Kind eines Asylberechtigten wird auf
Antrag als asylberechtigt anerkannt, wenn die Anerkennung des Ausländers als Asylberechtigter unanfechtbar ist
und diese Anerkennung nicht zu widerrufen oder zurückzunehmen ist.

(3) Die Eltern eines minderjährigen ledigen Asylberechtigten oder ein anderer Erwachsener im Sinne des Artikels
2 Buchstabe j der Richtlinie 2011/95/EU werden auf Antrag als Asylberechtigte anerkannt, wenn
1.   die Anerkennung des Asylberechtigten unanfechtbar ist,

 

2.   die Familie im Sinne des Artikels 2 Buchstabe j der Richtlinie 2011/95/EU schon in dem Staat bestanden hat,
in dem der Asylberechtigte politisch verfolgt wird,
 

3.   sie vor der Anerkennung des Asylberechtigten eingereist sind oder sie den Asylantrag unverzüglich nach der
Einreise gestellt haben,
 

4.   die Anerkennung des Asylberechtigten nicht zu widerrufen oder zurückzunehmen ist und
 

5.   sie die Personensorge für den Asylberechtigten innehaben.
 

Für zum Zeitpunkt ihrer Antragstellung minderjährige ledige Geschwister des minderjährigen Asylberechtigten
gilt Satz 1 Nummer 1 bis 4 entsprechend.

(4) Die Absätze 1 bis 3 gelten nicht für Familienangehörige im Sinne dieser Absätze, die die Voraussetzungen des
§ 60 Absatz 8 Satz 1 des Aufenthaltsgesetzes oder des § 3 Absatz 2 erfüllen oder bei denen das Bundesamt nach
§ 60 Absatz 8 Satz 3 des Aufenthaltsgesetzes von der Anwendung des § 60 Absatz 1 des Aufenthaltsgesetzes
abgesehen hat. Die Absätze 2 und 3 gelten nicht für Kinder eines Ausländers, der selbst nach Absatz 2 oder
Absatz 3 als Asylberechtigter anerkannt worden ist.

(5) Auf Familienangehörige im Sinne der Absätze 1 bis 3 von international Schutzberechtigten sind die Absätze
1 bis 4 entsprechend anzuwenden. An die Stelle der Asylberechtigung tritt die Flüchtlingseigenschaft oder der
subsidiäre Schutz. Der subsidiäre Schutz als Familienangehöriger wird nicht gewährt, wenn ein Ausschlussgrund
nach § 4 Absatz 2 vorliegt.

(6) Die Absätze 1 bis 5 sind nicht anzuwenden, wenn dem Ausländer durch den Familienangehörigen im Sinne
dieser Absätze eine Verfolgung im Sinne des § 3 Absatz 1 oder ein ernsthafter Schaden im Sinne des § 4 Absatz
1 droht oder er bereits einer solchen Verfolgung ausgesetzt war oder einen solchen ernsthaften Schaden erlitten
hat.

§ 26a Sichere Drittstaaten

(1) Ein Ausländer, der aus einem Drittstaat im Sinne des Artikels 16a Abs. 2 Satz 1 des Grundgesetzes (sicherer
Drittstaat) eingereist ist, kann sich nicht auf Artikel 16a Abs. 1 des Grundgesetzes berufen. Er wird nicht als
Asylberechtigter anerkannt. Satz 1 gilt nicht, wenn
1.   der Ausländer im Zeitpunkt seiner Einreise in den sicheren Drittstaat im Besitz eines Aufenthaltstitels für die

Bundesrepublik Deutschland war,
 

2.   die Bundesrepublik Deutschland auf Grund von Rechtsvorschriften der Europäischen Gemeinschaft oder
eines völkerrechtlichen Vertrages mit dem sicheren Drittstaat für die Durchführung des Asylverfahrens
zuständig ist oder
 

3.   der Ausländer auf Grund einer Anordnung nach § 18 Abs. 4 Nr. 2 nicht zurückgewiesen oder
zurückgeschoben worden ist.
 

(2) Sichere Drittstaaten sind außer den Mitgliedstaaten der Europäischen Union die in Anlage I bezeichneten
Staaten.
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(3) Die Bundesregierung bestimmt durch Rechtsverordnung ohne Zustimmung des Bundesrates, dass ein in
Anlage I bezeichneter Staat nicht mehr als sicherer Drittstaat gilt, wenn Veränderungen in den rechtlichen oder
politischen Verhältnissen dieses Staates die Annahme begründen, dass die in Artikel 16a Abs. 2 Satz 1 des
Grundgesetzes bezeichneten Voraussetzungen entfallen sind. Die Verordnung tritt spätestens sechs Monate nach
ihrem Inkrafttreten außer Kraft.

Fußnote

§ 26a Abs. 1 Satz 1 u. 2: Mit GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1938/93 u. 2 BvR
2315/93 -

§ 27 Anderweitige Sicherheit vor Verfolgung

(1) Ein Ausländer, der bereits in einem sonstigen Drittstaat vor politischer Verfolgung sicher war, wird nicht als
Asylberechtigter anerkannt.

(2) Ist der Ausländer im Besitz eines von einem sicheren Drittstaat (§ 26a) oder einem sonstigen Drittstaat
ausgestellten Reiseausweises nach dem Abkommen über die Rechtsstellung der Flüchtlinge, so wird vermutet,
dass er bereits in diesem Staat vor politischer Verfolgung sicher war.

(3) Hat sich ein Ausländer in einem sonstigen Drittstaat, in dem ihm keine politische Verfolgung droht, vor der
Einreise in das Bundesgebiet länger als drei Monate aufgehalten, so wird vermutet, dass er dort vor politischer
Verfolgung sicher war. Das gilt nicht, wenn der Ausländer glaubhaft macht, dass eine Abschiebung in einen
anderen Staat, in dem ihm politische Verfolgung droht, nicht mit hinreichender Sicherheit auszuschließen war.

§ 27a (weggefallen)

§ 28 Nachfluchttatbestände

(1) Ein Ausländer wird in der Regel nicht als Asylberechtigter anerkannt, wenn die Gefahr politischer Verfolgung
auf Umständen beruht, die er nach Verlassen seines Herkunftslandes aus eigenem Entschluss geschaffen
hat, es sei denn, dieser Entschluss entspricht einer festen, bereits im Herkunftsland erkennbar betätigten
Überzeugung. Satz 1 findet insbesondere keine Anwendung, wenn der Ausländer sich auf Grund seines Alters
und Entwicklungsstandes im Herkunftsland noch keine feste Überzeugung bilden konnte.

(1a) Die begründete Furcht vor Verfolgung im Sinne des § 3 Absatz 1 oder die tatsächliche Gefahr, einen
ernsthaften Schaden im Sinne des § 4 Absatz 1 zu erleiden, kann auf Ereignissen beruhen, die eingetreten
sind, nachdem der Ausländer das Herkunftsland verlassen hat, insbesondere auch auf einem Verhalten des
Ausländers, das Ausdruck und Fortsetzung einer bereits im Herkunftsland bestehenden Überzeugung oder
Ausrichtung ist.

(2) Stellt der Ausländer nach Rücknahme oder unanfechtbarer Ablehnung eines Asylantrags erneut einen
Asylantrag und stützt diesen auf Umstände, die er nach Rücknahme oder unanfechtbarer Ablehnung seines
früheren Antrags selbst geschaffen hat, kann in einem Folgeverfahren in der Regel die Flüchtlingseigenschaft
nicht zuerkannt werden.

§ 29 Unzulässige Anträge

(1) Ein Asylantrag ist unzulässig, wenn
1.   ein anderer Staat

a)   nach Maßgabe der Verordnung (EU) Nr. 604/2013 des Europäischen Parlaments und des Rates vom 26.
Juni 2013 zur Festlegung der Kriterien und Verfahren zur Bestimmung des Mitgliedstaats, der für die
Prüfung eines von einem Drittstaatsangehörigen oder Staatenlosen in einem Mitgliedstaat gestellten
Antrags auf internationalen Schutz zuständig ist (ABl. L 180 vom 29.6.2013, S. 31) oder
 

b)   auf Grund von anderen Rechtsvorschriften der Europäischen Union oder eines völkerrechtlichen
Vertrages
 

für die Durchführung des Asylverfahrens zuständig ist,
 

2.   ein anderer Mitgliedstaat der Europäischen Union dem Ausländer bereits internationalen Schutz im Sinne des
§ 1 Absatz 1 Nummer 2 gewährt hat,
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3.   ein Staat, der bereit ist, den Ausländer wieder aufzunehmen, als für den Ausländer sicherer Drittstaat gemäß
§ 26a betrachtet wird,
 

4.   ein Staat, der kein Mitgliedstaat der Europäischen Union und bereit ist, den Ausländer wieder aufzunehmen,
als sonstiger Drittstaat gemäß § 27 betrachtet wird oder
 

5.   im Falle eines Folgeantrags nach § 71 oder eines Zweitantrags nach § 71a ein weiteres Asylverfahren nicht
durchzuführen ist.
 

(2) Das Bundesamt hört den Ausländer zu den Gründen nach Absatz 1 Nummer 1 Buchstabe b bis Nummer 4
persönlich an, bevor es über die Zulässigkeit eines Asylantrags entscheidet. Zu den Gründen nach Absatz 1
Nummer 5 gibt es dem Ausländer Gelegenheit zur Stellungnahme nach § 71 Absatz 3.

(3) Erscheint der Ausländer nicht zur Anhörung über die Zulässigkeit, entscheidet das Bundesamt nach
Aktenlage. Dies gilt nicht, wenn der Ausländer unverzüglich nachweist, dass das in Satz 1 genannte Versäumnis
auf Umstände zurückzuführen war, auf die er keinen Einfluss hatte. Führt der Ausländer diesen Nachweis, ist das
Verfahren fortzuführen.

(4) Die Anhörung zur Zulässigkeit des Asylantrags kann gemäß § 24 Absatz 1a dafür geschulten Bediensteten
anderer Behörden übertragen werden.

§ 29a Sicherer Herkunftsstaat; Bericht; Verordnungsermächtigung

(1) Der Asylantrag eines Ausländers aus einem Staat im Sinne des Artikels 16a Abs. 3 Satz 1 des Grundgesetzes
(sicherer Herkunftsstaat) ist als offensichtlich unbegründet abzulehnen, es sei denn, die von dem Ausländer
angegebenen Tatsachen oder Beweismittel begründen die Annahme, dass ihm abweichend von der allgemeinen
Lage im Herkunftsstaat Verfolgung im Sinne des § 3 Absatz 1 oder ein ernsthafter Schaden im Sinne des § 4
Absatz 1 droht.

(2) Sichere Herkunftsstaaten sind die Mitgliedstaaten der Europäischen Union und die in Anlage II bezeichneten
Staaten.

(2a) Die Bundesregierung legt dem Deutschen Bundestag alle zwei Jahre, erstmals zum 23. Oktober 2017 einen
Bericht darüber vor, ob die Voraussetzungen für die Einstufung der in Anlage II bezeichneten Staaten als sichere
Herkunftsstaaten weiterhin vorliegen.

(3) Die Bundesregierung bestimmt durch Rechtsverordnung ohne Zustimmung des Bundesrates, dass ein in
Anlage II bezeichneter Staat nicht mehr als sicherer Herkunftsstaat gilt, wenn Veränderungen in den rechtlichen
oder politischen Verhältnissen dieses Staates die Annahme begründen, dass die in Artikel 16a Abs. 3 Satz 1 des
Grundgesetzes bezeichneten Voraussetzungen entfallen sind. Die Verordnung tritt spätestens sechs Monate nach
ihrem Inkrafttreten außer Kraft.

Fußnote

§ 29a Abs. 1: Mit GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1507/93 u. 2 BvR 1508/93 -

§ 30 Offensichtlich unbegründete Asylanträge

(1) Ein Asylantrag ist offensichtlich unbegründet, wenn die Voraussetzungen für eine Anerkennung als
Asylberechtigter und die Voraussetzungen für die Zuerkennung des internationalen Schutzes offensichtlich nicht
vorliegen.

(2) Ein Asylantrag ist insbesondere offensichtlich unbegründet, wenn nach den Umständen des Einzelfalles
offensichtlich ist, dass sich der Ausländer nur aus wirtschaftlichen Gründen oder um einer allgemeinen
Notsituation zu entgehen, im Bundesgebiet aufhält.

(3) Ein unbegründeter Asylantrag ist als offensichtlich unbegründet abzulehnen, wenn
1.   in wesentlichen Punkten das Vorbringen des Ausländers nicht substantiiert oder in sich widersprüchlich ist,

offenkundig den Tatsachen nicht entspricht oder auf gefälschte oder verfälschte Beweismittel gestützt wird,
 

2.   der Ausländer im Asylverfahren über seine Identität oder Staatsangehörigkeit täuscht oder diese Angaben
verweigert,
 



Ein Service des Bundesministeriums der Justiz und für Verbraucherschutz
in Zusammenarbeit mit der juris GmbH - www.juris.de

- Seite 22 von 46 -

3.   er unter Angabe anderer Personalien einen weiteren Asylantrag oder ein weiteres Asylbegehren anhängig
gemacht hat,
 

4.   er den Asylantrag gestellt hat, um eine drohende Aufenthaltsbeendigung abzuwenden, obwohl er zuvor
ausreichend Gelegenheit hatte, einen Asylantrag zu stellen,
 

5.   er seine Mitwirkungspflichten nach § 13 Abs. 3 Satz 2, § 15 Abs. 2 Nr. 3 bis 5 oder § 25 Abs. 1 gröblich
verletzt hat, es sei denn, er hat die Verletzung der Mitwirkungspflichten nicht zu vertreten oder ihm war die
Einhaltung der Mitwirkungspflichten aus wichtigen Gründen nicht möglich,
 

6.   er nach §§ 53, 54 des Aufenthaltsgesetzes vollziehbar ausgewiesen ist oder
 

7.   er für einen nach diesem Gesetz handlungsunfähigen Ausländer gestellt wird oder nach § 14a als
gestellt gilt, nachdem zuvor Asylanträge der Eltern oder des allein personensorgeberechtigten Elternteils
unanfechtbar abgelehnt worden sind.
 

(4) Ein Asylantrag ist ferner als offensichtlich unbegründet abzulehnen, wenn die Voraussetzungen des § 60 Abs.
8 Satz 1 des Aufenthaltsgesetzes oder des § 3 Abs. 2 vorliegen oder wenn das Bundesamt nach § 60 Absatz 8
Satz 3 des Aufenthaltsgesetzes von der Anwendung des § 60 Absatz 1 des Aufenthaltsgesetzes abgesehen hat.

(5) Ein beim Bundesamt gestellter Antrag ist auch dann als offensichtlich unbegründet abzulehnen, wenn es sich
nach seinem Inhalt nicht um einen Asylantrag im Sinne des § 13 Abs. 1 handelt.

§ 30a Beschleunigte Verfahren

(1) Das Bundesamt kann das Asylverfahren in einer Außenstelle, die einer besonderen Aufnahmeeinrichtung (§ 5
Absatz 5) zugeordnet ist, beschleunigt durchführen, wenn der Ausländer
1.   Staatsangehöriger eines sicheren Herkunftsstaates (§ 29a) ist,

 

2.   die Behörden durch falsche Angaben oder Dokumente oder durch Verschweigen wichtiger Informationen
oder durch Zurückhalten von Dokumenten über seine Identität oder Staatsangehörigkeit offensichtlich
getäuscht hat,
 

3.   ein Identitäts- oder ein Reisedokument, das die Feststellung seiner Identität oder Staatsangehörigkeit
ermöglicht hätte, mutwillig vernichtet oder beseitigt hat, oder die Umstände offensichtlich diese Annahme
rechtfertigen,
 

4.   einen Folgeantrag gestellt hat,
 

5.   den Antrag nur zur Verzögerung oder Behinderung der Vollstreckung einer bereits getroffenen oder
unmittelbar bevorstehenden Entscheidung, die zu seiner Abschiebung führen würde, gestellt hat,
 

6.   sich weigert, der Verpflichtung zur Abnahme seiner Fingerabdrücke gemäß der Verordnung (EU) Nr.
603/2013 des Europäischen Parlaments und des Rates vom 26. Juni 2013 über die Einrichtung von Eurodac
für den Abgleich von Fingerabdruckdaten zum Zwecke der effektiven Anwendung der Verordnung (EU) Nr.
604/2013 zur Festlegung der Kriterien und Verfahren zur Bestimmung des Mitgliedstaats, der für die Prüfung
eines von einem Drittstaatsangehörigen oder Staatenlosen in einem Mitgliedstaat gestellten Antrags auf
internationalen Schutz zuständig ist und über der Gefahrenabwehr und Strafverfolgung dienende Anträge
der Gefahrenabwehr- und Strafverfolgungsbehörden der Mitgliedstaaten und Europols auf den Abgleich mit
Eurodac-Daten sowie zur Änderung der Verordnung (EU) Nr. 1077/2011 zur Errichtung einer Europäischen
Agentur für das Betriebsmanagement von IT-Großsystemen im Raum der Freiheit, der Sicherheit und des
Rechts (ABl. L 180 vom 29.6.2013, S. 1) nachzukommen, oder
 

7.   aus schwerwiegenden Gründen der öffentlichen Sicherheit oder öffentlichen Ordnung ausgewiesen wurde
oder es schwerwiegende Gründe für die Annahme gibt, dass er eine Gefahr für die nationale Sicherheit oder
die öffentliche Ordnung darstellt.
 

(2) Macht das Bundesamt von Absatz 1 Gebrauch, so entscheidet es innerhalb einer Woche ab Stellung
des Asylantrags. Kann es nicht innerhalb dieser Frist entscheiden, dann führt es das Verfahren als nicht
beschleunigtes Verfahren fort.

(3) Ausländer, deren Asylanträge im beschleunigten Verfahren nach dieser Vorschrift bearbeitet werden, sind
verpflichtet, bis zur Entscheidung des Bundesamtes über den Asylantrag in der für ihre Aufnahme zuständigen
besonderen Aufnahmeeinrichtung zu wohnen. Die Verpflichtung nach Satz 1 gilt darüber hinaus bis zur Ausreise
oder bis zum Vollzug der Abschiebungsandrohung oder -anordnung bei
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1.   einer Einstellung des Verfahrens oder
 

2.   einer Ablehnung des Asylantrags
a)   nach § 29 Absatz 1 Nummer 4 als unzulässig,

 

b)   nach § 29a oder § 30 als offensichtlich unbegründet oder
 

c)   im Fall des § 71 Absatz 4.
 

 

Die §§ 48 bis 50 bleiben unberührt.

§ 31 Entscheidung des Bundesamtes über Asylanträge

(1) Die Entscheidung des Bundesamtes ergeht schriftlich. Sie ist schriftlich zu begründen. Entscheidungen,
die der Anfechtung unterliegen, sind den Beteiligten unverzüglich zuzustellen. Wurde kein Bevollmächtigter
für das Verfahren bestellt, ist eine Übersetzung der Entscheidungsformel und der Rechtsbehelfsbelehrung in
einer Sprache beizufügen, deren Kenntnis vernünftigerweise vorausgesetzt werden kann; Asylberechtigte und
Ausländer, denen internationaler Schutz im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer 2 zuerkannt wird oder bei denen das
Bundesamt ein Abschiebungsverbot nach § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes festgestellt hat, werden
zusätzlich über die Rechte und Pflichten unterrichtet, die sich daraus ergeben. Wird der Asylantrag nur nach §
26a oder § 29 Absatz 1 Nummer 1 abgelehnt, ist die Entscheidung zusammen mit der Abschiebungsanordnung
nach § 34a dem Ausländer selbst zuzustellen. Sie kann ihm auch von der für die Abschiebung oder für die
Durchführung der Abschiebung zuständigen Behörde zugestellt werden. Wird der Ausländer durch einen
Bevollmächtigten vertreten oder hat er einen Empfangsberechtigten benannt, soll diesem ein Abdruck der
Entscheidung zugeleitet werden.

(2) In Entscheidungen über zulässige Asylanträge und nach § 30 Abs. 5 ist ausdrücklich festzustellen, ob dem
Ausländer die Flüchtlingseigenschaft oder der subsidiäre Schutz zuerkannt wird und ob er als Asylberechtigter
anerkannt wird. In den Fällen des § 13 Absatz 2 Satz 2 ist nur über den beschränkten Antrag zu entscheiden.

(3) In den Fällen des Absatzes 2 und in Entscheidungen über unzulässige Asylanträge ist festzustellen, ob die
Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes vorliegen. Davon kann abgesehen werden,
wenn der Ausländer als Asylberechtigter anerkannt wird oder ihm internationaler Schutz im Sinne des § 1 Absatz
1 Nummer 2 zuerkannt wird.

(4) Wird der Asylantrag nur nach § 26a als unzulässig abgelehnt, bleibt § 26 Absatz 5 in den Fällen des § 26
Absatz 1 bis 4 unberührt.

(5) Wird ein Ausländer nach § 26 Absatz 1 bis 3 als Asylberechtigter anerkannt oder wird ihm nach § 26
Absatz 5 internationaler Schutz im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer 2 zuerkannt, soll von der Feststellung der
Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 und 7 des Aufenthaltsgesetzes abgesehen werden.

(6) Wird der Asylantrag nach § 29 Absatz 1 Nummer 1 als unzulässig abgelehnt, wird dem Ausländer in der
Entscheidung mitgeteilt, welcher andere Staat für die Durchführung des Asylverfahrens zuständig ist.

Fußnote

§ 31 Abs. 4 Satz 1: Mit GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1938/93 u. 2 BvR 2315/93 -

§ 32 Entscheidung bei Antragsrücknahme oder Verzicht

Im Falle der Antragsrücknahme oder des Verzichts gemäß § 14a Abs. 3 stellt das Bundesamt in seiner
Entscheidung fest, dass das Asylverfahren eingestellt ist und ob ein Abschiebungsverbot nach § 60 Absatz 5 oder
7 des Aufenthaltsgesetzes vorliegt. In den Fällen des § 33 ist nach Aktenlage zu entscheiden.

§ 32a Ruhen des Verfahrens

(1) Das Asylverfahren eines Ausländers ruht, solange ihm vorübergehender Schutz nach § 24 des
Aufenthaltsgesetzes gewährt wird. Solange das Verfahren ruht, bestimmt sich die Rechtsstellung des Ausländers
nicht nach diesem Gesetz.

(2) Der Asylantrag gilt als zurückgenommen, wenn der Ausländer nicht innerhalb eines Monats nach Ablauf der
Geltungsdauer seiner Aufenthaltserlaubnis dem Bundesamt anzeigt, dass er das Asylverfahren fortführen will.
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§ 33 Nichtbetreiben des Verfahrens

(1) Der Asylantrag gilt als zurückgenommen, wenn der Ausländer das Verfahren nicht betreibt.

(2) Es wird vermutet, dass der Ausländer das Verfahren nicht betreibt, wenn er
1.   einer Aufforderung zur Vorlage von für den Antrag wesentlichen Informationen gemäß § 15 oder einer

Aufforderung zur Anhörung gemäß § 25 nicht nachgekommen ist,
 

2.   untergetaucht ist oder
 

3.   gegen die räumliche Beschränkung seiner Aufenthaltsgestattung gemäß § 56 verstoßen hat, der er wegen
einer Wohnverpflichtung nach § 30a Absatz 3 unterliegt.
 

Die Vermutung nach Satz 1 gilt nicht, wenn der Ausländer unverzüglich nachweist, dass das in Satz 1 Nummer
1 genannte Versäumnis oder die in Satz 1 Nummer 2 und 3 genannte Handlung auf Umstände zurückzuführen
war, auf die er keinen Einfluss hatte. Führt der Ausländer diesen Nachweis, ist das Verfahren fortzuführen. Wurde
das Verfahren als beschleunigtes Verfahren nach § 30a durchgeführt, beginnt die Frist nach § 30a Absatz 2 Satz
1 neu zu laufen.

(3) Der Asylantrag gilt ferner als zurückgenommen, wenn der Ausländer während des Asylverfahrens in seinen
Herkunftsstaat gereist ist.

(4) Der Ausländer ist auf die nach den Absätzen 1 und 3 eintretenden Rechtsfolgen schriftlich und gegen
Empfangsbestätigung hinzuweisen.

(5) In den Fällen der Absätze 1 und 3 stellt das Bundesamt das Asylverfahren ein. Ein Ausländer, dessen
Asylverfahren gemäß Satz 1 eingestellt worden ist, kann die Wiederaufnahme des Verfahrens beantragen. Der
Antrag ist persönlich bei der Außenstelle des Bundesamtes zu stellen, die der Aufnahmeeinrichtung zugeordnet
ist, in welcher der Ausländer vor der Einstellung des Verfahrens zu wohnen verpflichtet war. Stellt der Ausländer
einen neuen Asylantrag, so gilt dieser als Antrag im Sinne des Satzes 2. Das Bundesamt nimmt die Prüfung in
dem Verfahrensabschnitt wieder auf, in dem sie eingestellt wurde. Abweichend von Satz 5 ist das Asylverfahren
nicht wieder aufzunehmen und ein Antrag nach Satz 2 oder Satz 4 ist als Folgeantrag (§ 71) zu behandeln, wenn
1.   die Einstellung des Asylverfahrens zum Zeitpunkt der Antragstellung mindestens neun Monate zurückliegt

oder
 

2.   das Asylverfahren bereits nach dieser Vorschrift wieder aufgenommen worden war.
 

Wird ein Verfahren nach dieser Vorschrift wieder aufgenommen, das vor der Einstellung als beschleunigtes
Verfahren nach § 30a durchgeführt wurde, beginnt die Frist nach § 30a Absatz 2 Satz 1 neu zu laufen.

(6) Für Rechtsbehelfe gegen eine Entscheidung nach Absatz 5 Satz 6 gilt § 36 Absatz 3 entsprechend.

Unterabschnitt 4
Aufenthaltsbeendigung
§ 34 Abschiebungsandrohung

(1) Das Bundesamt erlässt nach den §§ 59 und 60 Absatz 10 des Aufenthaltsgesetzes eine schriftliche
Abschiebungsandrohung, wenn
1.   der Ausländer nicht als Asylberechtigter anerkannt wird,

 

2.   dem Ausländer nicht die Flüchtlingseigenschaft zuerkannt wird,
 

2a.   dem Ausländer kein subsidiärer Schutz gewährt wird,
 

3.   die Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 und 7 des Aufenthaltsgesetzes nicht vorliegen oder
die Abschiebung ungeachtet des Vorliegens der Voraussetzungen des § 60 Absatz 7 Satz 1 des
Aufenthaltsgesetzes ausnahmsweise zulässig ist und
 

4.   der Ausländer keinen Aufenthaltstitel besitzt.
 

Eine Anhörung des Ausländers vor Erlass der Abschiebungsandrohung ist nicht erforderlich. Im Übrigen bleibt
die Ausländerbehörde für Entscheidungen nach § 59 Absatz 1 Satz 4 und Absatz 6 des Aufenthaltsgesetzes
zuständig.
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(2) Die Abschiebungsandrohung soll mit der Entscheidung über den Asylantrag verbunden werden. Wurde kein
Bevollmächtigter für das Verfahren bestellt, sind die Entscheidungsformel der Abschiebungsandrohung und
die Rechtsbehelfsbelehrung dem Ausländer in eine Sprache zu übersetzen, deren Kenntnis vernünftigerweise
vorausgesetzt werden kann.

§ 34a Abschiebungsanordnung

(1) Soll der Ausländer in einen sicheren Drittstaat (§ 26a) oder in einen für die Durchführung des Asylverfahrens
zuständigen Staat (§ 29 Absatz 1 Nummer 1) abgeschoben werden, ordnet das Bundesamt die Abschiebung
in diesen Staat an, sobald feststeht, dass sie durchgeführt werden kann. Dies gilt auch, wenn der Ausländer
den Asylantrag in einem anderen auf Grund von Rechtsvorschriften der Europäischen Union oder eines
völkerrechtlichen Vertrages für die Durchführung des Asylverfahrens zuständigen Staat gestellt oder vor der
Entscheidung des Bundesamtes zurückgenommen hat. Einer vorherigen Androhung und Fristsetzung bedarf
es nicht. Kann eine Abschiebungsanordnung nach Satz 1 oder 2 nicht ergehen, droht das Bundesamt die
Abschiebung in den jeweiligen Staat an.

(2) Anträge nach § 80 Absatz 5 der Verwaltungsgerichtsordnung gegen die Abschiebungsanordnung sind
innerhalb einer Woche nach Bekanntgabe zu stellen. Die Abschiebung ist bei rechtzeitiger Antragstellung
vor der gerichtlichen Entscheidung nicht zulässig. Anträge auf Gewährung vorläufigen Rechtsschutzes
gegen die Befristung des Einreise- und Aufenthaltsverbots durch das Bundesamt nach § 11 Absatz 2 des
Aufenthaltsgesetzes sind innerhalb einer Woche nach Bekanntgabe zu stellen. Die Vollziehbarkeit der
Abschiebungsanordnung bleibt hiervon unberührt.

Fußnote

§ 34a: Mit GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1938/93 u. 2 BvR 2315/93 -

§ 35 Abschiebungsandrohung bei Unzulässigkeit des Asylantrags

In den Fällen des § 29 Absatz 1 Nummer 2 und 4 droht das Bundesamt dem Ausländer die Abschiebung in den
Staat an, in dem er vor Verfolgung sicher war.

§ 36 Verfahren bei Unzulässigkeit nach § 29 Absatz 1 Nummer 2 und 4 und bei offensichtlicher
Unbegründetheit

(1) In den Fällen der Unzulässigkeit nach § 29 Absatz 1 Nummer 2 und 4 und der offensichtlichen
Unbegründetheit des Asylantrages beträgt die dem Ausländer zu setzende Ausreisefrist eine Woche.

(2) Das Bundesamt übermittelt mit der Zustellung der Entscheidung den Beteiligten eine Kopie des Inhalts
der Asylakte. Der Verwaltungsvorgang ist mit dem Nachweis der Zustellung unverzüglich dem zuständigen
Verwaltungsgericht zu übermitteln.

(3) Anträge nach § 80 Abs. 5 der Verwaltungsgerichtsordnung gegen die Abschiebungsandrohung sind
innerhalb einer Woche nach Bekanntgabe zu stellen; dem Antrag soll der Bescheid des Bundesamtes beigefügt
werden. Der Ausländer ist hierauf hinzuweisen. § 58 der Verwaltungsgerichtsordnung ist entsprechend
anzuwenden. Die Entscheidung soll im schriftlichen Verfahren ergehen; eine mündliche Verhandlung, in der
zugleich über die Klage verhandelt wird, ist unzulässig. Die Entscheidung soll innerhalb von einer Woche nach
Ablauf der Frist des Absatzes 1 ergehen. Die Kammer des Verwaltungsgerichts kann die Frist nach Satz 5
um jeweils eine weitere Woche verlängern. Die zweite Verlängerung und weitere Verlängerungen sind nur
bei Vorliegen schwerwiegender Gründe zulässig, insbesondere wenn eine außergewöhnliche Belastung des
Gerichts eine frühere Entscheidung nicht möglich macht. Die Abschiebung ist bei rechtzeitiger Antragstellung
vor der gerichtlichen Entscheidung nicht zulässig. Die Entscheidung ist ergangen, wenn die vollständig
unterschriebene Entscheidungsformel der Geschäftsstelle der Kammer vorliegt. Anträge auf Gewährung
vorläufigen Rechtsschutzes gegen die Befristung des Einreise- und Aufenthaltsverbots durch das Bundesamt
nach § 11 Absatz 2 des Aufenthaltsgesetzes und die Anordnung und Befristung nach § 11 Absatz 7 des
Aufenthaltsgesetzes sind ebenso innerhalb einer Woche nach Bekanntgabe zu stellen. Die Vollziehbarkeit der
Abschiebungsandrohung bleibt hiervon unberührt.

(4) Die Aussetzung der Abschiebung darf nur angeordnet werden, wenn ernstliche Zweifel an der Rechtmäßigkeit
des angegriffenen Verwaltungsaktes bestehen. Tatsachen und Beweismittel, die von den Beteiligten nicht
angegeben worden sind, bleiben unberücksichtigt, es sei denn, sie sind gerichtsbekannt oder offenkundig. Ein
Vorbringen, das nach § 25 Abs. 3 im Verwaltungsverfahren unberücksichtigt geblieben ist, sowie Tatsachen und
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Umstände im Sinne des § 25 Abs. 2, die der Ausländer im Verwaltungsverfahren nicht angegeben hat, kann das
Gericht unberücksichtigt lassen, wenn andernfalls die Entscheidung verzögert würde.

§ 37 Weiteres Verfahren bei stattgebender gerichtlicher Entscheidung

(1) Die Entscheidung des Bundesamtes über die Unzulässigkeit nach § 29 Absatz 1 Nummer 2 und 4 des Antrags
und die Abschiebungsandrohung werden unwirksam, wenn das Verwaltungsgericht dem Antrag nach § 80 Abs. 5
der Verwaltungsgerichtsordnung entspricht. Das Bundesamt hat das Asylverfahren fortzuführen.

(2) Entspricht das Verwaltungsgericht im Falle eines als offensichtlich unbegründet abgelehnten Asylantrags
dem Antrag nach § 80 Abs. 5 der Verwaltungsgerichtsordnung, endet die Ausreisefrist 30 Tage nach dem
unanfechtbaren Abschluss des Asylverfahrens.

(3) Die Absätze 1 und 2 gelten nicht, wenn auf Grund der Entscheidung des Verwaltungsgerichts die Abschiebung
in einen der in der Abschiebungsandrohung bezeichneten Staaten vollziehbar wird.

§ 38 Ausreisefrist bei sonstiger Ablehnung und bei Rücknahme des Asylantrags

(1) In den sonstigen Fällen, in denen das Bundesamt den Ausländer nicht als Asylberechtigten anerkennt, beträgt
die dem Ausländer zu setzende Ausreisefrist 30 Tage. Im Falle der Klageerhebung endet die Ausreisefrist 30 Tage
nach dem unanfechtbaren Abschluss des Asylverfahrens.

(2) Im Falle der Rücknahme des Asylantrags vor der Entscheidung des Bundesamtes beträgt die dem Ausländer
zu setzende Ausreisefrist eine Woche.

(3) Im Falle der Rücknahme des Asylantrags oder der Klage oder des Verzichts auf die Durchführung des
Asylverfahrens nach § 14a Absatz 3 kann dem Ausländer eine Ausreisefrist bis zu drei Monaten eingeräumt
werden, wenn er sich zur freiwilligen Ausreise bereit erklärt.

§ 39 (weggefallen)

§ 40 Unterrichtung der Ausländerbehörde

(1) Das Bundesamt unterrichtet unverzüglich die Ausländerbehörde, in deren Bezirk sich der Ausländer
aufzuhalten oder Wohnung zu nehmen hat, über eine vollziehbare Abschiebungsandrohung und leitet
ihr unverzüglich alle für die Abschiebung erforderlichen Unterlagen zu. Das Gleiche gilt, wenn das
Verwaltungsgericht die aufschiebende Wirkung der Klage wegen des Vorliegens der Voraussetzungen des § 60
Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes nur hinsichtlich der Abschiebung in den betreffenden Staat angeordnet
hat und das Bundesamt das Asylverfahren nicht fortführt.

(2) Das Bundesamt unterrichtet unverzüglich die Ausländerbehörde, wenn das Verwaltungsgericht in den Fällen
des § 38 Absatz 2 die aufschiebende Wirkung der Klage gegen die Abschiebungsandrohung anordnet.

(3) Stellt das Bundesamt dem Ausländer die Abschiebungsanordnung (§ 34a) zu, unterrichtet es unverzüglich die
für die Abschiebung zuständige Behörde über die Zustellung.

§ 41 (weggefallen)

§ 42 Bindungswirkung ausländerrechtlicher Entscheidungen

Die Ausländerbehörde ist an die Entscheidung des Bundesamtes oder des Verwaltungsgerichts über das
Vorliegen der Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes gebunden. Über den
späteren Eintritt und Wegfall der Voraussetzungen des § 60 Abs. 4 des Aufenthaltsgesetzes entscheidet die
Ausländerbehörde, ohne dass es einer Aufhebung der Entscheidung des Bundesamtes bedarf.

§ 43 Vollziehbarkeit und Aussetzung der Abschiebung

(1) War der Ausländer im Besitz eines Aufenthaltstitels, darf eine nach den Vorschriften dieses Gesetzes
vollziehbare Abschiebungsandrohung erst vollzogen werden, wenn der Ausländer auch nach § 58 Abs. 2 Satz 2
des Aufenthaltsgesetzes vollziehbar ausreisepflichtig ist.

(2) Hat der Ausländer die Verlängerung eines Aufenthaltstitels mit einer Gesamtgeltungsdauer von mehr als
sechs Monaten beantragt, wird die Abschiebungsandrohung erst mit der Ablehnung dieses Antrags vollziehbar.
Im Übrigen steht § 81 des Aufenthaltsgesetzes der Abschiebung nicht entgegen.
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(3) Haben Familienangehörige im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 gleichzeitig oder jeweils unverzüglich nach ihrer
Einreise einen Asylantrag gestellt, darf die Ausländerbehörde die Abschiebung vorübergehend aussetzen, um
die gemeinsame Ausreise der Familie zu ermöglichen. Sie stellt dem Ausländer eine Bescheinigung über die
Aussetzung der Abschiebung aus.

§ 43a (weggefallen)

§ 43b (weggefallen)

Abschnitt 5
Unterbringung und Verteilung
§ 44 Schaffung und Unterhaltung von Aufnahmeeinrichtungen

(1) Die Länder sind verpflichtet, für die Unterbringung Asylbegehrender die dazu erforderlichen
Aufnahmeeinrichtungen zu schaffen und zu unterhalten sowie entsprechend ihrer Aufnahmequote die im
Hinblick auf den monatlichen Zugang Asylbegehrender in den Aufnahmeeinrichtungen notwendige Zahl von
Unterbringungsplätzen bereitzustellen.

(2) Das Bundesministerium des Innern oder die von ihm bestimmte Stelle teilt den Ländern monatlich die Zahl
der Zugänge von Asylbegehrenden, die voraussichtliche Entwicklung und den voraussichtlichen Bedarf an
Unterbringungsplätzen mit.

(3) § 45 des Achten Buches Sozialgesetzbuch (Artikel 1 des Gesetzes vom 26. Juni 1990, BGBl. I S. 1163)
gilt nicht für Aufnahmeeinrichtungen. Träger von Aufnahmeeinrichtungen sollen sich von Personen, die in
diesen Einrichtungen mit der Beaufsichtigung, Betreuung, Erziehung oder Ausbildung Minderjähriger oder mit
Tätigkeiten, die in vergleichbarer Weise geeignet sind, Kontakt zu Minderjährigen aufzunehmen, betraut sind,
zur Prüfung, ob sie für die aufgeführten Tätigkeiten geeignet sind, vor deren Einstellung oder Aufnahme einer
dauerhaften ehrenamtlichen Tätigkeit und in regelmäßigen Abständen ein Führungszeugnis nach § 30 Absatz
5 und § 30a Absatz 1 des Bundeszentralregistergesetzes vorlegen lassen. Träger von Aufnahmeeinrichtungen
dürfen für die Tätigkeiten nach Satz 2 keine Personen beschäftigen oder mit diesen Tätigkeiten ehrenamtlich
betrauen, die rechtskräftig wegen einer Straftat nach den §§ 171, 174 bis 174c, 176 bis 180a, 181a, 182
bis 184g, 225, 232 bis 233a, 234, 235 oder 236 des Strafgesetzbuchs verurteilt worden sind. Nimmt der
Träger einer Aufnahmeeinrichtung Einsicht in ein Führungszeugnis nach § 30 Absatz 5 und § 30a Absatz 1
des Bundeszentralregistergesetzes, so speichert er nur den Umstand der Einsichtnahme, das Datum des
Führungszeugnisses und die Information, ob die das Führungszeugnis betreffende Person wegen einer in Satz
3 genannten Straftat rechtskräftig verurteilt worden ist. Der Träger einer Aufnahmeeinrichtung darf diese
Daten nur verändern und nutzen, soweit dies zur Prüfung der Eignung einer Person für die in Satz 2 genannten
Tätigkeiten erforderlich ist. Die Daten sind vor dem Zugriff Unbefugter zu schützen. Sie sind unverzüglich zu
löschen, wenn im Anschluss an die Einsichtnahme keine Tätigkeit nach Satz 2 wahrgenommen wird. Sie sind
spätestens sechs Monate nach der letztmaligen Ausübung einer in Satz 2 genannten Tätigkeit zu löschen.

§ 45 Aufnahmequoten

(1) Die Länder können durch Vereinbarung einen Schlüssel für die Aufnahme von Asylbegehrenden durch
die einzelnen Länder (Aufnahmequote) festlegen. Bis zum Zustandekommen dieser Vereinbarung oder
bei deren Wegfall richtet sich die Aufnahmequote für das jeweilige Kalenderjahr nach dem von dem Büro
der Gemeinsamen Wissenschaftskonferenz im Bundesanzeiger veröffentlichten Schlüssel, der für das
vorangegangene Kalenderjahr entsprechend Steuereinnahmen und Bevölkerungszahl der Länder errechnet
worden ist (Königsteiner Schlüssel).

(2) Zwei oder mehr Länder können vereinbaren, dass Asylbegehrende, die von einem Land entsprechend
seiner Aufnahmequote aufzunehmen sind, von einem anderen Land aufgenommen werden. Eine Vereinbarung
nach Satz 1 sieht mindestens Angaben zum Umfang der von der Vereinbarung betroffenen Personengruppe
sowie einen angemessenen Kostenausgleich vor. Die Aufnahmequote nach Absatz 1 wird durch eine solche
Vereinbarung nicht berührt.

§ 46 Bestimmung der zuständigen Aufnahmeeinrichtung

(1) Für die Aufnahme eines Ausländers, bei dem die Voraussetzungen des § 30a Absatz 1 vorliegen, ist die
besondere Aufnahmeeinrichtung (§ 5 Absatz 5) zuständig, die über einen freien Unterbringungsplatz im Rahmen
der Quote nach § 45 verfügt und bei der die ihr zugeordnete Außenstelle des Bundesamtes Asylanträge aus
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dem Herkunftsland dieses Ausländers bearbeitet. Im Übrigen ist die Aufnahmeeinrichtung zuständig, bei
der der Ausländer sich gemeldet hat, wenn sie über einen freien Unterbringungsplatz im Rahmen der Quote
nach § 45 verfügt und die ihr zugeordnete Außenstelle des Bundesamtes Asylanträge aus dem Herkunftsland
des Ausländers bearbeitet. Liegen die Voraussetzungen der Sätze 1 und 2 nicht vor, ist die nach Absatz 2
bestimmte Aufnahmeeinrichtung für die Aufnahme des Ausländers zuständig. Bei mehreren nach Satz 1 in
Betracht kommenden besonderen Aufnahmeeinrichtungen (§ 5 Absatz 5) gilt Absatz 2 für die Bestimmung der
zuständigen besonderen Aufnahmeeinrichtung entsprechend.

(2) Eine vom Bundesministerium des Innern bestimmte zentrale Verteilungsstelle benennt auf Veranlassung
einer Aufnahmeeinrichtung dieser die für die Aufnahme des Ausländers zuständige Aufnahmeeinrichtung.
Maßgebend dafür sind die Aufnahmequoten nach § 45, in diesem Rahmen die vorhandenen freien
Unterbringungsplätze und sodann die Bearbeitungsmöglichkeiten der jeweiligen Außenstelle des
Bundesamtes in Bezug auf die Herkunftsländer der Ausländer. Von mehreren danach in Betracht kommenden
Aufnahmeeinrichtungen wird die nächstgelegene als zuständig benannt.

(2a) Ergibt sich aus einer Vereinbarung nach § 45 Absatz 2 Satz 1 eine von den Absätzen 1 und 2 abweichende
Zuständigkeit, so wird die nach der Vereinbarung zur Aufnahme verpflichtete Aufnahmeeinrichtung mit der
tatsächlichen Aufnahme des Ausländers zuständig. Soweit nach den Umständen möglich, wird die Vereinbarung
bei der Verteilung nach Absatz 2 berücksichtigt.

(3) Die veranlassende Aufnahmeeinrichtung teilt der zentralen Verteilungsstelle nur die Zahl der Ausländer unter
Angabe der Herkunftsländer mit. Ausländer und ihre Familienangehörigen im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 sind
als Gruppe zu melden.

(4) Die Länder stellen sicher, dass die zentrale Verteilungsstelle jederzeit über die für die Bestimmung der
zuständigen Aufnahmeeinrichtung erforderlichen Angaben, insbesondere über Zu- und Abgänge, Belegungsstand
und alle freien Unterbringungsplätze jeder Aufnahmeeinrichtung unterrichtet ist.

(5) Die Landesregierung oder die von ihr bestimmte Stelle benennt der zentralen Verteilungsstelle die zuständige
Aufnahmeeinrichtung für den Fall, dass das Land nach der Quotenregelung zur Aufnahme verpflichtet ist und
über keinen freien Unterbringungsplatz in den Aufnahmeeinrichtungen verfügt.

§ 47 Aufenthalt in Aufnahmeeinrichtungen

(1) Ausländer, die den Asylantrag bei einer Außenstelle des Bundesamtes zu stellen haben (§ 14 Abs. 1), sind
verpflichtet, bis zu sechs Wochen, längstens jedoch bis zu sechs Monaten, in der für ihre Aufnahme zuständigen
Aufnahmeeinrichtung zu wohnen. Das Gleiche gilt in den Fällen des § 14 Absatz 2 Satz 1 Nummer 2, wenn die
Voraussetzungen dieser Vorschrift vor der Entscheidung des Bundesamtes entfallen.

(1a) Abweichend von Absatz 1 sind Ausländer aus einem sicheren Herkunftsstaat (§ 29a) verpflichtet, bis
zur Entscheidung des Bundesamtes über den Asylantrag und im Falle der Ablehnung des Asylantrags nach
§ 29a als offensichtlich unbegründet oder nach § 29 Absatz 1 Nummer 1 als unzulässig bis zur Ausreise
oder bis zum Vollzug der Abschiebungsandrohung oder -anordnung in der für ihre Aufnahme zuständigen
Aufnahmeeinrichtung zu wohnen. Die §§ 48 bis 50 bleiben unberührt.

(2) Sind Eltern eines minderjährigen ledigen Kindes verpflichtet, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, so
kann auch das Kind in der Aufnahmeeinrichtung wohnen, auch wenn es keinen Asylantrag gestellt hat.

(3) Für die Dauer der Pflicht, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, ist der Ausländer verpflichtet, für die
zuständigen Behörden und Gerichte erreichbar zu sein.

(4) Die Aufnahmeeinrichtung weist den Ausländer innerhalb von 15 Tagen nach der Asylantragstellung möglichst
schriftlich und in einer Sprache, deren Kenntnis vernünftigerweise vorausgesetzt werden kann, auf seine Rechte
und Pflichten nach dem Asylbewerberleistungsgesetz hin. Die Aufnahmeeinrichtung benennt in dem Hinweis
nach Satz 1 auch, wer dem Ausländer Rechtsbeistand gewähren kann und welche Vereinigungen den Ausländer
über seine Unterbringung und medizinische Versorgung beraten können.

§ 48 Beendigung der Verpflichtung, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen

Die Verpflichtung, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, endet vor Ablauf von sechs Monaten, wenn der
Ausländer
1.   verpflichtet ist, an einem anderen Ort oder in einer anderen Unterkunft Wohnung zu nehmen,
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2.   als Asylberechtigter anerkannt ist oder ihm internationaler Schutz im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer 2
zuerkannt wurde oder
 

3.   nach der Antragstellung durch Eheschließung oder Begründung einer Lebenspartnerschaft im Bundesgebiet
die Voraussetzungen für einen Rechtsanspruch auf Erteilung eines Aufenthaltstitels nach dem
Aufenthaltsgesetz erfüllt.
 

§ 49 Entlassung aus der Aufnahmeeinrichtung

(1) Die Verpflichtung, in der Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, ist zu beenden, wenn eine
Abschiebungsandrohung vollziehbar und die Abschiebung kurzfristig nicht möglich ist oder wenn dem Ausländer
eine Aufenthaltserlaubnis nach § 24 des Aufenthaltsgesetzes erteilt werden soll.

(2) Die Verpflichtung kann aus Gründen der öffentlichen Gesundheitsvorsorge sowie aus sonstigen Gründen der
öffentlichen Sicherheit oder Ordnung oder aus anderen zwingenden Gründen beendet werden.

§ 50 Landesinterne Verteilung

(1) Ausländer sind unverzüglich aus der Aufnahmeeinrichtung zu entlassen und innerhalb des Landes zu
verteilen, wenn das Bundesamt der zuständigen Landesbehörde mitteilt, dass
1.   nicht oder nicht kurzfristig entschieden werden kann, dass der Asylantrag unzulässig oder offensichtlich

unbegründet ist und ob die Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes in der Person
des Ausländers oder eines seiner Familienangehörigen im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 vorliegen, oder
 

2.   das Verwaltungsgericht die aufschiebende Wirkung der Klage gegen die Entscheidung des Bundesamtes
angeordnet hat.
 

Eine Verteilung kann auch erfolgen, wenn der Ausländer aus anderen Gründen nicht mehr verpflichtet ist, in der
Aufnahmeeinrichtung zu wohnen.

(2) Die Landesregierung oder die von ihr bestimmte Stelle wird ermächtigt, durch Rechtsverordnung die
Verteilung zu regeln, soweit dies nicht durch Landesgesetz geregelt ist.

(3) Die zuständige Landesbehörde teilt innerhalb eines Zeitraumes von drei Arbeitstagen dem Bundesamt den
Bezirk der Ausländerbehörde mit, in dem der Ausländer nach einer Verteilung Wohnung zu nehmen hat.

(4) Die zuständige Landesbehörde erlässt die Zuweisungsentscheidung. Die Zuweisungsentscheidung ist
schriftlich zu erlassen und mit einer Rechtsbehelfsbelehrung zu versehen. Sie bedarf keiner Begründung.
Einer Anhörung des Ausländers bedarf es nicht. Bei der Zuweisung sind die Haushaltsgemeinschaft von
Familienangehörigen im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 oder sonstige humanitäre Gründe von vergleichbarem
Gewicht zu berücksichtigen.

(5) Die Zuweisungsentscheidung ist dem Ausländer selbst zuzustellen. Wird der Ausländer durch einen
Bevollmächtigten vertreten oder hat er einen Empfangsbevollmächtigten benannt, soll ein Abdruck der
Zuweisungsentscheidung auch diesem zugeleitet werden.

(6) Der Ausländer hat sich unverzüglich zu der in der Zuweisungsverfügung angegebenen Stelle zu begeben.

§ 51 Länderübergreifende Verteilung

(1) Ist ein Ausländer nicht oder nicht mehr verpflichtet, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, ist der
Haushaltsgemeinschaft von Familienangehörigen im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 oder sonstigen humanitären
Gründen von vergleichbarem Gewicht auch durch länderübergreifende Verteilung Rechnung zu tragen.

(2) Die Verteilung nach Absatz 1 erfolgt auf Antrag des Ausländers. Über den Antrag entscheidet die zuständige
Behörde des Landes, für das der weitere Aufenthalt beantragt ist.

§ 52 Quotenanrechnung

Auf die Quoten nach § 45 wird die Aufnahme von Asylbegehrenden in den Fällen des § 14 Absatz 2 Satz 1
Nummer 2 und 3, des § 14a sowie des § 51 angerechnet.

§ 53 Unterbringung in Gemeinschaftsunterkünften
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(1) Ausländer, die einen Asylantrag gestellt haben und nicht oder nicht mehr verpflichtet sind, in einer
Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, sollen in der Regel in Gemeinschaftsunterkünften untergebracht werden.
Hierbei sind sowohl das öffentliche Interesse als auch Belange des Ausländers zu berücksichtigen.

(2) Eine Verpflichtung, in einer Gemeinschaftsunterkunft zu wohnen, endet, wenn das Bundesamt einen
Ausländer als Asylberechtigten anerkannt oder ein Gericht das Bundesamt zur Anerkennung verpflichtet hat,
auch wenn ein Rechtsmittel eingelegt worden ist, sofern durch den Ausländer eine anderweitige Unterkunft
nachgewiesen wird und der öffentlichen Hand dadurch Mehrkosten nicht entstehen. Das Gleiche gilt, wenn
das Bundesamt oder ein Gericht einem Ausländer internationalen Schutz im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer
2 zuerkannt hat. In den Fällen der Sätze 1 und 2 endet die Verpflichtung auch für die Familienangehörigen im
Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3 des Ausländers.

(3) § 44 Abs. 3 gilt entsprechend.

§ 54 Unterrichtung des Bundesamtes

Die Ausländerbehörde, in deren Bezirk sich der Ausländer aufzuhalten oder Wohnung zu nehmen hat, teilt dem
Bundesamt unverzüglich
1.   die ladungsfähige Anschrift des Ausländers,

 

2.   eine Ausschreibung zur Aufenthaltsermittlung
 

mit.

Abschnitt 6
Recht des Aufenthalts während des Asylverfahrens
§ 55 Aufenthaltsgestattung

(1) Einem Ausländer, der um Asyl nachsucht, ist zur Durchführung des Asylverfahrens der Aufenthalt im
Bundesgebiet ab Ausstellung des Ankunftsnachweises gemäß § 63a Absatz 1 gestattet (Aufenthaltsgestattung).
Er hat keinen Anspruch darauf, sich in einem bestimmten Land oder an einem bestimmten Ort aufzuhalten. In
den Fällen, in denen kein Ankunftsnachweis ausgestellt wird, entsteht die Aufenthaltsgestattung mit der Stellung
des Asylantrags.

(2) Mit der Stellung eines Asylantrags erlöschen eine Befreiung vom Erfordernis eines Aufenthaltstitels und
ein Aufenthaltstitel mit einer Gesamtgeltungsdauer bis zu sechs Monaten sowie die in § 81 Abs. 3 und 4 des
Aufenthaltsgesetzes bezeichneten Wirkungen eines Antrags auf Erteilung eines Aufenthaltstitels. § 81 Abs. 4 des
Aufenthaltsgesetzes bleibt unberührt, wenn der Ausländer einen Aufenthaltstitel mit einer Gesamtgeltungsdauer
von mehr als sechs Monaten besessen und dessen Verlängerung beantragt hat.

(3) Soweit der Erwerb oder die Ausübung eines Rechts oder einer Vergünstigung von der Dauer des Aufenthalts
im Bundesgebiet abhängig ist, wird die Zeit eines Aufenthalts nach Absatz 1 nur angerechnet, wenn der
Ausländer als Asylberechtigter anerkannt ist oder ihm internationaler Schutz im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer
2 zuerkannt wurde.

§ 56 Räumliche Beschränkung

(1) Die Aufenthaltsgestattung ist räumlich auf den Bezirk der Ausländerbehörde beschränkt, in dem die für die
Aufnahme des Ausländers zuständige Aufnahmeeinrichtung liegt.

(2) Wenn der Ausländer verpflichtet ist, in dem Bezirk einer anderen Ausländerbehörde Aufenthalt zu nehmen, ist
die Aufenthaltsgestattung räumlich auf deren Bezirk beschränkt.

(3) (weggefallen)

§ 57 Verlassen des Aufenthaltsbereichs einer Aufnahmeeinrichtung

(1) Das Bundesamt kann einem Ausländer, der verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen,
erlauben, den Geltungsbereich der Aufenthaltsgestattung vorübergehend zu verlassen, wenn zwingende Gründe
es erfordern.
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(2) Zur Wahrnehmung von Terminen bei Bevollmächtigten, beim Hohen Flüchtlingskommissar der Vereinten
Nationen und bei Organisationen, die sich mit der Betreuung von Flüchtlingen befassen, soll die Erlaubnis
unverzüglich erteilt werden.

(3) Der Ausländer kann Termine bei Behörden und Gerichten, bei denen sein persönliches Erscheinen erforderlich
ist, ohne Erlaubnis wahrnehmen. Er hat diese Termine der Aufnahmeeinrichtung und dem Bundesamt
anzuzeigen.

§ 58 Verlassen eines zugewiesenen Aufenthaltsbereichs

(1) Die Ausländerbehörde kann einem Ausländer, der nicht oder nicht mehr verpflichtet ist, in einer
Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, erlauben, den Geltungsbereich der Aufenthaltsgestattung vorübergehend zu
verlassen oder sich allgemein in dem Bezirk einer anderen Ausländerbehörde aufzuhalten. Die Erlaubnis ist zu
erteilen, wenn hieran ein dringendes öffentliches Interesse besteht, zwingende Gründe es erfordern oder die
Versagung der Erlaubnis eine unbillige Härte bedeuten würde. Die Erlaubnis wird in der Regel erteilt, wenn eine
nach § 61 Absatz 2 erlaubte Beschäftigung ausgeübt werden soll oder wenn dies zum Zwecke des Schulbesuchs,
der betrieblichen Aus- und Weiterbildung oder des Studiums an einer staatlichen oder staatlich anerkannten
Hochschule oder vergleichbaren Ausbildungseinrichtung erforderlich ist. Die Erlaubnis bedarf der Zustimmung
der Ausländerbehörde, für deren Bezirk der allgemeine Aufenthalt zugelassen wird.

(2) Zur Wahrnehmung von Terminen bei Bevollmächtigten, beim Hohen Flüchtlingskommissar der Vereinten
Nationen und bei Organisationen, die sich mit der Betreuung von Flüchtlingen befassen, soll die Erlaubnis erteilt
werden.

(3) Der Ausländer kann Termine bei Behörden und Gerichten, bei denen sein persönliches Erscheinen erforderlich
ist, ohne Erlaubnis wahrnehmen.

(4) Der Ausländer kann den Geltungsbereich der Aufenthaltsgestattung ohne Erlaubnis vorübergehend verlassen,
wenn ein Gericht das Bundesamt dazu verpflichtet hat, den Ausländer als Asylberechtigten anzuerkennen, ihm
internationalen Schutz im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer 2 zuzuerkennen oder die Voraussetzungen des § 60
Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes festzustellen, auch wenn diese Entscheidung noch nicht unanfechtbar
ist. Satz 1 gilt entsprechend für Familienangehörige im Sinne des § 26 Absatz 1 bis 3.

(5) Die Ausländerbehörde eines Kreises oder einer kreisangehörigen Gemeinde kann einem Ausländer die
allgemeine Erlaubnis erteilen, sich vorübergehend im gesamten Gebiet des Kreises aufzuhalten.

(6) Um örtlichen Verhältnissen Rechnung zu tragen, können die Landesregierungen durch Rechtsverordnung
bestimmen, dass sich Ausländer ohne Erlaubnis vorübergehend in einem die Bezirke mehrerer
Ausländerbehörden umfassenden Gebiet, dem Gebiet des Landes oder, soweit Einvernehmen zwischen den
beteiligten Landesregierungen besteht, im Gebiet eines anderen Landes aufhalten können.

§ 59 Durchsetzung der räumlichen Beschränkung

(1) Die Verlassenspflicht nach § 12 Abs. 3 des Aufenthaltsgesetzes kann, soweit erforderlich, auch ohne
Androhung durch Anwendung unmittelbaren Zwangs durchgesetzt werden. Reiseweg und Beförderungsmittel
sollen vorgeschrieben werden.

(2) Der Ausländer ist festzunehmen und zur Durchsetzung der Verlassenspflicht auf richterliche Anordnung in
Haft zu nehmen, wenn die freiwillige Erfüllung der Verlassenspflicht, auch in den Fällen des § 59a Absatz 2, nicht
gesichert ist und andernfalls deren Durchsetzung wesentlich erschwert oder gefährdet würde.

(3) Zuständig für Maßnahmen nach den Absätzen 1 und 2 sind
1.   die Polizeien der Länder,

 

2.   die Grenzbehörde, bei der der Ausländer um Asyl nachsucht,
 

3.   die Ausländerbehörde, in deren Bezirk sich der Ausländer aufhält,
 

4.   die Aufnahmeeinrichtung, in der der Ausländer sich meldet, sowie
 

5.   die Aufnahmeeinrichtung, die den Ausländer aufgenommen hat.
 

§ 59a Erlöschen der räumlichen Beschränkung



Ein Service des Bundesministeriums der Justiz und für Verbraucherschutz
in Zusammenarbeit mit der juris GmbH - www.juris.de

- Seite 32 von 46 -

(1) Die räumliche Beschränkung nach § 56 erlischt, wenn sich der Ausländer seit drei Monaten ununterbrochen
erlaubt, geduldet oder gestattet im Bundesgebiet aufhält. Die räumliche Beschränkung erlischt abweichend
von Satz 1 nicht, solange die Verpflichtung des Ausländers, in der für seine Aufnahme zuständigen
Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, fortbesteht.

(2) Räumliche Beschränkungen bleiben auch nach Erlöschen der Aufenthaltsgestattung in Kraft bis sie
aufgehoben werden, längstens aber bis zu dem in Absatz 1 bestimmten Zeitpunkt. Abweichend von Satz 1
erlöschen räumliche Beschränkungen, wenn der Aufenthalt nach § 25 Absatz 1 Satz 3 oder § 25 Absatz 2 Satz 2
des Aufenthaltsgesetzes als erlaubt gilt oder ein Aufenthaltstitel erteilt wird.

§ 59b Anordnung der räumlichen Beschränkung

(1) Eine räumliche Beschränkung der Aufenthaltsgestattung kann unabhängig von § 59a Absatz 1 durch die
zuständige Ausländerbehörde angeordnet werden, wenn
1.   der Ausländer wegen einer Straftat, mit Ausnahme solcher Straftaten, deren Tatbestand nur von Ausländern

verwirklicht werden kann, rechtskräftig verurteilt worden ist,
 

2.   Tatsachen die Schlussfolgerung rechtfertigen, dass der Ausländer gegen Vorschriften des
Betäubungsmittelgesetzes verstoßen hat, oder
 

3.   konkrete Maßnahmen zur Aufenthaltsbeendigung gegen den Ausländer bevorstehen.
 

(2) Die §§ 56, 58, 59 und 59a Absatz 2 gelten entsprechend.

§ 60 Auflagen

(1) Ein Ausländer, der nicht oder nicht mehr verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen,
und dessen Lebensunterhalt nicht gesichert ist (§ 2 Absatz 3 des Aufenthaltsgesetzes), wird verpflichtet,
an dem in der Verteilentscheidung nach § 50 Absatz 4 genannten Ort seinen gewöhnlichen Aufenthalt zu
nehmen (Wohnsitzauflage). Findet eine länderübergreifende Verteilung gemäß § 51 statt, dann ergeht die
Wohnsitzauflage im Hinblick auf den sich danach ergebenden Aufenthaltsort. Der Ausländer kann den in der
Wohnsitzauflage genannten Ort ohne Erlaubnis vorübergehend verlassen.

(2) Ein Ausländer, der nicht oder nicht mehr verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, und
dessen Lebensunterhalt nicht gesichert ist (§ 2 Absatz 3 des Aufenthaltsgesetzes), kann verpflichtet werden,
1.   in einer bestimmten Gemeinde, in einer bestimmten Wohnung oder Unterkunft zu wohnen,

 

2.   in eine bestimmte Gemeinde, Wohnung oder Unterkunft umzuziehen oder
 

3.   in dem Bezirk einer anderen Ausländerbehörde desselben Landes seinen gewöhnlichen Aufenthalt und
Wohnung oder Unterkunft zu nehmen.
 

Eine Anhörung des Ausländers ist erforderlich in den Fällen des Satzes 1 Nummer 2, wenn er sich länger als
sechs Monate in der Gemeinde, Wohnung oder Unterkunft aufgehalten hat. Die Anhörung gilt als erfolgt,
wenn der Ausländer oder sein anwaltlicher Vertreter Gelegenheit hatte, sich innerhalb von zwei Wochen zu
der vorgesehenen Unterbringung zu äußern. Eine Anhörung unterbleibt, wenn ihr ein zwingendes öffentliches
Interesse entgegensteht.

(3) Zuständig für Maßnahmen nach Absatz 1 Satz 1 ist die nach § 50 zuständige Landesbehörde. Die
Wohnsitzauflage soll mit der Zuweisungsentscheidung nach § 50 verbunden werden. Zuständig für Maßnahmen
nach Absatz 1 Satz 2 ist die nach § 51 Absatz 2 Satz 2 zuständige Landesbehörde. Die Wohnsitzauflage soll
mit der Verteilungsentscheidung nach § 51 Absatz 2 Satz 2 verbunden werden. Zuständig für Maßnahmen
nach Absatz 2 ist die Ausländerbehörde, in deren Bezirk die Gemeinde oder die zu beziehende Wohnung oder
Unterkunft liegt.

§ 61 Erwerbstätigkeit

(1) Für die Dauer der Pflicht, in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, darf der Ausländer keine Erwerbstätigkeit
ausüben.

(2) Im Übrigen kann einem Asylbewerber, der sich seit drei Monaten gestattet im Bundesgebiet aufhält,
abweichend von § 4 Abs. 3 des Aufenthaltsgesetzes die Ausübung einer Beschäftigung erlaubt werden, wenn die
Bundesagentur für Arbeit zugestimmt hat oder durch Rechtsverordnung bestimmt ist, dass die Ausübung der
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Beschäftigung ohne Zustimmung der Bundesagentur für Arbeit zulässig ist. Ein geduldeter oder rechtmäßiger
Voraufenthalt wird auf die Wartezeit nach Satz 1 angerechnet. Die §§ 39, 40 Absatz 1 Nummer 1 und Absatz
2 und die §§ 41 und 42 des Aufenthaltsgesetzes gelten entsprechend. Einem Ausländer aus einem sicheren
Herkunftsstaat gemäß § 29a, der nach dem 31. August 2015 einen Asylantrag gestellt hat, darf während des
Asylverfahrens die Ausübung einer Beschäftigung nicht erlaubt werden.

§ 62 Gesundheitsuntersuchung

(1) Ausländer, die in einer Aufnahmeeinrichtung oder Gemeinschaftsunterkunft zu wohnen haben, sind
verpflichtet, eine ärztliche Untersuchung auf übertragbare Krankheiten einschließlich einer Röntgenaufnahme
der Atmungsorgane zu dulden. Die oberste Landesgesundheitsbehörde oder die von ihr bestimmte Stelle
bestimmt den Umfang der Untersuchung und den Arzt, der die Untersuchung durchführt.

(2) Das Ergebnis der Untersuchung ist der für die Unterbringung zuständigen Behörde mitzuteilen. Wird
bei der Untersuchung der Verdacht oder das Vorliegen einer meldepflichtigen Krankheit nach § 6 des
Infektionsschutzgesetzes oder eine Infektion mit einem Krankheitserreger nach § 7 des Infektionsschutzgesetzes
festgestellt, ist das Ergebnis der Untersuchung auch dem Bundesamt mitzuteilen.

§ 63 Bescheinigung über die Aufenthaltsgestattung

(1) Dem Ausländer wird nach der Asylantragstellung innerhalb von drei Arbeitstagen eine mit den Angaben zur
Person und einem Lichtbild versehene Bescheinigung über die Aufenthaltsgestattung ausgestellt, wenn er nicht
im Besitz eines Aufenthaltstitels ist. Im Falle des Absatzes 3 Satz 2 ist der Ausländer bei der Asylantragstellung
aufzufordern, innerhalb der Frist nach Satz 1 bei der zuständigen Ausländerbehörde die Ausstellung der
Bescheinigung zu beantragen.

(2) Die Bescheinigung ist zu befristen. Solange der Ausländer verpflichtet ist, in einer Aufnahmeeinrichtung zu
wohnen, beträgt die Frist längstens drei und im Übrigen längstens sechs Monate.

(3) Zuständig für die Ausstellung der Bescheinigung ist das Bundesamt, solange der Ausländer verpflichtet ist,
in einer Aufnahmeeinrichtung zu wohnen. Im Übrigen ist die Ausländerbehörde zuständig, auf deren Bezirk die
Aufenthaltsgestattung beschränkt ist oder in deren Bezirk der Ausländer Wohnung zu nehmen hat. Auflagen
und Änderungen der räumlichen Beschränkung sowie deren Anordnung (§ 59b) können auch von der Behörde
vermerkt werden, die sie verfügt hat.

(4) Die Bescheinigung soll eingezogen werden, wenn die Aufenthaltsgestattung erloschen ist.

(5) Die Bescheinigung enthält folgende Angaben:
1.   das Datum der Ausstellung des Ankunftsnachweises gemäß § 63a Absatz 1 Satz 2 Nummer 12 und

 

2.   das Datum der Asylantragstellung.
 

Im Übrigen gilt § 78a Absatz 5 des Aufenthaltsgesetzes entsprechend.

§ 63a Bescheinigung über die Meldung als Asylsuchender

(1) Einem Ausländer, der um Asyl nachgesucht hat und nach den Vorschriften des Asylgesetzes oder des
Aufenthaltsgesetzes erkennungsdienstlich behandelt worden ist, aber noch keinen Asylantrag gestellt hat, wird
unverzüglich eine Bescheinigung über die Meldung als Asylsuchender (Ankunftsnachweis) ausgestellt. Dieses
Dokument enthält folgende sichtbar aufgebrachte Angaben:
1.   Name und Vornamen,

 

2.   Geburtsname,
 

3.   Lichtbild,
 

4.   Geburtsdatum,
 

5.   Geburtsort,
 

6.   Abkürzung der Staatsangehörigkeit,
 

7.   Geschlecht,
 

8.   Größe und Augenfarbe,
 

9.   zuständige Aufnahmeeinrichtung,
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10.   Seriennummer der Bescheinigung (AKN-Nummer),
 

11.   ausstellende Behörde,
 

12.   Ausstellungsdatum,
 

13.   Unterschrift des Inhabers,
 

14.   Gültigkeitsdauer,
 

15.   Verlängerungsvermerk,
 

16.   das Geschäftszeichen der Registerbehörde (AZR-Nummer),
 

17.   Vermerk mit den Namen und Vornamen der begleitenden minderjährigen Kinder und Jugendlichen,
 

18.   Vermerk, dass die Angaben auf den eigenen Angaben des Inhabers beruhen,
 

19.   Vermerk, dass der Inhaber mit dieser Bescheinigung nicht der Pass- und Ausweispflicht genügt,
 

20.   maschinenlesbare Zone und
 

21.   Barcode.
 

Die Zone für das automatische Lesen enthält die in Satz 2 Nummer 1, 4, 6, 7, 10 und 14 genannten Angaben, die
Abkürzung „MED“, Prüfziffern und Leerstellen. Der automatisch erzeugte Barcode enthält die in Satz 3 genannten
Angaben, eine digitale Signatur und die AZR-Nummer. Die Unterschrift durch ein Kind ist zu leisten, wenn es zum
Zeitpunkt der Ausstellung des Ankunftsnachweises das zehnte Lebensjahr vollendet hat.

(2) Die Bescheinigung nach Absatz 1 ist auf längstens sechs Monate zu befristen. Sie soll ausnahmsweise um
jeweils längstens drei Monate verlängert werden, wenn
1.   dem Ausländer bis zum Ablauf der Frist nach Satz 1 oder der verlängerten Frist nach Halbsatz 1 kein Termin

bei der Außenstelle des Bundesamtes nach § 23 Absatz 1 genannt wurde,
 

2.   der dem Ausländer nach § 23 Absatz 1 genannte Termin bei der Außenstelle des Bundesamtes außerhalb der
Frist nach Satz 1 oder der verlängerten Frist nach Halbsatz 1 liegt oder
 

3.   der Ausländer den ihm genannten Termin aus Gründen, die er nicht zu vertreten hat, nicht wahrnimmt.
 

(3) Zuständig für die Ausstellung, Änderung der Anschrift und Verlängerung einer Bescheinigung nach
Absatz 1 ist die Aufnahmeeinrichtung, auf die der Ausländer verteilt worden ist, sofern nicht die dieser
Aufnahmeeinrichtung zugeordnete Außenstelle des Bundesamtes eine erkennungsdienstliche Behandlung
des Ausländers oder die Verarbeitung seiner personenbezogenen Daten vornimmt. Ist der Ausländer nicht
mehr verpflichtet in der Aufnahmeeinrichtung zu wohnen, ist für die Verlängerung der Bescheinigung die
Ausländerbehörde zuständig, in deren Bezirk der Ausländer sich aufzuhalten verpflichtet ist oder Wohnung zu
nehmen hat; besteht eine solche Verpflichtung nicht, ist die Ausländerbehörde zuständig, in deren Bezirk sich der
Ausländer tatsächlich aufhält.

(4) Die Gültigkeit der Bescheinigung nach Absatz 1 endet mit Ablauf der Frist nach Absatz 2 Satz 1 oder der
verlängerten Frist nach Absatz 2 Satz 2, mit Ausstellung der Bescheinigung über die Aufenthaltsgestattung nach
§ 63 oder mit dem Erlöschen der Aufenthaltsgestattung nach § 67. Bei Ausstellung der Bescheinigung über die
Aufenthaltsgestattung wird die Bescheinigung nach Absatz 1 eingezogen. Zuständig für die Einziehung ist die
Behörde, welche die Bescheinigung über die Aufenthaltsgestattung ausstellt.

(5) Der Inhaber ist verpflichtet, der zuständigen Aufnahmeeinrichtung, dem Bundesamt oder der
Ausländerbehörde unverzüglich
1.   den Ankunftsnachweis vorzulegen, wenn eine Eintragung unrichtig ist,

 

2.   auf Verlangen den Ankunftsnachweis beim Empfang eines neuen Ankunftsnachweises oder der
Aufenthaltsgestattung abzugeben,
 

3.   den Verlust des Ankunftsnachweises anzuzeigen und im Falle des Wiederauffindens diesen vorzulegen,
 

4.   auf Verlangen den Ankunftsnachweis abzugeben, wenn er eine einwandfreie Feststellung der Identität des
Nachweisinhabers nicht zulässt oder er unerlaubt verändert worden ist.
 

§ 64 Ausweispflicht

(1) Der Ausländer genügt für die Dauer des Asylverfahrens seiner Ausweispflicht mit der Bescheinigung über die
Aufenthaltsgestattung.
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(2) Die Bescheinigung berechtigt nicht zum Grenzübertritt.

§ 65 Herausgabe des Passes

(1) Dem Ausländer ist nach der Stellung des Asylantrags der Pass oder Passersatz auszuhändigen, wenn dieser
für die weitere Durchführung des Asylverfahrens nicht benötigt wird und der Ausländer einen Aufenthaltstitel
besitzt oder die Ausländerbehörde ihm nach den Vorschriften in anderen Gesetzen einen Aufenthaltstitel erteilt.

(2) Dem Ausländer kann der Pass oder Passersatz vorübergehend ausgehändigt werden, wenn dies in den Fällen
des § 58 Abs. 1 für eine Reise oder wenn es für die Verlängerung der Gültigkeitsdauer oder die Vorbereitung der
Ausreise des Ausländers erforderlich ist. Nach Erlöschen der räumlichen Beschränkung (§ 59a) gilt für eine Reise
Satz 1 entsprechend.

§ 66 Ausschreibung zur Aufenthaltsermittlung

(1) Der Ausländer kann zur Aufenthaltsermittlung im Ausländerzentralregister und in den Fahndungshilfsmitteln
der Polizei ausgeschrieben werden, wenn sein Aufenthaltsort unbekannt ist und er
1.   innerhalb einer Woche nicht in der Aufnahmeeinrichtung eintrifft, an die er weitergeleitet worden ist,

 

2.   die Aufnahmeeinrichtung verlassen hat und innerhalb einer Woche nicht zurückgekehrt ist,
 

3.   einer Zuweisungsverfügung oder einer Verfügung nach § 60 Abs. 2 Satz 1 innerhalb einer Woche nicht Folge
geleistet hat oder
 

4.   unter der von ihm angegebenen Anschrift oder der Anschrift der Unterkunft, in der er Wohnung zu nehmen
hat, nicht erreichbar ist;
 

die in Nummer 4 bezeichneten Voraussetzungen liegen vor, wenn der Ausländer eine an die Anschrift bewirkte
Zustellung nicht innerhalb von zwei Wochen in Empfang genommen hat.

(2) Zuständig, die Ausschreibung zu veranlassen, sind die Aufnahmeeinrichtung, die Ausländerbehörde, in deren
Bezirk sich der Ausländer aufzuhalten oder Wohnung zu nehmen hat, und das Bundesamt. Die Ausschreibung
darf nur von hierzu besonders ermächtigten Personen veranlasst werden.

§ 67 Erlöschen der Aufenthaltsgestattung

(1) Die Aufenthaltsgestattung erlischt,
1.   wenn der Ausländer nach § 18 Abs. 2 und 3 zurückgewiesen oder zurückgeschoben wird,

 

1a.   (weggefallen)
 

2.   wenn der Ausländer innerhalb von zwei Wochen, nachdem ihm der Ankunftsnachweis ausgestellt worden
ist, noch keinen Asylantrag gestellt hat,
 

3.   im Falle der Rücknahme des Asylantrags mit der Zustellung der Entscheidung des Bundesamtes,
 

4.   wenn eine nach diesem Gesetz oder nach § 60 Abs. 9 des Aufenthaltsgesetzes erlassene
Abschiebungsandrohung vollziehbar geworden ist,
 

5.   mit der Vollziehbarkeit einer Abschiebungsanordnung nach § 34a,
 

5a.   mit der Bekanntgabe einer Abschiebungsanordnung nach § 58a des Aufenthaltsgesetzes,
 

6.   im Übrigen, wenn die Entscheidung des Bundesamtes unanfechtbar geworden ist.
 

Liegt in den Fällen des § 23 Absatz 1 der dem Ausländer genannte Termin bei der Außenstelle des Bundesamtes
nach der sich aus Satz 1 Nummer 2 ergebenden Frist, dann erlischt die Aufenthaltsgestattung nach dieser
Bestimmung erst, wenn der Ausländer bis zu diesem Termin keinen Asylantrag stellt.

(2) Die Aufenthaltsgestattung tritt wieder in Kraft, wenn
1.   ein nach § 33 Absatz 5 Satz 1 eingestelltes Verfahren wieder aufgenommen wird oder

 

2.   der Ausländer den Asylantrag nach Ablauf der in Absatz 1 Satz 1 Nummer 2 oder Satz 2 genannten Frist
stellt.
 

§ 68 (weggefallen)
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§ 69 (weggefallen)

§ 70 (weggefallen)

Abschnitt 7
Folgeantrag, Zweitantrag
§ 71 Folgeantrag

(1) Stellt der Ausländer nach Rücknahme oder unanfechtbarer Ablehnung eines früheren Asylantrags erneut
einen Asylantrag (Folgeantrag), so ist ein weiteres Asylverfahren nur durchzuführen, wenn die Voraussetzungen
des § 51 Abs. 1 bis 3 des Verwaltungsverfahrensgesetzes vorliegen; die Prüfung obliegt dem Bundesamt. Das
Gleiche gilt für den Asylantrag eines Kindes, wenn der Vertreter nach § 14a Abs. 3 auf die Durchführung eines
Asylverfahrens verzichtet hatte.

(2) Der Ausländer hat den Folgeantrag persönlich bei der Außenstelle des Bundesamtes zu stellen, die der
Aufnahmeeinrichtung zugeordnet ist, in der er während des früheren Asylverfahrens zu wohnen verpflichtet war.
Wenn der Ausländer das Bundesgebiet zwischenzeitlich verlassen hatte, gelten die §§ 47 bis 67 entsprechend.
In den Fällen des § 14 Abs. 2 Satz 1 Nr. 2 oder wenn der Ausländer nachweislich am persönlichen Erscheinen
gehindert ist, ist der Folgeantrag schriftlich zu stellen. Der Folgeantrag ist schriftlich bei der Zentrale des
Bundesamtes zu stellen, wenn
1.   die Außenstelle, die nach Satz 1 zuständig wäre, nicht mehr besteht,

 

2.   der Ausländer während des früheren Asylverfahrens nicht verpflichtet war, in einer Aufnahmeeinrichtung zu
wohnen.
 

§ 19 Abs. 1 findet keine Anwendung.

(3) In dem Folgeantrag hat der Ausländer seine Anschrift sowie die Tatsachen und Beweismittel anzugeben, aus
denen sich das Vorliegen der Voraussetzungen des § 51 Abs. 1 bis 3 des Verwaltungsverfahrensgesetzes ergibt.
Auf Verlangen hat der Ausländer diese Angaben schriftlich zu machen. Von einer Anhörung kann abgesehen
werden. § 10 gilt entsprechend.

(4) Liegen die Voraussetzungen des § 51 Abs. 1 bis 3 des Verwaltungsverfahrensgesetzes nicht vor, sind die §§
34, 35 und 36 entsprechend anzuwenden; im Falle der Abschiebung in einen sicheren Drittstaat (§ 26a) ist § 34a
entsprechend anzuwenden.

(5) Stellt der Ausländer, nachdem eine nach Stellung des früheren Asylantrags ergangene
Abschiebungsandrohung oder -anordnung vollziehbar geworden ist, einen Folgeantrag, der nicht zur
Durchführung eines weiteren Verfahrens führt, so bedarf es zum Vollzug der Abschiebung keiner erneuten
Fristsetzung und Abschiebungsandrohung oder -anordnung. Die Abschiebung darf erst nach einer Mitteilung
des Bundesamtes, dass die Voraussetzungen des § 51 Abs. 1 bis 3 des Verwaltungsverfahrensgesetzes nicht
vorliegen, vollzogen werden, es sei denn, der Ausländer soll in den sicheren Drittstaat abgeschoben werden.

(6) Absatz 5 gilt auch, wenn der Ausländer zwischenzeitlich das Bundesgebiet verlassen hatte. Im Falle einer
unerlaubten Einreise aus einem sicheren Drittstaat (§ 26a) kann der Ausländer nach § 57 Abs. 1 und 2 des
Aufenthaltsgesetzes dorthin zurückgeschoben werden, ohne dass es der vorherigen Mitteilung des Bundesamtes
bedarf.

(7) War der Aufenthalt des Ausländers während des früheren Asylverfahrens räumlich beschränkt, gilt
die letzte räumliche Beschränkung fort, solange keine andere Entscheidung ergeht. Die §§ 59a und 59b
gelten entsprechend. In den Fällen der Absätze 5 und 6 ist für ausländerrechtliche Maßnahmen auch die
Ausländerbehörde zuständig, in deren Bezirk sich der Ausländer aufhält.

(8) Ein Folgeantrag steht der Anordnung von Abschiebungshaft nicht entgegen, es sei denn, es wird ein weiteres
Asylverfahren durchgeführt.

§ 71a Zweitantrag

(1) Stellt der Ausländer nach erfolglosem Abschluss eines Asylverfahrens in einem sicheren Drittstaat (§ 26a),
für den Rechtsvorschriften der Europäischen Gemeinschaft über die Zuständigkeit für die Durchführung von
Asylverfahren gelten oder mit dem die Bundesrepublik Deutschland darüber einen völkerrechtlichen Vertrag
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geschlossen hat, im Bundesgebiet einen Asylantrag (Zweitantrag), so ist ein weiteres Asylverfahren nur
durchzuführen, wenn die Bundesrepublik Deutschland für die Durchführung des Asylverfahrens zuständig ist und
die Voraussetzungen des § 51 Abs. 1 bis 3 des Verwaltungsverfahrensgesetzes vorliegen; die Prüfung obliegt
dem Bundesamt.

(2) Für das Verfahren zur Feststellung, ob ein weiteres Asylverfahren durchzuführen ist, gelten die §§ 12 bis 25,
33, 44 bis 54 entsprechend. Von der Anhörung kann abgesehen werden, soweit sie für die Feststellung, dass kein
weiteres Asylverfahren durchzuführen ist, nicht erforderlich ist. § 71 Abs. 8 gilt entsprechend.

(3) Der Aufenthalt des Ausländers gilt als geduldet. Die §§ 56 bis 67 gelten entsprechend.

(4) Wird ein weiteres Asylverfahren nicht durchgeführt, sind die §§ 34 bis 36, 42 und 43 entsprechend
anzuwenden.

(5) Stellt der Ausländer nach Rücknahme oder unanfechtbarer Ablehnung eines Zweitantrags einen weiteren
Asylantrag, gilt § 71.

Abschnitt 8
Erlöschen der Rechtsstellung
§ 72 Erlöschen

(1) Die Anerkennung als Asylberechtigter und die Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft erlöschen, wenn der
Ausländer
1.   sich freiwillig durch Annahme oder Erneuerung eines Nationalpasses oder durch sonstige Handlungen

erneut dem Schutz des Staates, dessen Staatsangehörigkeit er besitzt, unterstellt,
 

1a.   freiwillig in das Land, das er aus Furcht vor Verfolgung verlassen hat oder außerhalb dessen er sich aus
Furcht vor Verfolgung befindet, zurückgekehrt ist und sich dort niedergelassen hat,
 

2.   nach Verlust seiner Staatsangehörigkeit diese freiwillig wiedererlangt hat,
 

3.   auf Antrag eine neue Staatsangehörigkeit erworben hat und den Schutz des Staates, dessen
Staatsangehörigkeit er erworben hat, genießt oder
 

4.   auf sie verzichtet oder vor Eintritt der Unanfechtbarkeit der Entscheidung des Bundesamtes den Antrag
zurücknimmt.
 

(2) Der Ausländer hat einen Anerkennungsbescheid und einen Reiseausweis unverzüglich bei der
Ausländerbehörde abzugeben.

§ 73 Widerruf und Rücknahme der Asylberechtigung und der Flüchtlingseigenschaft

(1) Die Anerkennung als Asylberechtigter und die Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft sind unverzüglich
zu widerrufen, wenn die Voraussetzungen für sie nicht mehr vorliegen. Dies ist insbesondere der Fall, wenn
der Ausländer nach Wegfall der Umstände, die zur Anerkennung als Asylberechtigter oder zur Zuerkennung
der Flüchtlingseigenschaft geführt haben, es nicht mehr ablehnen kann, den Schutz des Staates in Anspruch
zu nehmen, dessen Staatsangehörigkeit er besitzt, oder wenn er als Staatenloser in der Lage ist, in das Land
zurückzukehren, in dem er seinen gewöhnlichen Aufenthalt hatte. Satz 2 gilt nicht, wenn sich der Ausländer
auf zwingende, auf früheren Verfolgungen beruhende Gründe berufen kann, um die Rückkehr in den Staat
abzulehnen, dessen Staatsangehörigkeit er besitzt oder in dem er als Staatenloser seinen gewöhnlichen
Aufenthalt hatte.

(2) Die Anerkennung als Asylberechtigter ist zurückzunehmen, wenn sie auf Grund unrichtiger Angaben oder
infolge Verschweigens wesentlicher Tatsachen erteilt worden ist und der Ausländer auch aus anderen Gründen
nicht anerkannt werden könnte. Satz 1 ist auf die Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft entsprechend
anzuwenden.

(2a) Die Prüfung, ob die Voraussetzungen für einen Widerruf nach Absatz 1 oder eine Rücknahme nach
Absatz 2 vorliegen, hat spätestens nach Ablauf von drei Jahren nach Unanfechtbarkeit der Entscheidung zu
erfolgen. Liegen die Voraussetzungen für einen Widerruf oder eine Rücknahme vor, teilt das Bundesamt dieses
Ergebnis der Ausländerbehörde spätestens innerhalb eines Monats nach dreijähriger Unanfechtbarkeit der
begünstigenden Entscheidung mit. Anderenfalls kann eine Mitteilung an die Ausländerbehörde entfallen.
Der Ausländerbehörde ist auch mitzuteilen, welche Personen nach § 26 ihre Asylberechtigung oder
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Flüchtlingseigenschaft von dem Ausländer ableiten und ob bei ihnen die Voraussetzungen für einen Widerruf
nach Absatz 2b vorliegen. Ist nach der Prüfung ein Widerruf oder eine Rücknahme nicht erfolgt, steht eine
spätere Entscheidung nach Absatz 1 oder Absatz 2 im Ermessen, es sei denn, der Widerruf oder die Rücknahme
erfolgt, weil die Voraussetzungen des § 60 Abs. 8 Satz 1 des Aufenthaltsgesetzes oder des § 3 Abs. 2 vorliegen
oder weil das Bundesamt nach § 60 Absatz 8 Satz 3 des Aufenthaltsgesetzes von der Anwendung des § 60 Absatz
1 des Aufenthaltsgesetzes abgesehen hat.

(2b) In den Fällen des § 26 Absatz 1 bis 3 und 5 ist die Anerkennung als Asylberechtigter und die Zuerkennung
der Flüchtlingseigenschaft zu widerrufen, wenn die Voraussetzungen des § 26 Absatz 4 Satz 1 vorliegen. Die
Anerkennung als Asylberechtigter ist ferner zu widerrufen, wenn die Anerkennung des Asylberechtigten, von
dem die Anerkennung abgeleitet worden ist, erlischt, widerrufen oder zurückgenommen wird und der Ausländer
nicht aus anderen Gründen als Asylberechtigter anerkannt werden könnte. In den Fällen des § 26 Absatz 5 ist die
Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft zu widerrufen, wenn die Flüchtlingseigenschaft des Ausländers, von dem
die Zuerkennung abgeleitet worden ist, erlischt, widerrufen oder zurückgenommen wird und dem Ausländer nicht
aus anderen Gründen die Flüchtlingseigenschaft zuerkannt werden könnte.

(2c) Bis zur Bestandskraft des Widerrufs oder der Rücknahme entfällt für Einbürgerungsverfahren die
Verbindlichkeit der Entscheidung über den Asylantrag.

(3) Bei Widerruf oder Rücknahme der Anerkennung als Asylberechtigter oder der Zuerkennung der
Flüchtlingseigenschaft ist zu entscheiden, ob die Voraussetzungen für den subsidiären Schutz oder die
Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes vorliegen.

(4) Die beabsichtigte Entscheidung über einen Widerruf oder eine Rücknahme nach dieser Vorschrift oder nach
§ 48 des Verwaltungsverfahrensgesetzes ist dem Ausländer schriftlich mitzuteilen und ihm ist Gelegenheit zur
Äußerung zu geben. Ihm kann aufgegeben werden, sich innerhalb eines Monats schriftlich zu äußern. Hat sich
der Ausländer innerhalb dieser Frist nicht geäußert, ist nach Aktenlage zu entscheiden; der Ausländer ist auf
diese Rechtsfolge hinzuweisen.

(5) Mitteilungen oder Entscheidungen des Bundesamtes, die eine Frist in Lauf setzen, sind dem Ausländer
zuzustellen.

(6) Ist die Anerkennung als Asylberechtigter oder die Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft unanfechtbar
widerrufen oder zurückgenommen oder aus einem anderen Grund nicht mehr wirksam, gilt § 72 Abs. 2
entsprechend.

(7) (weggefallen)

§ 73a Ausländische Anerkennung als Flüchtling

(1) Ist bei einem Ausländer, der von einem ausländischen Staat als Flüchtling im Sinne des Abkommens über die
Rechtsstellung der Flüchtlinge anerkannt worden ist, die Verantwortung für die Ausstellung des Reiseausweises
auf die Bundesrepublik Deutschland übergegangen, so erlischt seine Rechtsstellung als Flüchtling in der
Bundesrepublik Deutschland, wenn einer der in § 72 Abs. 1 genannten Umstände eintritt. Der Ausländer hat den
Reiseausweis unverzüglich bei der Ausländerbehörde abzugeben.

(2) Dem Ausländer wird die Rechtsstellung als Flüchtling in der Bundesrepublik Deutschland entzogen, wenn
die Voraussetzungen für die Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft nicht oder nicht mehr vorliegen. § 73 gilt
entsprechend.

§ 73b Widerruf und Rücknahme des subsidiären Schutzes

(1) Die Gewährung des subsidiären Schutzes ist zu widerrufen, wenn die Umstände, die zur Zuerkennung des
subsidiären Schutzes geführt haben, nicht mehr bestehen oder sich in einem Maß verändert haben, dass ein
solcher Schutz nicht mehr erforderlich ist. § 73 Absatz 1 Satz 3 gilt entsprechend.

(2) Bei Anwendung des Absatzes 1 ist zu berücksichtigen, ob sich die Umstände so wesentlich und nicht nur
vorübergehend verändert haben, dass der Ausländer, dem subsidiärer Schutz gewährt wurde, tatsächlich nicht
länger Gefahr läuft, einen ernsthaften Schaden im Sinne des § 4 Absatz 1 zu erleiden.

(3) Die Zuerkennung des subsidiären Schutzes ist zurückzunehmen, wenn der Ausländer nach § 4 Absatz 2 von
der Gewährung subsidiären Schutzes hätte ausgeschlossen werden müssen oder ausgeschlossen ist oder eine
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falsche Darstellung oder das Verschweigen von Tatsachen oder die Verwendung gefälschter Dokumente für die
Zuerkennung des subsidiären Schutzes ausschlaggebend war.

(4) § 73 Absatz 2b Satz 3 und Absatz 2c bis 6 gilt entsprechend.

§ 73c Widerruf und Rücknahme von Abschiebungsverboten

(1) Die Feststellung der Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes ist zurückzunehmen,
wenn sie fehlerhaft ist.

(2) Die Feststellung der Voraussetzungen des § 60 Absatz 5 oder 7 des Aufenthaltsgesetzes ist zu widerrufen,
wenn die Voraussetzungen nicht mehr vorliegen.

(3) § 73 Absatz 2c bis 6 gilt entsprechend.

Abschnitt 9
Gerichtsverfahren
§ 74 Klagefrist, Zurückweisung verspäteten Vorbringens

(1) Die Klage gegen Entscheidungen nach diesem Gesetz muss innerhalb von zwei Wochen nach Zustellung der
Entscheidung erhoben werden; ist der Antrag nach § 80 Abs. 5 der Verwaltungsgerichtsordnung innerhalb einer
Woche zu stellen (§ 34a Absatz 2 Satz 1 und 3, § 36 Absatz 3 Satz 1 und 10), ist auch die Klage innerhalb einer
Woche zu erheben.

(2) Der Kläger hat die zur Begründung dienenden Tatsachen und Beweismittel binnen einer Frist von einem
Monat nach Zustellung der Entscheidung anzugeben. § 87b Abs. 3 der Verwaltungsgerichtsordnung gilt
entsprechend. Der Kläger ist über die Verpflichtung nach Satz 1 und die Folgen der Fristversäumung zu belehren.
Das Vorbringen neuer Tatsachen und Beweismittel bleibt unberührt.

§ 75 Aufschiebende Wirkung der Klage

(1) Die Klage gegen Entscheidungen nach diesem Gesetz hat nur in den Fällen des § 38 Absatz 1 sowie der §§ 73,
73b und 73c aufschiebende Wirkung.

(2) Die Klage gegen Entscheidungen des Bundesamtes, mit denen die Anerkennung als Asylberechtigter oder die
Zuerkennung der Flüchtlingseigenschaft widerrufen oder zurückgenommen worden ist, hat in folgenden Fällen
keine aufschiebende Wirkung:
1.   bei Widerruf oder Rücknahme wegen des Vorliegens der Voraussetzungen des § 60 Absatz 8 Satz 1 des

Aufenthaltsgesetzes oder des § 3 Absatz 2,
 

2.   bei Widerruf oder Rücknahme, weil das Bundesamt nach § 60 Absatz 8 Satz 3 des Aufenthaltsgesetzes von
der Anwendung des § 60 Absatz 1 des Aufenthaltsgesetzes abgesehen hat.
 

Dies gilt entsprechend bei Klagen gegen den Widerruf oder die Rücknahme der Gewährung subsidiären
Schutzes wegen Vorliegens der Voraussetzungen des § 4 Absatz 2. § 80 Abs. 2 Satz 1 Nr. 4 der
Verwaltungsgerichtsordnung bleibt unberührt.

§ 76 Einzelrichter

(1) Die Kammer soll in der Regel in Streitigkeiten nach diesem Gesetz den Rechtsstreit einem ihrer Mitglieder als
Einzelrichter zur Entscheidung übertragen, wenn nicht die Sache besondere Schwierigkeiten tatsächlicher oder
rechtlicher Art aufweist oder die Rechtssache grundsätzliche Bedeutung hat.

(2) Der Rechtsstreit darf dem Einzelrichter nicht übertragen werden, wenn bereits vor der Kammer mündlich
verhandelt worden ist, es sei denn, dass inzwischen ein Vorbehalts-, Teil- oder Zwischenurteil ergangen ist.

(3) Der Einzelrichter kann nach Anhörung der Beteiligten den Rechtsstreit auf die Kammer zurückübertragen,
wenn sich aus einer wesentlichen Änderung der Prozesslage ergibt, dass die Rechtssache grundsätzliche
Bedeutung hat. Eine erneute Übertragung auf den Einzelrichter ist ausgeschlossen.

(4) In Verfahren des vorläufigen Rechtsschutzes entscheidet ein Mitglied der Kammer als Einzelrichter. Der
Einzelrichter überträgt den Rechtsstreit auf die Kammer, wenn die Rechtssache grundsätzliche Bedeutung hat
oder wenn er von der Rechtsprechung der Kammer abweichen will.
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(5) Ein Richter auf Probe darf in den ersten sechs Monaten nach seiner Ernennung nicht Einzelrichter sein.

§ 77 Entscheidung des Gerichts

(1) In Streitigkeiten nach diesem Gesetz stellt das Gericht auf die Sach- und Rechtslage im Zeitpunkt der
letzten mündlichen Verhandlung ab; ergeht die Entscheidung ohne mündliche Verhandlung, ist der Zeitpunkt
maßgebend, in dem die Entscheidung gefällt wird. § 74 Abs. 2 Satz 2 bleibt unberührt.

(2) Das Gericht sieht von einer weiteren Darstellung des Tatbestandes und der Entscheidungsgründe ab, soweit
es den Feststellungen und der Begründung des angefochtenen Verwaltungsaktes folgt und dies in seiner
Entscheidung feststellt oder soweit die Beteiligten übereinstimmend darauf verzichten.

§ 78 Rechtsmittel

(1) Das Urteil des Verwaltungsgerichts, durch das die Klage in Rechtsstreitigkeiten nach diesem Gesetz als
offensichtlich unzulässig oder offensichtlich unbegründet abgewiesen wird, ist unanfechtbar. Das gilt auch,
wenn nur das Klagebegehren gegen die Entscheidung über den Asylantrag als offensichtlich unzulässig
oder offensichtlich unbegründet, das Klagebegehren im Übrigen hingegen als unzulässig oder unbegründet
abgewiesen worden ist.

(2) In den übrigen Fällen steht den Beteiligten die Berufung gegen das Urteil des Verwaltungsgerichts zu, wenn
sie von dem Oberverwaltungsgericht zugelassen wird. Die Revision gegen das Urteil des Verwaltungsgerichts
findet nicht statt.

(3) Die Berufung ist nur zuzulassen, wenn
1.   die Rechtssache grundsätzliche Bedeutung hat oder

 

2.   das Urteil von einer Entscheidung des Oberverwaltungsgerichts, des Bundesverwaltungsgerichts, des
Gemeinsamen Senats der obersten Gerichtshöfe des Bundes oder des Bundesverfassungsgerichts abweicht
und auf dieser Abweichung beruht oder
 

3.   ein in § 138 der Verwaltungsgerichtsordnung bezeichneter Verfahrensmangel geltend gemacht wird und
vorliegt.
 

(4) Die Zulassung der Berufung ist innerhalb eines Monats nach Zustellung des Urteils zu beantragen. Der Antrag
ist bei dem Verwaltungsgericht zu stellen. Er muss das angefochtene Urteil bezeichnen. In dem Antrag sind die
Gründe, aus denen die Berufung zuzulassen ist, darzulegen. Die Stellung des Antrags hemmt die Rechtskraft des
Urteils.

(5) Über den Antrag entscheidet das Oberverwaltungsgericht durch Beschluss, der keiner Begründung bedarf. Mit
der Ablehnung des Antrags wird das Urteil rechtskräftig. Lässt das Oberverwaltungsgericht die Berufung zu, wird
das Antragsverfahren als Berufungsverfahren fortgesetzt; der Einlegung einer Berufung bedarf es nicht.

(6) (weggefallen)

(7) Ein Rechtsbehelf nach § 84 Abs. 2 der Verwaltungsgerichtsordnung ist innerhalb von zwei Wochen nach
Zustellung des Gerichtsbescheids zu erheben.

§ 79 Besondere Vorschriften für das Berufungsverfahren

(1) In dem Verfahren vor dem Oberverwaltungsgericht gilt in Bezug auf Erklärungen und Beweismittel, die der
Kläger nicht innerhalb der Frist des § 74 Abs. 2 Satz 1 vorgebracht hat, § 128a der Verwaltungsgerichtsordnung
entsprechend.

(2) § 130 Abs. 2 und 3 der Verwaltungsgerichtsordnung findet keine Anwendung.

§ 80 Ausschluss der Beschwerde

Entscheidungen in Rechtsstreitigkeiten nach diesem Gesetz können vorbehaltlich des § 133 Abs. 1 der
Verwaltungsgerichtsordnung nicht mit der Beschwerde angefochten werden.

§ 80a Ruhen des Verfahrens
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(1) Für das Klageverfahren gilt § 32a Abs. 1 entsprechend. Das Ruhen hat auf den Lauf von Fristen für die
Einlegung oder Begründung von Rechtsbehelfen keinen Einfluss.

(2) Die Klage gilt als zurückgenommen, wenn der Kläger nicht innerhalb eines Monats nach Ablauf der
Geltungsdauer der Aufenthaltserlaubnis nach § 24 des Aufenthaltsgesetzes dem Gericht anzeigt, dass er das
Klageverfahren fortführen will.

(3) Das Bundesamt unterrichtet das Gericht unverzüglich über die Erteilung und den Ablauf der Geltungsdauer
der Aufenthaltserlaubnis nach § 24 des Aufenthaltsgesetzes.

§ 81 Nichtbetreiben des Verfahrens

Die Klage gilt in einem gerichtlichen Verfahren nach diesem Gesetz als zurückgenommen, wenn der Kläger das
Verfahren trotz Aufforderung des Gerichts länger als einen Monat nicht betreibt. Der Kläger trägt die Kosten des
Verfahrens. In der Aufforderung ist der Kläger auf die nach Satz 1 und 2 eintretenden Folgen hinzuweisen.

§ 82 Akteneinsicht in Verfahren des vorläufigen Rechtsschutzes

In Verfahren des vorläufigen Rechtsschutzes wird Akteneinsicht auf der Geschäftsstelle des Gerichts gewährt.
Die Akten können dem bevollmächtigten Rechtsanwalt zur Mitnahme in seine Wohnung oder Geschäftsräume
übergeben werden, wenn ausgeschlossen werden kann, dass sich das Verfahren dadurch verzögert. Für die
Versendung von Akten gilt Satz 2 entsprechend.

§ 83 Besondere Spruchkörper

(1) Streitigkeiten nach diesem Gesetz sollen in besonderen Spruchkörpern zusammengefasst werden.

(2) Die Landesregierungen können bei den Verwaltungsgerichten für Streitigkeiten nach diesem Gesetz durch
Rechtsverordnung besondere Spruchkörper bilden und deren Sitz bestimmen. Die Landesregierungen können
die Ermächtigung auf andere Stellen übertragen. Die nach Satz 1 gebildeten Spruchkörper sollen ihren Sitz in
räumlicher Nähe zu den Aufnahmeeinrichtungen haben.

(3) Die Landesregierungen werden ermächtigt, durch Rechtsverordnung einem Verwaltungsgericht für
die Bezirke mehrerer Verwaltungsgerichte Streitigkeiten nach diesem Gesetz hinsichtlich bestimmter
Herkunftsstaaten zuzuweisen, sofern dies für die Verfahrensförderung dieser Streitigkeiten sachdienlich ist. Die
Landesregierungen können die Ermächtigung auf andere Stellen übertragen.

§ 83a Unterrichtung der Ausländerbehörde

Das Gericht darf der Ausländerbehörde das Ergebnis eines Verfahrens formlos mitteilen. Das Gericht
hat der Ausländerbehörde das Ergebnis mitzuteilen, wenn das Verfahren die Rechtmäßigkeit einer
Abschiebungsandrohung oder einer Abschiebungsanordnung nach diesem Gesetz zum Gegenstand hat.

§ 83b Gerichtskosten, Gegenstandswert

Gerichtskosten (Gebühren und Auslagen) werden in Streitigkeiten nach diesem Gesetz nicht erhoben.

§ 83c Anwendbares Verfahren für die Anordnung und Befristung von Einreise- und
Aufenthaltsverboten

Die Bestimmungen dieses Abschnitts sowie § 52 Nummer 2 Satz 3 der Verwaltungsgerichtsordnung gelten auch
für Rechtsbehelfe gegen die Entscheidungen des Bundesamtes nach § 75 Nummer 12 des Aufenthaltsgesetzes.

Abschnitt 10
Straf- und Bußgeldvorschriften
§ 84 Verleitung zur missbräuchlichen Asylantragstellung

(1) Mit Freiheitsstrafe bis zu drei Jahren oder mit Geldstrafe wird bestraft, wer einen Ausländer verleitet
oder dabei unterstützt, im Asylverfahren vor dem Bundesamt oder im gerichtlichen Verfahren unrichtige
oder unvollständige Angaben zu machen, um seine Anerkennung als Asylberechtigter oder die Zuerkennung
internationalen Schutzes im Sinne des § 1 Absatz 1 Nummer 2 zu ermöglichen.
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(2) In besonders schweren Fällen ist die Strafe Freiheitsstrafe bis zu fünf Jahren oder Geldstrafe. Ein besonders
schwerer Fall liegt in der Regel vor, wenn der Täter
1.   für eine in Absatz 1 bezeichnete Handlung einen Vermögensvorteil erhält oder sich versprechen lässt oder

 

2.   wiederholt oder zugunsten von mehr als fünf Ausländern handelt.
 

(3) Mit Freiheitsstrafe von sechs Monaten bis zu zehn Jahren wird bestraft, wer in den Fällen des Absatzes 1
1.   gewerbsmäßig oder

 

2.   als Mitglied einer Bande, die sich zur fortgesetzten Begehung solcher Taten verbunden hat,
 

handelt.

(4) Der Versuch ist strafbar.

(5) In den Fällen des Absatzes 3 Nr. 1 ist § 73d des Strafgesetzbuches anzuwenden. In den Fällen des Absatzes 3
Nr. 2 sind die §§ 43a, 73d des Strafgesetzbuches anzuwenden.

(6) Wer die Tat nach Absatz 1 zugunsten eines Angehörigen im Sinne des § 11 Abs. 1 Nr. 1 des
Strafgesetzbuches begeht, ist straffrei.

§ 84a Gewerbs- und bandenmäßige Verleitung zur missbräuchlichen Asylantragstellung

(1) Mit Freiheitsstrafe von einem Jahr bis zu zehn Jahren wird bestraft, wer in den Fällen des § 84 Abs. 1 als
Mitglied einer Bande, die sich zur fortgesetzten Begehung solcher Taten verbunden hat, gewerbsmäßig handelt.

(2) In minder schweren Fällen ist die Strafe Freiheitsstrafe von sechs Monaten bis zu fünf Jahren.

(3) Die §§ 43a, 73d des Strafgesetzbuches sind anzuwenden.

§ 85 Sonstige Straftaten

Mit Freiheitsstrafe bis zu einem Jahr oder mit Geldstrafe wird bestraft, wer
1.   entgegen § 50 Abs. 6, auch in Verbindung mit § 71a Abs. 2 Satz 1, sich nicht unverzüglich zu der

angegebenen Stelle begibt,
 

2.   wiederholt einer Aufenthaltsbeschränkung nach § 56 oder § 59b Absatz 1, jeweils auch in Verbindung mit §
71a Abs. 3, zuwiderhandelt,
 

3.   einer vollziehbaren Anordnung nach § 60 Abs. 2 Satz 1, auch in Verbindung mit § 71a Abs. 3, nicht
rechtzeitig nachkommt oder
 

4.   entgegen § 61 Abs. 1, auch in Verbindung mit § 71a Abs. 3, eine Erwerbstätigkeit ausübt.
 

§ 86 Bußgeldvorschriften

(1) Ordnungswidrig handelt ein Ausländer, der einer Aufenthaltsbeschränkung nach § 56 oder § 59b Absatz 1,
jeweils auch in Verbindung mit § 71a Abs. 3, zuwiderhandelt.

(2) Die Ordnungswidrigkeit kann mit einer Geldbuße bis zu zweitausendfünfhundert Euro geahndet werden.

Abschnitt 11
Übergangs- und Schlussvorschriften
§ 87 Übergangsvorschriften

(1) Für das Verwaltungsverfahren gelten folgende Übergangsvorschriften:
1.   Bereits begonnene Asylverfahren sind nach bisher geltendem Recht zu Ende zu führen, wenn vor dem

Inkrafttreten dieses Gesetzes das Bundesamt seine Entscheidung an die Ausländerbehörde zur Zustellung
abgesandt hat. Ist das Asylverfahren vor dem Inkrafttreten dieses Gesetzes bestandskräftig abgeschlossen,
ist das Bundesamt für die Entscheidung, ob Abschiebungshindernisse nach § 53 des Ausländergesetzes
vorliegen, und für den Erlass einer Abschiebungsandrohung nur zuständig, wenn ein erneutes Asylverfahren
durchgeführt wird.
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2.   Über Folgeanträge, die vor Inkrafttreten dieses Gesetzes gestellt worden sind, entscheidet die
Ausländerbehörde nach bisher geltendem Recht.
 

3.   Bei Ausländern, die vor Inkrafttreten dieses Gesetzes einen Asylantrag gestellt haben, richtet sich die
Verteilung auf die Länder nach bisher geltendem Recht.
 

(2) Für die Rechtsbehelfe und das gerichtliche Verfahren gelten folgende Übergangsvorschriften:
1.   In den Fällen des Absatzes 1 Nr. 1 und 2 richtet sich die Klagefrist nach bisher geltendem Recht;

die örtliche Zuständigkeit des Verwaltungsgerichts bestimmt sich nach § 52 Nr. 2 Satz 3 der
Verwaltungsgerichtsordnung in der bis zum Inkrafttreten dieses Gesetzes geltenden Fassung.
 

2.   Die Zulässigkeit eines Rechtsbehelfs gegen einen Verwaltungsakt richtet sich nach bisher geltendem Recht,
wenn der Verwaltungsakt vor Inkrafttreten dieses Gesetzes bekannt gegeben worden ist.
 

3.   Die Zulässigkeit eines Rechtsmittels gegen eine gerichtliche Entscheidung richtet sich nach bisher
geltendem Recht, wenn die Entscheidung vor Inkrafttreten dieses Gesetzes verkündet oder von Amts wegen
anstelle einer Verkündung zugestellt worden ist.
 

4.   Hat ein vor Inkrafttreten dieses Gesetzes eingelegter Rechtsbehelf nach bisher geltendem Recht
aufschiebende Wirkung, finden die Vorschriften dieses Gesetzes über den Ausschluss der aufschiebenden
Wirkung keine Anwendung.
 

5.   Ist in einem gerichtlichen Verfahren vor Inkrafttreten dieses Gesetzes eine Aufforderung nach § 33 des
Asylverfahrensgesetzes in der Fassung der Bekanntmachung vom 9. April 1991 (BGBl. I S. 869), geändert
durch Artikel 7 § 13 in Verbindung mit Artikel 11 des Gesetzes vom 12. September 1990 (BGBl. I S. 2002),
erlassen worden, gilt insoweit diese Vorschrift fort.
 

§ 87a Übergangsvorschriften aus Anlass der am 1. Juli 1993 in Kraft getretenen Änderungen

(1) Soweit in den folgenden Vorschriften nicht etwas anderes bestimmt ist, gelten die Vorschriften dieses
Gesetzes mit Ausnahme der §§ 26a und 34a auch für Ausländer, die vor dem 1. Juli 1993 einen Asylantrag
gestellt haben. Auf Ausländer, die aus einem Mitgliedstaat der Europäischen Gemeinschaften oder aus einem in
der Anlage I bezeichneten Staat eingereist sind, finden die §§ 27, 29 Abs. 1 und 2 entsprechende Anwendung.

(2) Für das Verwaltungsverfahren gelten folgende Übergangsvorschriften:
1.   § 10 Abs. 2 Satz 2 und 3, Abs. 3 und 4 findet Anwendung, wenn der Ausländer insoweit ergänzend schriftlich

belehrt worden ist.
 

2.   § 33 Abs. 2 gilt nur für Ausländer, die nach dem 1. Juli 1993 in ihren Herkunftsstaat ausreisen.
 

3.   Für Folgeanträge, die vor dem 1. Juli 1993 gestellt worden sind, gelten die Vorschriften der §§ 71 und 87 Abs.
1 Nr. 2 in der bis zu diesem Zeitpunkt geltenden Fassung.
 

(3) Für die Rechtsbehelfe und das gerichtliche Verfahren gelten folgende Übergangsvorschriften:
1.   Die Zulässigkeit eines Rechtsbehelfs gegen einen Verwaltungsakt richtet sich nach dem bis zum 1. Juli 1993

geltenden Recht, wenn der Verwaltungsakt vor diesem Zeitpunkt bekannt gegeben worden ist.
 

2.   Die Zulässigkeit eines Rechtsbehelfs gegen eine gerichtliche Entscheidung richtet sich nach dem bis zum 1.
Juli 1993 geltenden Recht, wenn die Entscheidung vor diesem Zeitpunkt verkündet oder von Amts wegen
anstelle einer Verkündung zugestellt worden ist.
 

3.   § 76 Abs. 4 findet auf Verfahren, die vor dem 1. Juli 1993 anhängig geworden sind, keine Anwendung.
 

4.   Die Wirksamkeit einer vor dem 1. Juli 1993 bereits erfolgten Übertragung auf den Einzelrichter bleibt von §
76 Abs. 5 unberührt.
 

5.   § 83 Abs. 1 ist bis zum 31. Dezember 1993 nicht anzuwenden.
 

§ 87b Übergangsvorschrift aus Anlass der am 1. September 2004 in Kraft getretenen Änderungen

In gerichtlichen Verfahren nach diesem Gesetz, die vor dem 1. September 2004 anhängig geworden sind, gilt § 6
in der vor diesem Zeitpunkt geltenden Fassung weiter.

§ 87c Übergangsvorschriften aus Anlass der am 6. August 2016 in Kraft getretenen Änderungen
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(1) Eine vor dem 6. August 2016 erworbene Aufenthaltsgestattung gilt ab dem Zeitpunkt ihrer Entstehung fort.
Sie kann insbesondere durch eine Bescheinigung nach § 63 nachgewiesen werden. § 67 bleibt unberührt.

(2) Der Aufenthalt eines Ausländers, der vor dem 5. Februar 2016 im Bundesgebiet um Asyl nachgesucht hat,
gilt ab dem Zeitpunkt der Aufnahme in der für ihn zuständigen Aufnahmeeinrichtung oder, sofern sich dieser
Zeitpunkt nicht bestimmen lässt, ab dem 5. Februar 2016 als gestattet.

(3) Der Aufenthalt eines Ausländers, dem bis zum 6. August 2016 ein Ankunftsnachweis ausgestellt worden ist,
gilt ab dem Zeitpunkt der Ausstellung als gestattet.

(4) Der Aufenthalt eines Ausländers, der nach dem 4. Februar 2016 und vor dem 1. November 2016 um Asyl
nachgesucht hat und dem aus Gründen, die er nicht zu vertreten hat, nicht unverzüglich ein Ankunftsnachweis
ausgestellt worden ist, gilt mit Ablauf von zwei Wochen nach dem Zeitpunkt, in dem er um Asyl nachgesucht
hat, als gestattet. Die fehlende Ausstellung des Ankunftsnachweises nach Satz 1 hat der Ausländer insbesondere
dann nicht zu vertreten, wenn in der für die Ausstellung seines Ankunftsnachweises zuständigen Stelle die
technischen Voraussetzungen für die Ausstellung von Ankunftsnachweisen nicht vorgelegen haben.

(5) Die Absätze 2 bis 4 finden keine Anwendung, wenn der Ausländer einen vor dem 6. August 2016
liegenden Termin zur Stellung des Asylantrags nach § 23 Absatz 1 aus Gründen, die er zu vertreten hat, nicht
wahrgenommen hat.

(6) Ergeben sich aus der Anwendung der Absätze 1 bis 4 unterschiedliche Zeitpunkte, so ist der früheste
Zeitpunkt maßgeblich.

§ 88 Verordnungsermächtigungen

(1) Das Bundesministerium des Innern kann durch Rechtsverordnung mit Zustimmung des Bundesrates
die zuständigen Behörden für die Ausführung von Rechtsvorschriften der Europäischen Gemeinschaft und
völkerrechtlichen Verträgen über die Zuständigkeit für die Durchführung von Asylverfahren bestimmen,
insbesondere für
1.   Auf- und Wiederaufnahmeersuchen an andere Staaten,

 

2.   Entscheidungen über Auf- und Wiederaufnahmeersuchen anderer Staaten,
 

3.   den Informationsaustausch mit anderen Staaten und der Europäischen Gemeinschaft sowie Mitteilungen an
die betroffenen Ausländer und
 

4.   die Erfassung, Übermittlung und den Vergleich von Fingerabdrücken der betroffenen Ausländer.
 

(2) Das Bundesministerium des Innern wird ermächtigt, durch Rechtsverordnung mit Zustimmung des
Bundesrates Vordruckmuster und Ausstellungsmodalitäten sowie die Regelungen für die Qualitätssicherung der
erkennungsdienstlichen Behandlung und die Übernahme von Daten aus erkennungsdienstlichen Behandlungen
für die Bescheinigungen nach den §§ 63 und 63a festzulegen.

(3) Die Landesregierung kann durch Rechtsverordnung Aufgaben der Aufnahmeeinrichtung auf andere Stellen
des Landes übertragen.

§ 88a Bestimmungen zum Verwaltungsverfahren

Von der in § 60 getroffenen Regelung kann durch Landesrecht nicht abgewichen werden.

§ 89 Einschränkung von Grundrechten

(1) Die Grundrechte der körperlichen Unversehrtheit (Artikel 2 Abs. 2 Satz 1 des Grundgesetzes) und der Freiheit
der Person (Artikel 2 Abs. 2 Satz 2 des Grundgesetzes) werden nach Maßgabe dieses Gesetzes eingeschränkt.

(2) Das Verfahren bei Freiheitsentziehungen richtet sich nach Buch 7 des Gesetzes über das Verfahren in
Familiensachen und in den Angelegenheiten der freiwilligen Gerichtsbarkeit.

§ 90 Ermächtigung zur vorübergehenden Ausübung von Heilkunde

(1) Stehen für die ärztliche Versorgung von Asylbegehrenden in Aufnahmeeinrichtungen nach § 44 oder
Gemeinschaftsunterkünften nach § 53 Ärzte, die über eine Approbation oder Berufserlaubnis nach der
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Bundesärzteordnung verfügen, nicht in ausreichender Zahl zur Verfügung und ist hierdurch die Sicherstellung der
ärztlichen Versorgung der Asylbegehrenden gefährdet, können Asylbegehrende, die über eine abgeschlossene
Ausbildung als Arzt verfügen, auf Antrag vorübergehend zur Ausübung von Heilkunde in diesen Einrichtungen
ermächtigt werden, um Ärzte bei der medizinischen Versorgung der Asylbegehrenden zu unterstützen.

(2) Für die Ermächtigung nach Absatz 1 gelten die folgenden Beschränkungen:
1.   die Tätigkeit erfolgt unter der Verantwortung eines Arztes;

 

2.   die Berufsbezeichnung „Ärztin“ oder „Arzt“ darf nicht geführt werden;
 

3.   die Behandlungserlaubnis erstreckt sich nur auf Asylbegehrende in Aufnahmeeinrichtungen nach § 44 oder
Gemeinschaftsunterkünften nach § 53;
 

4.   eine sprachliche Verständigung der ermächtigten Personen mit den zu behandelnden Asylbegehrenden
muss sichergestellt sein.
 

(3) Die Ermächtigung nach Absatz 1 wird befristet erteilt. Sie kann jederzeit widerrufen werden, wenn die
Voraussetzungen nach Absatz 1 nicht mehr gegeben sind oder berechtigte Zweifel an der Qualifikation als Arzt
erkennbar werden.

(4) Die Erteilung der Ermächtigung nach Absatz 1 setzt voraus, dass
1.   der Antragsteller seine Qualifikation als Arzt glaubhaft macht und

 

2.   ihm eine Approbation oder Berufserlaubnis nach § 3 oder § 10 der Bundesärzteordnung nicht erteilt
werden kann, weil die erforderlichen Unterlagen und Nachweise aus Gründen, die nicht in der Person des
Antragstellers liegen, nicht vorgelegt werden können.
 

Zur Glaubhaftmachung nach Satz 1 Nummer 1 hat der Antragsteller eidesstattlich zu versichern, dass er über
eine abgeschlossene Ausbildung als Arzt verfügt und in einem Fachgespräch mit einem von der zuständigen
Behörde beauftragten Arzt seinen Ausbildungsweg sowie seine ärztliche Kompetenz nachzuweisen.

(5) Ein späteres Approbationsverfahren nach § 3 der Bundesärzteordnung oder Verfahren auf Erteilung einer
Berufserlaubnis nach § 10 der Bundesärzteordnung bleibt von der Ermächtigung zur vorübergehenden Ausübung
von Heilkunde nach Absatz 1 unberührt.

(6) Das Verfahren zur Erteilung der Ermächtigung nach den Absätzen 1 bis 5 führt die zuständige Behörde des
Landes durch, in dem der ärztliche Beruf ausgeübt werden soll, oder die Stelle, die nach § 12 Absatz 3 Satz 2 der
Bundesärzteordnung vereinbart wurde.

(7) § 61 Absatz 1 wird von der Ermächtigung nach Absatz 1 nicht berührt.

(8) Diese Regelung tritt am 24. Oktober 2017 außer Kraft.

Anlage I (zu § 26a)

(Fundstelle: BGBl I 2008 S. 1822)

Norwegen
Schweiz

Anlage II (zu § 29a)

(Fundstelle: BGBl. I 2015, 1725)

Albanien
Bosnien und Herzegowina
Ghana
Kosovo
Mazedonien, ehemalige jugoslawische Republik
Montenegro
Senegal
Serbien

Fußnote
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die Aufnahme von Ghana ist mit dem GG (100-1) vereinbar gem. BVerfGE v. 14.5.1996 I 952 - 2 BvR 1507/93 u. 2
BvR 1508/93 -


